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RESUMEN 

       

     Con la promulgación de la Ley 1448 de 2011 o Ley de Víctimas y Restitución de Tierras, el 

Estado Colombiano reconoce a las víctimas del conflicto armado y se da inicio a una política de 

reparación integral de dichas víctimas, siendo la restitución de tierras el mecanismo establecido 

para la reparación en los casos de despojo y abandono ocurridos con ocasión del conflicto armado.                   

     Dentro del contenido de la Ley se define la restitución como “(…) la realización de medidas 

para el restablecimiento de la situación anterior a las violaciones contempladas en el artículo 3o 

de la presente Ley” (Articulo 71 Ley 1448 de 2011). En otras palabras, el Gobierno busca con la 

implementación de esta Ley, que las personas propietarias, poseedoras u ocupantes víctimas del 

conflicto armado vuelvan a las mismas condiciones en las que se encontraban antes de la ocurrencia 

de los hechos de violencia que los obligaron a abandonar o vender sus predios, lo cual implica el 

retorno de los campesinos a su tierra. 

     En El Carmen de Bolívar, municipio ubicado en el departamento de Bolívar, los jueces de tierras 

han dictado 201 sentencias hasta junio de 2019, trayendo consigo un sinnúmero de órdenes de 

desalojo de familias que dependían económicamente de la producción de sus predios, generando 

nuevas conflictividades por la tierra entre restituidos y segundos ocupantes. 

     El presente documento tiene por objeto analizar desde el enfoque de derechos humanos y 

construcción de paz, el alcance de las medidas jurídicas y sociales proferidas por los jueces de 

tierras para la protección de los segundos ocupantes en el Municipio del Carmen de Bolívar 

(Bolívar) período 2012- 2019, a través de un análisis descriptivo e interpretativo de los fallos 
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judiciales. Para ello, se ha consultado variedad de fuentes: normativa y jurisprudencia nacional, 

informes y estadísticas oficiales, prensa y bibliografía de contexto. Tomando los conceptos de 

autores como John Paul Lederach, quien sostiene que Construir la paz en los conflictos actuales 

requiere un compromiso a largo plazo para establecer una infraestructura que abarque todos los 

niveles de la sociedad, que permita potenciar los recursos de la propia sociedad para la 

reconciliación y rentabilice al máximo la contribución externa. Esta postura se articula con los 

pensamientos de Alejandro Reyes, quien ha concluido que la violencia sistematizada impide 

reformar las injusticias estructurales que se pretende superar y, al contrario, ofrece ventajas al 

crimen organizado y a todas las conductas predatorias de enriquecimiento mafioso o violento.  En 

esa misma línea, Absalón Machado refiere que “Ni el Estado, ni la sociedad colombiana pueden 

eludir una reflexión seria sobre el significado de una política integral que no se quede en la 

restitución de tierras a los desplazados y el acceso a ella a través del mercado. La cuestión es más 

compleja, y pasa por fortalecer la acción de lo público en lo rural y por una decisión política que 

alivie definitivamente el problema de la tierra, lo que implica disminuir el conflicto rural y 

favorecer el crecimiento y desarrollo sostenible del campo como principio de la estabilización de 

la sociedad rural.” (Machado, 2017, pág. 11-12) 

     Asimismo, se realizaron entrevistas a diversos actores del proceso de restitución de tierras que 

nos permita reconstruir las percepciones de los despojados y segundos ocupantes. A partir de allí 

se indaga cuál ha sido el alcance de las medidas jurídicas y sociales proferidas por los jueces de 

tierras para la protección de los segundos ocupantes en el Municipio de El Carmen de Bolívar 

(Bolívar) en el marco del Derecho Internacional de los Derechos Humanos de cara a los procesos 

de construcción de paz. 
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PALABRAS CLAVES: Conflicto Armado, Despojo, Desplazamiento Forzado, Restitución de 

Tierras, Segundos Ocupantes, Sentencias, Modulación de Fallos, Construcción de Paz.  
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ABSTRACT 

      

     The promulgation of Law 1448 of 2011 or the Victims and Land Restitution Law, the 

Colombian State recognizes the victims of the armed conflict and begins a policy of comprehensive 

reparation for said victims, with land restitution being the established mechanism for reparation in 

cases of dispossession and abandonment that occurred during the armed conflict.  

     Within the content of the Law, restitution is defined as “(…) the performance of measures to 

restore the situation prior to the violations contemplated in Article 3 of this Law” (Article 71 Law 

1448 of 2011). In other words, the Government seeks with the implementation of this Law, that the 

persons who own, possess or occupy victims of the armed conflict return to the same conditions in 

which they were before the occurrence of the acts of violence that forced them to abandon or sell 

their properties, which implies the return of the peasants to their land.  

      El Carmen de Bolívar, a municipality located in the department of Bolívar, the land judges have 

handed down 201 sentences until June 2019, bringing with them countless orders to evict families 

that depended economically on the production of their properties, generating new conflicts through 

the land between restored and second occupants. 

     The purpose of this document is to analyze from the perspective of human rights and 

peacebuilding, the scope of the legal and social measures issued by the land judges for the 

protection of second occupants in the Municipality of  El Carmen de Bolívar (Bolívar) period 2012-

2019, through a descriptive and interpretive analysis of court decisions. For this, a variety of 

sources have been consulted: national regulations and jurisprudence, official reports and statistics, 
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press and contextual bibliography. Taking the concepts of authors such as John Paul Lederach, 

who argues that Building peace in current conflicts requires a long-term commitment to establish 

an infrastructure that encompasses all levels of society, which allows to enhance the resources of 

society itself for reconciliation and make the most of the external contribution. This position is 

articulated with the thoughts of Alejandro Reyes, who has concluded that systematized violence 

prevents reforming the structural injustices that it is intended to overcome and, on the contrary, 

offers advantages to organized crime and to all predatory behaviors of mafia or violent enrichment. 

Along the same lines, Absalón Machado states that “Neither the State nor Colombian society can 

elude a serious reflection on the meaning of a comprehensive policy that does not stop at restitution 

of land to the displaced and access to it through market. The issue is more complex, and involves 

strengthening public action in rural areas and a political decision that definitively alleviates the 

land problem, which implies reducing rural conflict and favoring the growth and sustainable 

development of the countryside as a principle. of the stabilization of rural society.  

     Likewise, interviews were conducted with various actors in the land restitution process that 

allows us to reconstruct the perceptions of the dispossessed and second occupants. From there, it 

is investigated what has been the scope of the legal and social measures issued by the land judges 

for the protection of the second occupants in the Municipality of El Carmen de Bolívar (Bolívar) 

within the framework of International Rights Law. Human in the face of peacebuilding processes. 

 

KEY WORDS: Armed Conflict, Dispossession, Forced Displacement, Land Restitution, Second 

Occupants, Sentences, Failure Modulation, Peacebuilding. 
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INTRODUCCIÓN 

 

 
      Durante las últimas décadas, el conflicto armado en Colombia causó el desplazamiento 

de diversas poblaciones e individuos de sus territorios producto del asedio y la intervención 

de los diversos actores de conflicto armado, generando elevados índices de concentración 

de la propiedad rural. Las cifras de desplazamiento reportadas en el Registro Único de 

Victimas1 apunta a que entre los años 1996 y 2002, la cifra llegó a 2´970.855 de víctimas 

por desplazamiento forzado, adicionalmente entre los años 2000 a 2002 se tuvieron los 

picos más altos, registrándose un número de personas en situación de desplazamiento 

forzado que superó las 600.000 personas por año. Siendo entonces el desplazamiento 

forzado y el despojo los mecanismos usados por grupos al margen de la ley, como guerrillas 

y paramilitares, para reafirmar el control territorial sobre muchas zonas del país. (Centro 

Nacional de Memoria Histórica, 2018, pág. 72,73) 

 

     Esta problemática fue alcanzando cada día mayores dimensiones frente a la cual fue 

necesario iniciar acciones por parte del Estado para dar una respuesta, entre estas se 

expidieron Leyes y decretos, como la Ley 387 de 1997 “por la cual se adoptan medidas 

para la prevención del desplazamiento forzado; la atención, protección, consolidación y 

esta estabilización socioeconómica de los desplazados internos por la violencia en la 

                                                        
1 Cifras Unidad de Victimas, Desplazamiento Forzado en Colombia- Disponible en: 
https://cifras.unidadvictimas.gov.co/Home/Desplazamiento 

https://cifras.unidadvictimas.gov.co/Home/Desplazamiento
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República de Colombia”, y El Decreto 2007 de 2001 “Por el cual se reglamenta 

parcialmente los artículos 7o., 17 y 19 de la Ley 387 de 1997, en lo relativo a la oportuna 

atención a la población rural desplazada por la violencia, en el marco del retorno 

voluntario a su lugar de origen o de su reasentamiento en otro lugar y se adoptan medidas 

tendientes a prevenir esta situación”; Así mismo, ante el análisis acerca de las condiciones 

en las que se encontraba la población desplazada en Colombia y ante la reiterada omisión 

por parte de las autoridades encargadas de su atención,  la Corte Constitucional promulgó 

la sentencia T- 025 de 2004 en la cual declaró el estado de cosas inconstitucional respecto 

de la política de atención a la población desplazada. 

     Sin embargo, es a partir de la expedición de la Ley 1448 del 2011, también conocida 

como Ley de Victimas y de Restitución de Tierras, cuando se inicia un gran esfuerzo estatal 

por tratar de garantizar a las víctimas de despojo y abandono forzado de tierras, la defensa 

de sus derechos, entre estos, el derecho fundamental a la restitución.  

 

     Desde la entrada en vigencia de la mentada Ley, la Unidad Administrativa Especial de 

Gestión de Restitución de Tierras Despojadas - UAEGRTD2  ha recibido 122.463 

solicitudes de restablecimiento de derechos de aquellos que han sido víctimas del 

desplazamiento y despojo por las organizaciones criminales, correspondiente a 111.672 

predios. De esas solicitudes, 10.396 han sido resueltas por los Jueces y Magistrados de 

restitución de tierras en 5.232 sentencias, con 4.581 predios con orden de restitución3. 

                                                        
2 Entidad creada por la Ley 1448 de 2011, para adelantar los trámites administrativos para la restitución y 

formalización de las tierras abandonas y despojadas. 
3 https://www.restituciondetierras.gov.co/estadisticas-de-restitucion-de-tierras 

https://www.restituciondetierras.gov.co/estadisticas-de-restitucion-de-tierras
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     La puesta en marcha de la Ley 1448 de 2018 y en especial del proceso de restitución de 

tierras en Colombia, sin dudas fue un importante avance en materia de reparación integral 

a las víctimas del conflicto armado, sin embargo, como cualquier ley de justicia 

transicional,  no estuvo exenta de fallos y problemas, uno de estos, está relacionado con el 

surgimiento de los segundos ocupantes4, definidos por la jurisprudencia como aquellas 

“personas que habitan en los predios objetos de restitución o derivan de ellos su mínimo 

vital, que se encuentran en condición de vulnerabilidad y que no tuvieron ninguna relación 

(ni directa, ni indirecta) con el despojo o el abandono forzado del predio” (Sentencia C-

330/16, 2016). 

      Hasta la expedición de la normativa, en Colombia no había sido contemplada la figura 

del Segundo Ocupante dentro del procedimiento administrativo y judicial de restitución de 

tierras, lo cual generó, por una parte, un vacío jurídico frente a derechos en tensión, y, por 

otra, el nacimiento de un nuevo conflicto por la tierra entre los segundos ocupantes que hoy 

explotan los predios objeto de procesos de restitución y los beneficiarios de las sentencias 

de restitución de tierras. La ley no estableció diferencia alguna, ni prevé un trato especial 

para los opositores que se encuentran en condiciones de vulnerabilidad, o que no tienen 

alguna relación con el despojo.  Esta situación trajo consigo un sinnúmero de sentencias 

que ordenaban el desalojo de familias que dependían económicamente de la producción de 

sus predios.  

                                                        
4 Manual sobre la Restitución de las Viviendas y el Patrimonio de Refugiados y Personas Desplazadas- Aplicación de los “Principios Pinheiro”: 

Se consideran ocupantes secundarios todas aquellas personas que hubieran establecido su residencia en viviendas o tierras abandonadas por sus 

propietarios legítimos a consecuencia de, entre otras cosas, el desplazamiento o el desalojamiento forzosos, la violencia o amenazas, o las 
catástrofes naturales así como las causadas por el hombre. 
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      Por ello, surge la necesidad de incluir mecanismos que resolvieran este tipo de nuevos 

conflictos surgidos a partir de la implementación de la ley, intentando resolver el problema 

desde la expedición de sentencias de restitución de tierras que ordenan medidas de atención 

adecuadas y necesarias para los segundos ocupantes. No obstante, las medidas en muchos 

de los casos no fueron la solución, y por el contrario generaron nuevas conflictividades por 

la tierra entre restituidos y segundos ocupantes.  

      Los segundos ocupantes tienen en el derecho internacional su protección, 

estableciéndose la obligación por parte del Estado de atender integralmente a los segundos 

ocupantes y abstenerse de incurrir en desalojos forzosos, el legislador nacional, omitió esta 

figura en la construcción de la ley 1448 de 2011, obligando a los Jueces y Magistrados de 

Restitución de Tierras a acudir a la Jurisprudencia para resolución de estos conflictos. Sin 

embargo, tanto en el abordaje y resolución del fenómeno aún está en debate. 

 

Los resultados del trabajo de grado se presentarán de la siguiente forma: 

 

Capítulo I: En este capítulo reconstruimos el problema agrario en Colombia y su relación con el 

conflicto armado, de manera particular en la Costa Caribe colombiana y El Carmen de Bolívar. 

 

Capítulo II: Analizaremos la restitución de tierras como componente de la reparación integral en 

el marco del Derecho Internacional de los Derechos Humanos, la Ley de Víctimas y Restitución 

de tierras y la construcción de paz. 
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Capítulo III: En este capítulo, buscaremos analizar el alcance de las medidas proferidas para los 

segundos ocupantes en los diferentes fallos de Restitución de Tierras del municipio de El Carmen 

de Bolívar, y a su vez reconstruir las percepciones de los despojados y de los segundos ocupantes.  

 

1.2 Formulación del Problema. 

 

En atención a lo anteriormente expuesto se formula la siguiente pregunta de investigación:  

¿Cuál ha sido el alcance de las medidas jurídicas y sociales proferidas por los jueces de 

tierras para la protección de los segundos ocupantes en el Municipio del Carmen de Bolívar 

(Bolívar) en el marco del Derecho Internacional de los Derechos Humanos de cara a los procesos 

de construcción de paz? 

   

2. Justificación 

 

Por medio de la presente investigación, se pretende realizar un análisis del alcance de las 

medidas jurídicas y sociales proferidas por los jueces de tierras para la protección de los segundos 

ocupantes en el Municipio de El Carmen de Bolívar (Bolívar), entre el año 2012 a junio de 2019, 

desde el enfoque de Derechos Humanos y Construcción de Paz. Lo anterior, teniendo en cuenta 

que la figura del segundo ocupante no había sido contemplada dentro del procedimiento 

administrativo y judicial de restitución de tierras, situación que generó, el nacimiento de nuevos 

conflictos por la tierra entre los segundos ocupantes que hoy explotan los predios objeto de 

procesos de restitución y los beneficiarios de las sentencias. Ante tal situación, los Jueces de 
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restitución de tierras se vieron obligados a recurrir a mecanismos que resolvieran este tipo de 

nuevos conflictos, surgidos a partir de la implementación de la ley.  

 

     Esta investigación adquiere relevancia debido a la inexistencia de una investigación de carácter 

sistemático que analice la problemática antes descrita, todo esto con finalidad de producir insumos 

para la compresión del fenómeno, el aporte de recomendaciones y posibles soluciones a los nuevos 

conflictos surgidos entre los segundos ocupantes y beneficiarios de sentencias de restitución de 

tierras. 

 

       Con esta investigación se espera analizar el alcance de las medidas jurídicas y sociales  

propuestas por los jueces y magistrados de restitución de tierras, teniendo en cuenta lo plasmado 

en las sentencias de restitución de tierras,  así como las percepciones de los despojados y segundos 

ocupantes, a partir del relato de funcionarios e intervinientes que hicieron parte de los procesos de 

restitución de tierras en el municipio de El Carmen de Bolívar,     a través de preguntas orientadoras 

enfocadas a describir los factores que facilitan o dificultan la restitución de tierras en esta región, 

y conocer si las medidas jurídicas y sociales implementadas para la protección de derechos de los 

segundos ocupantes son suficientes para finalizar los conflictos por la tierra entre restituidos y 

segundos ocupantes. Finalmente se analizó si los restituidos y los opositores quedan satisfechos 

con las medidas a su favor, todo esto con el objetivo de plantear posibles recomendaciones y/o 

soluciones a los conflictos suscitados entre restituidos y segundos ocupantes, en aras aportar 

insumos para la construcción de una paz estable y duradera en los territorios dentro de la 

implementación de la política de restitución de tierras.   
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3. Objetivos 

 

3.1 General: 

 
 

      Analizar desde el enfoque de derechos humanos y construcción de paz el alcance de las medidas 

jurídicas y sociales proferidas por los jueces de tierras para la protección de los segundos ocupantes 

en el Municipio de El Carmen de Bolívar (Bolívar) período 2012- 2019. 

 

3.2 Específicos: 

 
 

1. Reconstruir el problema agrario en Colombia y su relación con el conflicto armado, de 

manera particular en la Costa Caribe colombiana y El Carmen de Bolívar. 

  

2. Analizar la restitución de tierras como componente de la reparación integral en el marco 

del Derecho Internacional de los Derechos Humanos, la Ley de Víctimas y Restitución de 

tierras y la construcción de paz. 

 

3. Analizar el alcance de las medidas proferidas para los segundos ocupantes en los diferentes 

fallos de Restitución de Tierras del municipio de El Carmen de Bolívar, y a su vez 

reconstruir las percepciones de los despojados. 
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4. Marco Teórico 

 
 
      Partimos de la consideración teórica y empírica que la problemática real en los conflictos en 

general – y en el caso que nos interesa en esta tesis, los conflictos relacionados con los segundos 

ocupantes en particular- no es la existencia del conflicto per se, pues éste, como han planteado 

diversos autores en las ciencias sociales (Coser 1961; Dahrendorf, 1996; Galtung, 1998; Lederach, 

2007; 2009) es inherente a la vida social. Por tal motivo, lo perjudicial no son los conflictos en sí, 

sino cuando estos son tramitados a través de la violencia. En ese orden de ideas, esta investigación 

acoge los fundamentos teóricos y prácticos de Lederach (2007; 2009) y Galtung (1998) quienes 

analizan las características determinantes de los conflictos armados para la construcción de paz en 

los conflictos contemporáneos, estos autores entienden que las relaciones son la base del conflicto 

y de la solución a largo plazo.  

      Lederach (2009) plantea que para entender los conflictos tenemos que ponernos unos “lentes”. 

Estos lentes nos permiten identificar lo que él denomina “la situación inmediata” por un lado, y 

“el contexto y los patrones subyacentes” por el otro. (2009, p. 12) Lo primero hace referencia a las 

causas aparentes del conflicto y su reflejo más superficial. Por su parte lo segundo hace referencia 

a elementos contextuales y patrones de relaciones sociales, no tan aparentes a simple vista, pero 

que pueden estar asociados al origen o continuidad del conflicto.   

      Así mismo, sostiene que construir la paz en los conflictos actuales requiere un compromiso a 

largo plazo para establecer una infraestructura que abarque todos los niveles de la sociedad, que 

permita potenciar los recursos de la propia sociedad para la reconciliación y rentabilice al máximo 

la contribución externa. Con fundamento en lo anterior, y en la medida que el conflicto tiene un 

componente relacional consideramos que es de gran relevancia conocer y entender los mecanismos 
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para la trasformación pacifica de dichos conflictos, y es precisamente lo que sucede en las nuevas 

conflictividades con los segundos ocupantes afectados por un serie de actuaciones judiciales a 

través de sentencias que vulneraban sus derechos, y que posteriormente tuvieron que ser moduladas 

para dirimir esos nuevos conflictos en el marco de la aplicación de la ley 1448 de 2011, en contexto 

una sociedad como la colombiana, con altas inequidades, en la que se cotidianizó la violencia, 

expresando en gran manera poca fe en la implementación de una política pública que debe tener 

un sentido reparador, enfocada a transformar paradigmas sociales que por décadas han marcado el 

territorio, y crear estructuras que puedan sostener una visión de paz en el largo plazo que cierre esa 

brecha histórica por la tenencia de la tierra, logrando así el cambio social. 

Por su parte Johan Galtung (1998) describe lo que denomina el triángulo de la violencia 

para entender las causas y manifestaciones de los conflictos. En uno de los vértices del triángulo 

encontramos la violencia física, es decir ese conjunto de acciones violentas visibles y perceptibles 

desde el punto de vista empírico. Por su parte, en los otros dos vértices del triángulo están la 

violencia estructural y la cultura, las cuales, pueden ser entendidas como los factores que pueden 

generar la violencia física. La violencia cultura haría referencia a creencias y valores que legitimen 

o justifiquen el uso de la violencia (machismo, xenofobia, racismo, etc) por su parte la violencia 

estructural serían todas aquellas instituciones o estructuras sociales que impiden el desarrollo 

humano (regímenes autoritarios, leyes excluyentes, pobreza, etc)  

Esta visión de Galtung la podemos completar con su definición de construcción de paz, 

puesto que para este autor la paz no es un momento, sino la capacidad que tienen los actores, 

individuos, grupos humanos, etc. de transformar los conflictos, a través de la no violencia, la 

empatía y la creatividad (1998, p. 18) 
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     Coincidiendo con el concepto de violencia estructural de Galtung, tenemos los pensamientos de 

Reyes (2016), quien para el caso colombiano ha concluido que la violencia sistematizada impide 

reformar las injusticias estructurales que se pretende superar y, al contrario, ofrece ventajas al 

crimen organizado y a todas las conductas predatorias de enriquecimiento mafioso o violento. Esta 

paradoja permite entender el fracaso del país para resolver el problema de la injusta distribución 

de la tierra y su consecuencia principal, el desarraigo violento del campesinado y la concentración 

de la tenencia de la tierra en manos de narcotraficantes y señores de la guerra. En este mismo 

sentido, concluye Reyes, el abandono y despojo de tierras no ha sido solo provocado por actores 

armados en el contexto del conflicto armado, sino que también ha sido motivado en algunos casos 

y aprovechado en otros, por elites políticas y/o empresariales, para acumular de manera masiva 

tierras.     

 

     En esa misma línea, Machado (2017), refiere que “Ni el Estado, ni la sociedad colombiana 

pueden eludir una reflexión seria sobre el significado de una política integral que no se quede en la 

restitución de tierras a los desplazados y el acceso a ella a través del mercado. La cuestión es más 

compleja, y pasa por fortalecer la acción de lo publico en lo rural y por una decisión política que 

alivie definitivamente el problema de la tierra, lo que implica disminuir el conflicto rural y 

favorecer el crecimiento y desarrollo sostenible del campo como principio de la estabilización de 

la sociedad rural”. (Machado, 2017, Pág. 11-12) 

     En ese mismo sentido, acogemos los fundamentos teóricos del Grupo de Memoria Histórica de 

la Comisión Nacional de Reparación y Reconciliación –CNRR (2010), en cuanto al problema 

agrario en Colombia y su relación con el conflicto armado, el cual señala que “Desde la década de 
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los ochenta hasta acá, dos temas han dominado el debate político en torno al agro: el fracaso de la 

reforma agraria redistributiva y el aumento de la concentración de la tierra a la sombra del conflicto 

armado. Estos debates dan cuenta de que la tierra y el territorio siempre han estado imbricados en 

la evolución histórica del conflicto, en las dinámicas regionales del poder político y económico, y 

en los auges y declives de las resistencias campesinas” (CNRR, 2010, p.24). También es importante 

identificar que la CNRR señala que, el despojo de tierras no es un momento, sino un proceso mucho 

más complejo. El despojo, debe ser abordado, más como una acción, como un proceso, en el cual 

intervienen varios actores, a través de varios repertorios simultáneos o sucesivos en el tiempo. 

Quien ordena y ejecuta el despojo ha tenido a su alcance un repertorio diverso de posibilidades 

para la materialización de ese proceso, empleando cada recurso disponible en virtud de las 

condiciones particulares que se le presenten en cada zona, y variando la intensidad o el uso 

simultáneo de uno o varios métodos según la resistencia de los pobladores, la cual suele 

incrementar la intensidad del ejercicio de la violencia. Entonces se transita de una simple oferta de 

compra venta a la venta forzada o al desalojo, el abandono y el posterior despojo de una propiedad, 

pasando por el asesinato, la tortura, la desaparición forzada y el desplazamiento forzado de 

población. Se trata de lo que se puede llamar la “cadena del despojo” (CNRR, 2010, p. 47) 

 

     Por su parte Machado (2017) frente a la pregunta de ¿Por qué la tierra es tan apreciada en esta 

sociedad, e incluso codiciada por elites, inversionistas extranjeros y grupos ilegales, y da lugar a 

tanta violencia y conflictos? Respondiendo a esta pregunta que “la apropiación de la tierra es un 

instrumento para el control del territorio” (Machado, 2017, p. 12), razón por la cual en Colombia 

el problema de la distribución de la tierra tiene relación con el conflicto armado. 



 

22 
 
 

      En este orden de ideas, analizaremos la restitución de tierras como componente de la reparación 

integral, concibiendo la Restitución como una medida de reparación, para aquellas personas que 

individual o colectivamente hayan sufrido un daño por hechos ocurridos a partir del 1o de enero de 

1985, como consecuencia de infracciones al Derecho Internacional Humanitario o de violaciones 

graves y manifiestas a las normas internacionales de Derechos Humanos, ocurridas con ocasión 

del conflicto armado interno.  (Art. 1 y 3 de la Ley 1448 de 2011). Entendiendo que esta restitución 

se hace efectiva a través de un procedimiento especial mixto de tipo administrativo y judicial, bajo 

los lineamientos de la justicia transicional. 

      Finalmente, frente al alcance de alcance de las medidas proferidas para los segundos ocupantes 

acogeremos la postura de Álvarez Tafur (2016) quien sostiene que “la restitución de tierras 

responde a un marco de justicia transicional, en el cual, uno de sus principios es la reintegración o 

la reconciliación, por lo tanto la restitución no debe limitarse a la recuperación de la relación 

jurídica y material de la victimas con el predio, sino que debe promover a través de la vigencia de 

los derechos sociales, en particular el acceso a la propiedad rural para el campesinado y a la 

vivienda digna , la asignación de medidas sociales a los segundos ocupantes” (Álvarez, 2016, Pág. 

3). 

5. Marco Jurídico y Jurisprudencial de Protección de Tierras 

    

5.1 Marco Jurídico. 

 

     En primer lugar es importante mencionar que la Constitución Política de Colombia tiene dentro 

de los fines del Estado “servir a la comunidad, promover la prosperidad general y garantizar la 

efectividad de los principios, derechos y deberes consagrados en la Constitución; facilitar la   
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participación de todos en las decisiones que los afectan y en la vida económica, política, 

administrativa y cultural de la Nación; defender la independencia nacional, mantener la integridad 

territorial y asegurar la convivencia pacífica y la vigencia de un orden justo5”. 

        Esta protección a los derechos humanos desde la Constitución política, el Bloque de 

Constitucionalidad, las leyes y la jurisprudencia, permite que los ciudadanos tengan mecanismos 

para exigir la salvaguarda de sus derechos.  

 

     En este aparte daremos cuenta de cuál es la normativa existente sobre el tema de protección a 

la tierra en Colombia, señalando cuales han sido las principales leyes y jurisprudencias que han 

guiado este tema, con el objeto de establecer de manera puntual cual es el marco de carácter 

normativo en el que se desarrolla el tema objeto de estudio de esta investigación. 

     Las políticas de Restitución de Tierras en Colombia datan de los años 50  con la promulgación 

de Ley 201 del año 1959, para la época conocida como La Violencia se expidió esta Ley por medio  

en su artículo de la cual se dictan medidas tendientes a impedir el aprovechamiento económico de 

la violencia durante el estado de sitio, esta Ley en su artículo 3 señala: (…) En consecuencia, los 

particulares que hubieren poseído por más de un año inmuebles urbanos o rurales en las 

condiciones previstas en el artículo 1o. de la Ley 200 de 1936 y hubieren sido despojados de la 

posesión por medios violentos o clandestinos, tendrán derecho a ejercer las acciones posesorias 

para recuperarlos durante el término de dos años, contados a partir de la fecha del 

restablecimiento del orden público. Los demás casos seguirán rigiéndose por la precitada 

disposición. 

                                                        
5 Artículo 2, Constitución Política de Colombia 
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     Con esta ley se permite alegar Vicios del consentimiento en los actos o contratos celebrados en 

aprovechamiento del estado de sitio, y trae consigo acciones posesorias para recuperar inmuebles 

perdidos en virtud de la violencia de la época. 

 

     Ley 387 de 1997  

      Por medio de esta ley, se ordena en su artículo 19 al INCORA llevar un registro de los predios 

rurales abandonados por los desplazados por la violencia e informar a las autoridades competentes 

para que procedan a impedir cualquier acción de enajenación o transferencia de título de propiedad 

de estos bienes, cuando tal acción se adelante contra la voluntad de los titulares de los derechos 

respectivos. 

     Gracias a esta norma el Gobierno pudo proteger parte de los predios que fueron abandonados 

en virtud del conflicto armado y evitar que fuesen enajenados aprovechando las condiciones de 

vulnerabilidad en los que se encontraban los adjudicatarios de esos predios. Estas medidas 

quedaban inscritas en los respectivos folios de matrícula y eran un mecanismo de publicidad para 

que todo el mundo supiera que el predio estaba abandonado como consecuencia del conflicto 

armado y a su vez era una talanquera para que los predios no fuesen vendidos sin condiciones de 

garantía para los adjudicatarios. Al respecto el Proyecto Protección de Tierras y Patrimonio de la 

Población Desplazada, Acción Social señala: 

       Estas disposiciones dieron origen a lo que actualmente se conoce como ruta Individual de 

Protección, concertada entre las instituciones participantes bajo la Coordinación del Proyecto 

Protección de Tierras y Patrimonio de la Población Desplazada. El trámite para proteger bienes 

individualmente se inicia con la solicitud presentada ante el Ministerio Publico por la persona que 

ha tenido que abandonar un predio a causa de la violencia armada, a fin de impedir la legitimación 
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de actos o transacciones viciadas por la fuerza, el despojo o el desconocimiento de derechos 

derivados de la permanencia en la tierra, como es el caso de poseedores, tenedores y ocupantes. 

Estas solicitudes son enviadas al INCODER, entidad que procede a radicarlas, e ingresar la 

información preliminar contenida en los formularios de solicitud en el Registro Único de Predios y 

Territorios Abandonados – RUPTA. Posteriormente, este instituto acopia la información necesaria 

para individualizar física y jurídicamente el predio a proteger y remite el formulario y la información 

correspondiente a la respectiva Oficinas de Registro de Instrumentos Públicos para que surta el 

procedimiento registral (anotación de la medida de protección en el folio de matrícula inmobiliaria 

o emisión de nota devolutiva).(Proyecto Protección de Tierras y Patrimonio de la Población 

Desplazada Documentos de Trabajo, 2011, pág. 18). 

 

 

     Decreto 2007 de 2001 

     Por medio del cual se reglamentan parcialmente los artículos 7°, 17 y 19 de la Ley 387 de 1997, 

en lo relativo a la oportuna atención a la población rural desplazada por la violencia, en el marco 

del retorno voluntario a su lugar de origen o de su reasentamiento en otro lugar y se adoptan 

medidas tendientes a prevenir esta situación. Con este Decreto se autoriza a los Comités Municipal, 

Distrital o Departamental de Atención Integral a la Población Desplazada por la Violencia, para 

que declaren mediante acto motivado, la inminencia de riesgo de desplazamiento o de su ocurrencia 

por causa de la violencia, en una zona determinada del territorio de su jurisdicción. Esta protección 

quedara inscrita en los folios de matrícula de los respectivos predios. 
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Ley 1152 de 20076 

     Por medio de la cual “se dicta el Estatuto de Desarrollo Rural, se reforma el Instituto 

Colombiano de Desarrollo Rural, Incoder, y se dictan otras disposiciones”. 

     Con un conjunto de normas, lineamientos de política, mecanismos y procedimientos a través de 

los cuales el Estado colombiano promoverá y ejecutará las acciones orientadas a lograr un 

desarrollo humano sostenible y el bienestar del sector rural, en condiciones de equidad, 

competitividad y sostenibilidad.  

 

 Ley 1448 de 2011  

    Esta ley es la adopción de una política pública que busca en el largo plazo contrarrestar los 

efectos del despojo y el abandono forzado de tierras para quienes han sido víctimas del conflicto 

armado en Colombia. Así mismo, se dictan medidas de atención, asistencia y reparación integral a 

las víctimas del conflicto armado interno y se brindan los instrumentos para reparar los daños 

ocasionados por éste, así como para restablecer sus derechos. En este sentido, el propósito de esta 

ley es establecer un conjunto de medidas judiciales, administrativas, sociales y económicas, 

individuales y colectivas, en beneficio de las víctimas de infracciones al Derecho Internacional 

Humanitario o de violaciones graves y manifiestas a las normas Internacionales de Derechos 

Humanos, ocurridas con ocasión al conflicto (Art. 1 y 3 de la Ley 1448 de 2011).  

                                                        
6 Ley declarada INEXEQUIBLE por la Corte Constitucional mediante Sentencia C-175-09 de 18 de marzo de 

2009, Magistrado Ponente Dr. Luis Ernesto Vargas Silva. 
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    Con la expedición de esta le se crea la Unidad de Restitución de Tierras, adscrita al Ministerio 

de Agricultura, encargada de hacer un registro de abandonos y despojos en el marco del conflicto 

armado y de gestionar la restitución ante los jueces y tribunales de restitución de tierras.  

 

5.2 Marco Jurisprudencial 

 

     Sentencia T- 025 de 2004. 

     Por medio de la cual se resuelven un acumulado de acciones de tutela, interpuestas por 1150 

núcleos familiares, todos pertenecientes a la población desplazada. En esta sentencia la Corte 

Constitucional resuelve:  

Declarar la existencia de un estado de cosas inconstitucional en la situación de la población 

desplazada debido a la falta de concordancia entre la gravedad de la afectación de los 

derechos reconocidos constitucionalmente y desarrollados por la ley, de un lado, y el 

volumen de recursos efectivamente destinado a asegurar el goce efectivo de tales derechos 

y la capacidad institucional para implementar los correspondientes mandatos 

constitucionales y legales, de otro lado.(Sentencia T-025 de 2004) 

      A su vez la Corte Constitucional señala: “se está ante un estado de cosas inconstitucional 

cuando “(1) se presenta una repetida violación de derechos fundamentales de muchas personas - 

que pueden entonces recurrir a la acción de tutela para obtener la defensa de sus derechos y 

colmar así los despachos judiciales - y (2) cuando la causa de esa vulneración no es imputable 

únicamente a la autoridad demandada, sino que reposa en factores estructurales”. Ibidem. 

     Esta Sentencia fue crucial para el reconocimiento de derechos de los Desplazados ya que las 

instituciones encargadas de velar por sus derechos como La Red de Solidaridad Social, El 
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Departamento Administrativo de la Presidencia de la República, El Ministerio de Agricultura, El 

Ministerio de Educación, El INCORA, entre muchas otras entidades, no daban la oportuna atención 

y mucho menos resolvían las necesidades de esta población desplazada, teniendo que acudir a 

presentar derechos de petición y acciones de tutela. 

 

      Auto 008 de 2009  

      Por medio de este Auto se pudo constatar “que persiste el estado de cosas inconstitucional, a 

pesar de los avances logrados. Igualmente, CONSTATAR que, a pesar de los logros alcanzados 

en algunos derechos, aún no se ha logrado un avance sistemático e integral en el goce efectivo de 

todos los derechos de la población víctima de desplazamiento forzado”. (Auto 008 de 2009). Dado 

el anterior hallazgo en cuanto al replanteamiento de políticas de tierras establece:  

       Con el fin de superar la inidoneidad de la política actual de tierras, la Corte 

Constitucional ordenará a los Ministros del Interior y de Justicia y de Agricultura y 

Desarrollo Rural, al Director de Acción Social y a la Directora de Planeación Nacional ‑ 

dentro de la respectiva órbita de sus competencias ‑ y después de un proceso de 

participación que incluirá, entre otras organizaciones que manifiesten su interés, a la 

Comisión de Seguimiento, reformular la política de tierras, de conformidad con los 

parámetros señalados en los párrafos 82 a 85 del presente Auto. La reformulación de la 

política supone (i) la definición de los lineamientos que orientarán la nueva política, (ii) el 

diseño de la política y el establecimiento de los medios para su instrumentalización, (iii) la 

definición de un cronograma para su ejecución, y (iv) su implementación y seguimiento. El 

proceso de diagnóstico y definición de los lineamientos de la política (etapa (i)) deberá estar 
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culminado a más tardar el 30 de junio de 2009. La implementación de la nueva política, 

previo su diseño y el establecimiento de los medios para su instrumentalización, deberá 

iniciarse a más tardar el 31 de agosto de 2009 (etapas (ii) a (iv)). A este proceso de 

reformulación podrán ser convocadas otras entidades del orden nacional o territorial cuya 

participación sea considerada pertinente. 

   El 30 de octubre de 2009 y el 1 de julio de 2010, los Ministros del Interior y de Justicia y 

de Agricultura y Desarrollo Rural, el Director de Acción Social y la Directora de Planeación 

Nacional deberán presentar un informe común sobre (i) las características de la nueva 

política y sus instrumentos, las metas definidas y el cronograma adoptado y (ii) la 

descripción de las acciones adelantadas, las metas cumplidas, y los resultados alcanzados, 

de tal manera que sea posible valorar si la nueva política de tierras resulta adecuada para 

avanzar de manera razonable y acelerada en el goce efectivo de los derechos de la población 

desplazada y en el cumplimiento de las metas fijadas. 

 

Sentencia C-330 de 2016  

     Ante una demanda de inconstitucionalidad, presentada por el presidente de la Asociación 

Nacional de Usuarios Campesinos (ANUC) en contra del enunciado “exenta de culpa”, contenido 
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en los artículos 887, 918, 989 y 10510 de la Ley 1448 de 2011,  La corte Constitucional se pronuncia  

sobre la problemática de los segundos ocupantes, definiendo que “Los segundos ocupantes son 

entonces quienes, por distintos motivos, ejercen su derecho a la vivienda en los predios que fueron 

abandonados o despojados en el marco del conflicto armado interno”. Pero amplia el concepto 

precisando que son las “personas que habitan en los predios objetos de restitución o derivan de 

ellos su mínimo vital), que se encuentran en condición de vulnerabilidad y que no tuvieron ninguna 

relación (ni directa, ni indirecta) con el despojo o el abandono forzado del predio”. 

      Así mismo, La Corte determinó que la exigencia de la buena fe exenta de culpa que establece 

la Ley 1448 de 2011 a los opositores en la etapa judicial de la acción de restitución de tierras para 

que estos sean beneficiarios de compensación cuando se ven abocados a salir del predio que es 

                                                        
7 ARTÍCULO 88. OPOSICIONES.  Las oposiciones se deberán presentar ante el juez dentro de los quince (15) días siguientes a la solicitud. Las 

oposiciones a la solicitud efectuadas por particulares se presentarán bajo la gravedad del juramento y se admitirán, si son pertinentes. Las oposiciones 

que presente la Unidad Administrativa Especial de Gestión de Restitución de Tierras Despojadas, cuando la solicitud no haya sido tramitada con su 

intervención deberá ser valorada y tenida en cuenta por el Juez o Magistrado. 

La Unidad Administrativa Especial de Gestión de Restitución de Tierras Despojadas, cuando no haya actuado como solicitante podrá presentar 

oposición a la solicitud de restitución. 

Al escrito de oposición se acompañarán los documentos que se quieran hacer valer como prueba de la calidad de despojado del respectivo predio, de 

la buena fe exenta de culpa, del justo título del derecho y las demás pruebas que pretenda hacer valer el opositor en el proceso, referentes al valor del 

derecho, o la tacha de la calidad de despojado de la persona o grupo en cuyo favor se presentó la solicitud de restitución o formalización. 

Cuando la solicitud haya sido presentada por la Unidad Administrativa Especial de Gestión de Restitución de Tierras Despojadas de conformidad 

con lo previsto en este capítulo y no se presenten opositores, el Juez o Magistrado procederá a dictar sentencia con base en el acervo probatorio 

presentado con la solicitud. 

 
 

8 ARTÍCULO 91. CONTENIDO DEL FALLO. La sentencia se pronunciará de manera definitiva sobre la propiedad, posesión del bien u ocupación 

del baldío objeto de la demanda y decretará las compensaciones a que hubiera lugar, a favor de los opositores que probaron buena fe exenta de culpa 

dentro del proceso. Por lo tanto, la sentencia constituye título de propiedad suficiente […] 

r. Las órdenes necesarias para garantizar que las partes de buena fe exenta de culpa vencidas en el proceso sean compensadas cuando fuera del caso, 

en los términos establecidos por la presente ley; 

 

[…] 

 
9 ARTÍCULO 98. PAGO DE COMPENSACIONES. El valor de las compensaciones que decrete la sentencia a favor de los opositores que 

probaron la buena fe exenta de culpa dentro del proceso, será pagado por el Fondo de la Unidad Administrativa Especial de Gestión de Restitución 

de Tierras Despojadas. En ningún caso el valor de la compensación o compensaciones excederá el valor del predio acreditado en el proceso. 

En los casos en que no sea procedente adelantar el proceso, y cuando de conformidad con el artículo 97 proceda la compensación en especie u otras 

compensaciones ordenadas en la sentencia, la Unidad Administrativa Especial de Gestión de Restitución de Tierras Despojadas tendrá competencia 

para acordar y pagar la compensación económica correspondiente, con cargo a los recursos del fondo. El Gobierno Nacional reglamentará la materia. 

El valor de las compensaciones monetarias deberá ser pagado en dinero. 

 

 
10 ARTÍCULO 105. FUNCIONES DE LA UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL DE GESTIÓN DE RESTITUCIÓN DE TIERRAS 

DESPOJADAS. Serán funciones de la Unidad Administrativa Especial de Gestión de Restitución de Tierras Despojadas las siguientes: 

 

6. Pagar en nombre del Estado las sumas ordenadas en las sentencias de los procesos de restitución a favor de los terceros de buena fe exenta de 

culpa. 

 

[…]”. 

 

http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_1448_2011_pr002.html#97
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objeto de restitución, es razonable y constitucional. Sin embargo, señala que el legislador vulneró 

el principio de igualdad al exigir la buena fe exenta de culpa para todos los opositores. Es decir, 

respecto de los segundos ocupantes vulnerables, que no poseen alternativa de vivienda y que no 

tuvieron que ver con el despojo, esta exigencia, resulta desproporcionada e injusta, razón por la 

cual eventualmente el juez especializado deberá analizar el requisito con flexibilidad o incluso 

inaplicarlo.  

     En los casos en que los opositores no demuestren la buena fe exenta de culpa, los jueces y 

magistrados de restitución deberán i) verificar si se trata de un segundo ocupante en condiciones 

de vulnerabilidad que no tuvo ninguna relación directa ni indirecta con los hechos que llevaron al 

despojo y, en consecuencia, declarar dicha condición; y  ii) determinar las medidas de atención que 

se vayan a conferir al segundo ocupante reconocido. 

        De igual manera la Corte menciona que también los Jueces podrán establecer la procedencia 

de medidas de atención distintas a la compensación de la que trata el artículo 98 de la Ley 1448 de 

2011 para los opositores que tengan la condición de segundos ocupante. 

       Esta sentencia fue trascendental para establecer directrices que buscan orientar a los jueces 

especializados en restitución de tierras para la implementación de medidas de asistencia atención 

en los casos en que el opositor sea una persona vulnerable, que deriva del predio objeto de discusión 

sus medios de subsistencia y que no pueda demostrar la buena fe exenta de culpa. 

     Finalmente, la Corte Constitucional refiere que la inexistencia de normas de rango legal 

específicamente diseñadas para la atención de los segundos ocupantes es un problema serio, que 

puede traer consecuencias inequitativas indeseables. Por lo tanto, en la parte resolutiva de dicha 

Sentencia exhortó al Gobierno Nacional y al Congreso de la República, para que conjuntamente 
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establezcan una normatividad y una política pública integral, comprensiva y suficiente para la 

situación de los segundos ocupantes. Y además declaro exequible la expresión “exenta de culpa” 

contenida en los artículos 88, 91, 98 y 105 de la Ley 1448 de 2011, en el entendido de que es un 

estándar que debe ser interpretado por los jueces de forma diferencial, frente a los segundos 

ocupantes, que demuestren condiciones de vulnerabilidad, y no hayan tenido relación directa o 

indirecta con el despojo. 

6. Metodología 

 
 

6.1 Descripción Metodológica. 

 
La presente investigación está diseñada bajo el planteamiento metodológico del enfoque 

cualitativo, de tipo descriptivo y desde el paradigma hermenéutico interpretativo. En este sentido, 

lo que se busca es reconstruir la realidad y mostrar como la observan sus actores. 

 Como señala Sampieri (2010) el proceso de indagación cualitativa es flexible y se mueve 

entre los eventos y su interpretación, entre las respuestas y el desarrollo de la teoría. Su propósito 

consiste en “reconstruir” la realidad tal y como la observan los actores de un sistema social 

previamente definido. (pág. 20). 

El tipo de investigación a realizar es un estudio de caso, debido a que analizaremos la 

conducta de las personas involucradas en el fenómeno estudiado. Su objetivo primordial es aportar 

información de las medidas jurídicas adoptadas por los jueces de restitución de tierras en los 

procesos donde se reconozcan segundos ocupantes y/o el juez haya ordenado su caracterización 

para un posterior pronunciamiento, en el municipio El Carmen de Bolívar. 
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     Para el desarrollo de este documento, se utilizaron fuentes primarias y secundarias, utilizando 

como métodos de recolección de información: 

      Entrevistas semiestructuradas a diez personas que hicieron parte de los procesos de restitución 

de tierras, entre estas: 4 funcionarios, 4 ocupantes secundarios reconocidos por los Jueces y 2 

restituidos. A continuación, se muestra un breve perfil de las personas entrevistadas y la 

codificación numérica que se le asignó a cada una de las entrevistas: 

Persona entrevistada Breve perfil 

Segundo ocupante  

Entrevistada #1 

Es oriunda del departamento de Córdoba, madre cabeza de hogar, una mujer guerrera 

y de carácter fuerte. Es comerciante y reside en el área rural del municipio de El 

Carmen de Bolívar. Llegó hace 27 años a El Carmen de Bolívar, y recién llegada a esta 

región del país estalló la guerra. 

Segundo ocupante  

Entrevistado #2 

 Campesino de la zona, es víctima del conflicto armado como consecuencia del 

desplazamiento forzoso de la vereda El Palmito. Reconocido como Segundo Ocupante 

del predio Parcela No. 5, ubicado en la vereda Jesús del Monte. 

Jueza 

Entrevistada #3 

Es abogada, especialista en derecho constitucional, de carácter fuerte, pero con un gran 

corazón de madre y abuela. Es Juez en los Juzgados de restitución de tierras en El 

Carmen de Bolívar desde el año 2012 cuando se presentan las primeras demandas de 

restitución de tierras. Tiene un panorama muy claro del contexto de violencia en 

Montes de María y de la realidad actual en esta región del país.  

Procuradora judicial 

Entrevistada #4 

Es abogada, procuradora Judicial para la restitución de tierras de Cartagena, es una de 

las funcionarias que interviene en las tres fases del proceso de restitución de tierras 

(administrativa, judicial y pos-fallo) para garantizar la defensa de los derechos y las 

garantías fundamentales de los participantes y la protección del interés público. 
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Defensor Público 

Entrevistado #5 

Abogado, Defensor Público en el programa de restitución de tierras durante 4 años y 9 

meses, hasta el 30 de mayo de 2019. Tuvo que asumir la defensa de varios opositores 

vulnerables que fueron reconocidos como segundos ocupantes. 

Unidad de Restitución 

de Tierras  

Entrevistado #6 

Director Territorial Bolívar de la Unidad de Restitución de Tierras, desde el año 2012 

hasta el año 2017. Oriundo del municipio de El Carmen de Bolívar. Hizo parte del 

equipo de la Red de Solidaridad Social en Bolívar. Y fue de los primeros directores de 

la Unidad de Restitución de Tierras en conocer la problemática de los segundos 

ocupantes. 

Solicitante restituido 

Entrevistado #7 

Beneficiaria de sentencia de restitución de tierras del predio denominado “El 

Bálsamo”, ubicado en el municipio de El Carmen de Bolívar. Se ve obligada a 

abandonar el predio junto a su familia como consecuencia de la presencia de grupos al 

margen de la ley y por hechos de violencia ocurridos en la zona de ubicación del predio. 

Tiene 3 años de haber retornado a su predio. 

Solicitante restituido  

Entrevistada #8 

Beneficiaria de sentencia de restitución de tierras del predio denominado “Dios me 

ayude”, ubicado en el municipio de El Carmen de Bolívar. Su padre fue asesinado en 

el predio restituido, hecho que ocasionó el abandono del predio junto a su familia. 

Posteriormente se ven obligados a vender el predio por un precio irrisorio. 

 

Segundo ocupante  

Entrevista #9 

Campesino, reconocido como Segundo Ocupante dentro del proceso de restitución de 

tierras del predio denominado Parcela No. 22 de la vereda Bonito. Es beneficiario de 

un proyecto productivo como medida de atención. 

Segundo ocupante  

Entrevista #10  

Campesino, víctima de desplazamiento Forzado, reconocido como Segundo Ocupante 

dentro del proceso de restitución de tierras del predio denominado Cotoprix. La 

sentencia del 31 de julio de 2015 no le reconoce la condición de segundo ocupante. 

Posteriormente, en sentencia del 11 de diciembre de 2017 el Tribunal Superior del 
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Distrito Judicial de Cartagena le reconoce la calidad de Segundo Ocupante y ordena 

medidas a su favor. 

 

      Además de las entrevistas, como fuentes de tipo secundario se utilizaron textos de derecho 

internacional, y libros especializados y descriptivos del problema de la tierra, violaciones de 

derechos humanos, el conflicto armado interno colombiano, así como investigaciones nacionales e 

internacionales desarrolladas acerca del tema en estudio. Asimismo, se analizaron 54 sentencias de 

Restitución de Tierras dentro de los procesos donde se hayan reconocido segundos ocupantes y/o 

el juez haya ordenado su caracterización para un posterior pronunciamiento, en el municipio El 

Carmen de Bolívar. 
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CAPITULO I: EL PROBLEMA AGRARIO EN COLOMBIA Y SU RELACIÓN CON EL 

CONFLICTO ARMADO, DE MANERA PARTICULAR EN LA COSTA CARIBE 

COLOMBIANA Y EL CARMEN DE BOLÍVAR 

    

     En este primer capítulo se dará cuenta de los principales aspectos que se encuentran en torno al 

problema agrario en Colombia y la relación que se establece entre este y el conflicto armado. 

     El conflicto armado en Colombia tiene su génesis en los problemas del campo, como 

consecuencia de la distribución desigual de la propiedad de la tierra, debido al accionar de los 

poderes que promueven programas y políticas en beneficio de los intereses de grandes propietarios 

de la tierra. El resultado de estas políticas de apropiación y acumulación de tierras de una mínima 

parte de la sociedad trajo como consecuencia, que durante el siglo XIX Colombia fuera un país de 

guerras civiles. 

    Las luchas de los campesinos han sido principalmente por la defensa de sus territorios, por tal 

razón, en Colombia se han presentado conflictos entre los campesinos y latifundistas como 

consecuencia de la estructura agraria del país y la apropiación de las tierras por parte de unos pocos. 

Dentro de ese escenario de lucha por la tierra, aparece la Violencia en Colombia. 

      La llamada Violencia en Colombia, aparece como consecuencia de la confrontación entre los 

partidos tradicionales colombianos, el Partido Liberal y el Partido Conservador, las dos principales 

organizaciones políticas que en ese momento conformaban el Estado, situación que conllevó al 

desplazamiento de la población hacia las zonas rurales.  Esta etapa propició el inicio de las 

guerrillas en el país, generando multitudes de violaciones de los Derechos Humanos en el país. En 
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esta época también, los terratenientes expulsaron a los campesinos de sus tierras ante la falta de 

una reforma agraria efectiva. 

     Ante la confrontación entre ambos partidos se propuso como solución el llamado “Frente 

Nacional”, que produjo el cierre del sistema democrático en Colombia.  

 

    Ante ese escenario de violencia, desigualdad, y ausencia de democracia, el campesinado propició 

enfrentamientos con el Estado, ocupaciones de tierra, creación de organizaciones de tipo gremial, 

tratando de buscar la solución al problema de la concentración de la tierra, proclamando el avance 

hacia un programa agrario de desarrollo del campo, con un modelo de desarrollo agrícola que 

permitiera mejorar la calidad de vida de la población colombiana. Dentro de tal contexto, el 

campesino colombiano se vio obligado a tomar por la fuerza las tierras para trabajar y lograr el 

sustento necesario para sobrevivir, lo que también produjo que, a través del crimen y el terror, los 

grandes latifundistas recuperaran los terrenos ocupados por los campesinos por la fuerza. Esta 

situación generó la violencia del Estado hacia los campesinos en la defensa de los derechos de los 

terratenientes.  

 

     El problema agrario, y la protesta campesina fueron temas de discusión en América Latina, entre 

años 60 y 70. En Colombia bajo el gobierno de Carlos Lleras Restrepo, se iniciaron movilizaciones 

reclamando la reivindicación de derechos en el campo, protestas encabezadas por la Asociación 

Nacional de Usuarios Campesinos, ANUC. 

     Desde la década de los ochenta hasta acá, dos temas han dominado el debate político en torno 

al agro: el fracaso de la reforma agraria redistributiva y el aumento de la concentración de la tierra 
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a la sombra del conflicto armado. Estos debates dan cuenta de que la tierra y el territorio siempre 

han estado imbricados en la evolución histórica del conflicto, en las dinámicas regionales del poder 

político y económico, y en los auges y declives de las resistencias campesinas. (Grupo de Memoria 

Histórica de la Comisión Nacional de Reparación y Reconciliación CNRR, 2010, pág. 24) 

      

    Con el pasar de los años, el tema agrario fue pasando a un segundo plano, y la atención se centró 

en el fenómeno de la violencia. 

     El tema de la tierra reaparece no asociado a la reforma agraria o a la desigual distribución de la 

tierra, sino que reaparece a raíz de las enormes dimensiones del despojo de tierras y territorios 

como consecuencia del conflicto armado en muchas regiones del país. Frente al problema de la 

tierra en Colombia, el Gobierno ha implementado políticas tendientes a brindar solución, sin lograr 

alcanzar esos objetivos. 

     La región de los Montes de María no ha sido ajena al problema de la tierra en Colombia, por 

sus características geográficas históricamente ha sido una zona en disputa por grupos al margen de 

la Ley.   

 

1.1 Violencia en la Región de Los Montes de María 

 

     Los Montes de María es una subregión del Caribe Colombiano, ubicada entre los departamentos 

de Sucre y Bolívar, con una extensión de 6.466 Km2. Está conformada por 15 municipios: 7 del 

departamento de Bolívar (Carmen de Bolívar, María la Baja, San Juan Nepomuceno, San Jacinto, 

Córdoba, El Guamo y Zambrano) y 8 del departamento de Sucre (Ovejas, Chalán, Colosó, Morroa, 

Los Palmitos, San Onofre, San Antonio de Palmito y Tolúviejo); Constituyen una región 



 

39 
 
 

multicultural y personas de diferentes razas, como blancos, afrodescendientes, indígenas y 

mestizos, con una gran diversidad en sus tradiciones y costumbres. Para conocer las bondades que 

ofrece los Montes de María, ILSA en su informe sobre la situación de los derechos humanos refirió 

que los Montes de María: 

     Está atravesada por dos de las más importantes vías de comunicación terrestre de la región 

Caribe: a) La Troncal de Occidente, carretera nacional que la comunica con el sur del país (y que 

con su construcción convirtió al municipio de El Carmen de Bolívar en el más central de los Montes 

de maría), y b) la Transversal del Caribe, vía que conecta los municipios de María La Baja con 

Sincelejo, pasando a su vez por los de San Onofre y Tolú Viejo, y que conecta los Montes de María 

con el Mar Caribe con salida por el Golfo de Morrosquillo. 

     Su zona oriental es bordeada por el Río Magdalena, importante vía fluvial que comunica el sur 

del departamento de Bolívar (Magdalena Medio) con el Caribe, pasando por los municipios de 

Córdoba, Zambrano y El Guamo; vía que además es la de mayor importancia para el tráfico de 

estupefacientes entre el sur del Bolívar y la costa Caribe. 

      Además de estas tres importantes vías de transporte que la atraviesan y por las que en conjunto 

pasa el 80% de la carga que se transporta desde el interior y el sur del país hasta la Costa Atlántica, 

Montes de María tiene un tramo del oleoducto Caño Limón-Coveñas, el más largo del país, que 

conecta el yacimiento petrolero de Caño Limón en el departamento de Arauca, con el puerto y la 

terminal de embarque de petróleo del municipio costero de Coveñas (Sucre), en el Golfo de 

Morrosquillo. (Montes de María un escenario de riesgo para la exigibilidad de los Derechos de la 

población víctima del conflicto armado, 2014, pág. 13). 

 

     De acuerdo con el informe “Los Montes de María – conflictividad” del Programa de Naciones 

Unidas para el Desarrollo, los Montes de María han sido históricamente una región humilde, pero 
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con abundancia de alimentos, hasta el punto de ser considerada “la despensa del Caribe”, ya que 

produce gran cantidad de alimentos, especialmente yuca, maíz, ñame y aguacate, además de contar 

con amplias zonas de explotación ganadera. Esta región está habitada principalmente por 

campesinos y afrocolombianos que se ubicaron en las tierras baldías de la zona. 

 

     Para los profesores Amaranto Daniels y David Munera la comprensión de las causas y/o 

manifestaciones de la aparición del conflicto armado y la violencia en los Montes de María requiere 

ir más allá de los enfoques tradicionales con los cuales se asume esta problemática en el país. Al 

intentar conocer los distintos factores que propician ese surgimiento y escalamiento de la violencia 

en la región, es necesario destacar entre otros, los siguientes elementos: 

 La aparente tradición de convivencia y tranquilidad de la Región -el llamado “Ethos 

Cultural de Paz” de Orlando Fals Borda- a lo largo de las oleadas de violencia que ha 

padecido nuestra nación no se compadece del todo con los resultados de las recientes 

investigaciones que muestran cómo durante la guerra de los Mil días y la Violencia 



 

41 
 
 

Bipartidista de los años 50 del siglo XX, en el territorio montemariano ocurren cruentas 

batallas y enfrentamientos al igual que en el resto del país. 

 El conflicto por la tierra ha sido una constante en la región. De acuerdo con los estudios de 

Fals Borda: “…desde principios de siglo veinte, se crean organizaciones que reivindican 

el derecho a la tierra en San Onofre, Colosó y Ovejas. Estas acciones son precursoras de 

las llamadas “Ligas Campesinas” que posteriormente se formalizan entre los años 1930-

1940, las cuales son apoyadas por la Confederación de Trabajadores de Colombia CTC 

(sindicato de tendencia liberal), y en su dinámica se extienden a municipios como Carmen 

de Bolívar y Los Palmitos, entre otros.” 

 La construcción de una sociedad regional, cuyos rasgos más sobresalientes configuran lo 

que define Anthony Giddens como una “Modernidad Tardía”. Es decir, una sociedad de 

un talante señorial y aristocrático, con bajos niveles de ciudadanía y la carencia de una 

sociedad civil que promueva la defensa de un estado de derecho. Liderada por una élite, 

conservadora de las viejas tradiciones y costumbrista, cuyo sistema político/administrativo 

asume el “Gamonalismo Rural” como modelo de gestión, en donde las instituciones 

encargadas de la provisión de los bienes y servicios que demanda la sociedad terminan 

siendo permeadas por la práctica “clientelista-electoral”, en detrimento del ejercicio de los 

derechos ciudadanos. Además de lo anterior, la economía regional refleja la ausencia de 

un espíritu y carácter empresarial de riesgo para la actividad productiva, a la cual se 

apuntala sobre la dinámica agro-exportadora del tabaco, la ganadería extensiva, una 

producción campesina de subsistencia y, más recientemente, la agroindustria de la palma 

de aceite. 
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     El Estado que se intenta construir a nivel territorial, como en este caso, evidencia signos 

de fragilidad y fragmentación, debido a que la unidad nacional es igual de endeble en su 

articulación. Además de lo anterior, ese Estado territorial obedece a unas lógicas en donde 

los niveles de integración de los grupos sociales, sus intereses y las instituciones que lo 

representan reflejan un “Estado Territorial Privatizado”, que responde a determinados 

intereses particulares, tanto en el manejo económico como en la gestión pública, que 

desconocen los intereses colectivos de la comunidad montemariana. (Daniels, Amaranto y 

Múnera, Alfonso, 2011, pág. 8) 

 

     Los campesinos de esta zona, en su mayoría sin tierra, han desarrollado un elevado carácter 

social y organizativo que busca la reivindicación del derecho a la tierra. En el Informe ILSA sobre 

la situación de los derechos humanos 2012- 2013 referenciando el informe ILSA 2012, se señaló: 

      Los Montes de María se caracterizaron durante las décadas de los 70, 80 y 90 por las fuertes 

movilizaciones de las organizaciones campesinas que confluían alrededor de la Asociación 

Nacional de Usuarios Campesinos (ANUC) -Línea Sincelejo, las cuales exigieron el derecho de los 

campesinos de acceso a la tierra, e incidieron en la promoción de políticas de reforma agraria en el 

país, por medio de las cuales se logró que en tres décadas el Instituto Colombiano para la Reforma 

Agraria (INCORA) distribuyera y adjudicara más de 200 mil hectáreas entre los campesinos sin 

tierra de la región. De estas adjudicaciones, en la actualidad se estima que 74 mil hectáreas se 

encuentran en manos de empresarios y grandes propietarios, lo que constituye un retroceso de 

décadas de políticas públicas de redistribución y de democratización de la propiedad rural en la 

región; proceso ocurrido en muy pocos años, y que evidencia no ya una contrarreforma agraria a 

manos de grupos de paramilitares y narcotraficantes, sino una nueva versión de ella, expresada en 
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el acaparamiento de tierras a manos de empresarios e inversionistas por medio la compra de predios 

rurales a campesinos en condición de desplazamiento y con una alta vulnerabilidad social.   (ILSA, 

2014, pág. 11). 

 

      Gran parte de la población de Los Montes de María sufrió el flagelo del desplazamiento 

forzado, además ha sido una región en la que se evidenciado el abandono estatal, con características 

que se reflejan en una población que no cuenta con vías de acceso, sin escuelas y sin 

implementación de políticas públicas que dignifiquen las condiciones de vida de sus ciudadanos. 

Al respecto el Grupo de Memoria Histórica de la Comisión Nacional de Reparación y 

Reconciliación CNRR refiere: 

     La tierra es pa´l que la trabaja rezaban las pancartas del movimiento campesino en su época 

gloriosa de los años setenta, cuando se realizaron centenares de tomas de tierras, especialmente en 

la costa Caribe. Pero ¿qué pasó con esas tierras en las décadas que siguieron? Algunas de ellas 

fueron adjudicadas a campesinos en el marco de la reforma agraria; otras volvieron a manos de 

terratenientes, empresarios o, ya en los noventa, de actores armados. La suerte de esas tierras forma 

parte de la «cuestión agraria» que el país no ha resuelto. Desde la década de los ochenta hasta acá, 

dos temas han dominado el debate político en torno al agro: el fracaso la reforma agraria 

redistributiva y el aumento de la concentración de la tierra a la sombra del conflicto armado. Estos 

debates dan cuenta de que la tierra y el territorio siempre han estado imbricados en la evolución 

histórica del conflicto, en las dinámicas regionales del poder político y económico, y en los auges y 

declives de las resistencias campesinas. 

      Por años ha sido largo el recorrido jurídico que han tenido las normas colombianas en el afán 

de brindar garantías a las Víctimas del conflicto armado, para su reconocimiento y para la protección 
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de sus derechos. (Grupo de Memoria Histórica de la Comisión Nacional de Reparación y 

Reconciliación CNRR, 2010, pág. 24) 

           

   El abandono y la débil presencia institucional del Estado colombiano, con altos niveles de 

corrupción política y administrativa, la lucha por la tierra, la violencia generalizada de los grupos 

armados ilegales y del narcotráfico, y la resistencia de la población a las dinámicas violentas, 

convirtiendo a la subregión de los Montes de María en una zona ideal para que los grupos armados 

ilegales, se asentaran en estos territorios, por la precariedad de la presencia estatal.  De esta manera, 

el inicio de un conflicto generalizado por la tierra, la presencia de la guerrilla de las FARC y otras 

organizaciones guerrilleras, y la evolución de los grupos paramilitares de la mano con el 

narcotráfico, terminaron debilitando la poca institucionalidad existente y por aumentar los niveles 

de violencia, principalmente durante la década de los 90.  Así lo afirma el profesor Amaranto 

Daniels Puello, quien señala que: 

     El análisis precedente asociado a factores como: a) La fase de expansión de las guerrillas de las 

FARC y el ELN en los años 80, y la posterior aparición del paramilitarismo como respuesta al auge 

de las guerrillas al inicio de los años 90. b) La ausencia de una política pública de seguridad 

ciudadana y manejo del conflicto armado, entre otras propician que el territorio montemariano sea 

utilizado como un “teatro de operaciones “de los actores armados ilegales en los últimos veinte 

años. Esta situación se agudiza con la puesta en marcha de la estrategia de control territorial, por 

parte de los actores del conflicto. La configuración geográfica de Montes de María es de especial 

interés para los grupos armados, pues les permite la posesión y control de los corredores estratégicos 

para la introducción de armas, el tráfico de drogas, y contar con zonas de refugio como, por ejemplo, 

el Golfo de Morrosquillo en Sucre y El Salado en El Carmen de Bolívar. Luego, es posible deducir 
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por qué en Montes de María, ocurren una serie de masacres, enfrentamientos, y desplazamiento 

forzado que generan una crisis humanitaria que desborda la capacidad de respuesta del Estado 

territorial y nacional”. (Daniels, Amaranto y Múnera, Alfonso, 2011, pág. 76) 

      

      El conflicto sobre la tierra permitió la entrada de grupos guerrilleros que pretendían aprovechar 

la coyuntura de inconformismo y, al mismo tiempo, propició el nacimiento y expansión de 

estructuras armadas de carácter privado. 

   En la región de los Montes de María se instalaron desde los años ochenta el Ejército de Liberación 

Nacional -ELN, el Partido Revolucionario de los Trabajadores- PRT, la Coordinadora de 

Renovación Socialista – CRS-, y el Ejército Popular de Liberación- EPL. 

     El ELN poco a poco fue ocupando los territorios dejados por el PRT y la CRS, luego de su  

desmovilización a comienzos de los años noventa. Y a partir de 1994 las Farc establecen el Frente 

35, expandiéndose hacia los Montes de María, utilizando el minado de los accesos a sus zonas de 

refugio y acciones terroristas como amenazas y secuestros contra la población civil. 

     A partir de 1998, las Farc adquieren el mayor protagonismo armado, fortaleciendo gradualmente 

su presencia y ejerciendo junto con el ELN una fuerte presión sobre las comunidades. 

    En el Informe del Grupo de Memoria Histórica de la Comisión Nacional de Reparación y 

Reconciliación se menciona que entre 1990-2002 el 69% de las acciones armadas en Sucre fueron 

realizadas por las Farc, el 14% por el ELN y 6% por grupos guerrilleros no identificados. 

Además, de 485 acciones registradas en ese período, el 45% se produjeron en municipios del 

departamento de Bolívar pertenecientes a Montes de María, y el 55% se distribuyó entre los 26 

municipios de Sucre. (Grupo de Memoria Histórica de la Comisión Nacional de Reparación y 

Reconciliación CNRR, 2010, pág. 99) 
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     En cuanto a los grupos de autodefensa, con la creación de las AUC en 1997, esta organización 

entró a disputarle el control del territorio a los grupos subversivos, logrando un importante 

crecimiento y consolidación de su presencia, alegando que su principal motivación era la amenaza 

guerrillera. Desde ese año, iniciaron la tarea de recuperar el área de Montes de María, concentrando 

sus mayores esfuerzos en Carmen de Bolívar, El Guamo, San Onofre, Tolú y Ovejas. (Grupo de 

Memoria Histórica de la Comisión Nacional de Reparación y Reconciliación CNRR, 2010, pág. 

101) 

     Pero es a partir del 2000 donde se intensificaron las confrontaciones y se dispararon las acciones 

paramilitares contra la población civil, con numerosas masacres que produjeron el asesinato de 

inocentes y el desplazamiento de centenares de familias como consecuencia del accionar de estos 

grupos armados. 

    Al preguntarle sobre el impacto que tuvieron los grupos armados y el conflicto en su vida, uno 

de los segundos ocupante entrevistados nos contestó:  

 

…le voy a decir una cosa, que lo que yo viví, yo me aguante la guerra ahí, me desplace tres veces 

del predio y tres veces volví a la tierra. Al ver tantos grupos armados, imagínese usted que yo tenía 

hermano que mejor dicho a él le daban ataques, y entonces como hubo una balacera murió del 

susto… (Entrevistado #10) 

 

     En este mismo sentido, una de las segundas ocupantes expresó las distintas formas, tanto 

directas como indirectas, en que el conflicto armado en los Montes de María en general, y en El 

Carmen de Bolívar en particular, los había afectado:  
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    …el daño que esto ocasiono fue muy grande. Y no solo en ella (mi hija), el resto de mi familia, 

mi familia toda está destruida a raíz de la guerra. Entonces uno es víctima así no le hallan tocado a 

la familia. Enterrar uno a amigos, ver irse a los amigos sin justa causa, Geraldine (mi hija) me decía 

vámonos para un municipio donde no maten los papás mis compañeros del colegio, donde no vuelen 

los colegios, donde no vuelen los almacenes, donde no le pongan bombas a las casas de mis 

compañeros… eso es ser víctima. (Entrevistada #1)  

 

     La lista de municipios con mayor desplazamiento es encabezada por El Carmen de Bolívar, con 

64.809 personas expulsadas durante el período, las cuales representan el 51% de la población 

desplazada de los municipios de Bolívar que conforman los Montes de María. Desde septiembre 

de 2002, y bajo las políticas de Seguridad Democrática, el Estado inicia la recuperación del 

territorio en Montes de María. En palabras de la Doctora Rafaela Sayas en su artículo Construir 

paz con desarrollo regional, el reto de los Montes de María hoy, refiere que:  

 

 Justamente la llegada de Álvaro Uribe Vélez a la Presidencia marca una nueva dinámica en el 

conflicto armado, teniendo en cuenta que bajo el lema de “seguridad democrática” se implementó 

en todo el territorio nacional una escalada militar contra las guerrillas, situación que recrudeció la 

guerra, y que a mediados de la década produjo, al amparo de la institucionalidad, la desmovilización 

de algunos bloques de las AUC. En septiembre de 2002, el Gobierno Nacional, respaldado por el 

Estado de Conmoción Interior que estuvo vigente hasta el 30 de abril de 2003, declaró 26 municipios 

de los departamentos de Bolívar y Sucre como Zona de Rehabilitación y Consolidación (ZRC), 

como medida para el control del orden público”. (Sayas, Rafaela, 2015, pág. 140-141)  
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     Seguidamente, para el año 2004 se presenta la desmovilización por parte del Bloque Héroes 

Montes de María de las Autodefensas. Y hacia el año 2007 se logra, por parte de la Fuerza Pública, 

el desmantelamiento de los Frentes 37 y 35 de las FARC, de las cuadrillas del ELN y ERP. Esto 

panorama, posibilitó la desactivación de muchos de los actores que promovieron la violencia en la 

región.  

     El despojo de tierras estuvo asociado directamente al desplazamiento forzado generado por las 

amenazas, las torturas, las masacres, y demás acciones violentas cometidas principalmente por 

paramilitares de las AUC contra la población campesina. De esta manera y con ocasión al conflicto 

que se vivió en esta región, y su ubicación estratégica, personas del interior del país realizaron 

compras masivas de tierras, aprovechando que gran parte de la población se vio obligada a 

abandonar sus predios, y posteriormente venderlos a precios muy bajos, originando la apropiación 

de gran parte de la tierra en manos de unos pocos. Al respecto, uno de los funcionarios entrevistados 

nos comentó: 

 

     …se dan una serie de procesos de compra y venta masiva de tierras que de alguna manera 

también vulneraron los derechos a la propiedad, a la posesión y al territorio de muchas familias que 

se vieron afectadas con ese tipo de negociaciones, que fueron negociadas a un precio ínfimo… 

(Entrevistado #6) 

 

    Esta situación se presenta en gran parte de los Montes de María porque con las masacres 

perpetradas tanto de grupos guerrilleros, como de grupos paramilitares provocaron que campesinos 

se desplazaran de sus predios, y  en el afán de conseguir un techo para sus hijos se ubicaron en 

predios que encontraron desocupados, los cuales tienen la característica de encontrarse en 
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abandono, debido a masacres o a combates perpetrados por los actores del conflicto armado, o 

debido a amenazas, circunstancias que generaron el desplazamiento de la población.  

     Con la implementación de las políticas de seguridad democrática y zonas de consolidación, el 

Estado fue tomando el control del territorio, por lo que muchas personas desplazadas trataron de 

retornar a sus predios, pero en muchos casos no fue posible, debido a que estos ya estaban en manos 

de terceros. 

     En la gran mayoría de los casos, ambas partes son víctimas del conflicto armado y sufrieron el 

hecho victimizante de desplazamiento forzado, por lo que ante la ley están en igualdad de 

condiciones, al respecto el Articulo 78 de la Ley 1448 de 2011 establece: 

Bastará con la prueba sumaria de la propiedad, posesión u ocupación y el reconocimiento como 

desplazado en el proceso judicial, o en su defecto, la prueba sumaria del despojo, para trasladar la 

carga de la prueba al demandado o a quienes se opongan a la pretensión de la víctima en el curso 

del proceso de restitución, salvo que estos también hayan sido reconocidos como desplazados o 

despojados del mismo predio. 

     El reto para la Ley 1448 de 2011 está en brindar las garantías de restitución a quienes como 

consecuencia del conflicto armado debieron abandonar sus predios, pero que hoy gracias a nuevas 

condiciones de seguridad desean retornar. Así mismo, la Ley debe brindar protección de derechos 

a aquellas familias que en virtud de una sentencia de restitución deben entregar el predio sobre el 

cual han trabajado durante muchos años, y en el más extremo de los casos, este representa la única 

fuente de sustento de su familia. 
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1.2 El Carmen de Bolívar: el municipio de mayor desplazamiento en la Región Caribe entre 

1997 y 2010 

 
     Cifras del Departamento de Prosperidad Social, antes Acción Social, clasifican a El Carmen de 

Bolívar como el municipio con el mayor desplazamiento en la región Caribe en el periodo 

comprendido entre 1997 y 2010 con un total de 64.809 personas expulsadas, como podemos 

apreciar en el siguiente cuadro:  

 

Desplazamiento Forzado 1997-2010 municipios de mayor incidencia en Montes de María 

 

     Como se puede apreciar, la lista de municipios con mayor desplazamiento es encabezada por El 

Carmen de Bolívar, con un total de 64.809, cifra que representa el 51% de la población desplazada 

de los municipios de Bolívar que conforman los Montes de María. 

     Los anteriores datos también son corroborados por funcionarios de la zona. Al entrevistar a un 

funcionario este manifestó:  

      …El Carmen de Bolívar fue uno de los municipios más afectados por el conflicto armado a nivel 

nacional, en las estadísticas de abandono y desplazamiento forzado siempre estuvo como entre los titulares 
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a nivel nacional, eso pues se ha logrado cuantificar que existió un gran abandono del Estado en la región, y 

posteriormente por la pacificación de la zona a partir de la muerte de Martin Caballero… (Entrevistado #6) 

 

       Tras la declaratoria de los Montes de María como zona de consolidación, la mejora de la 

seguridad evidenciada por la desmovilización del Bloque Héroes de los Montes de María y el 

debilitamiento de los Frentes 35 y 37 del Bloque Caribe de las FARC, se empieza a generar interés 

de inversores del centro del país en las tierras de Los Montes de María, entre estas las ubicadas en 

El Carmen de Bolívar, sin embargo, muchas de estas ventas se dieron con vicisitudes como las 

fallas en el cumplimiento de la normatividad agraria de las tierras rurales adjudicadas por el Estado 

y  omitiendo los procesos legales vigentes sobre protección de tierras abandonadas por la violencia.  

 

     Con respecto a las irregularidades que se empezaron a presentar sobre las compras masivas en 

El Carmen de Bolívar, y los mecanismos irregulares que se utilizaron para adquirirlas, una de las 

campesinas restituidas comentó: 

…El predio se vendió, se malvendió en ese entonces, se malvendió porque aparte del homicidio de 

mi papá entro un señor con amenazas a familiares que iban allá a darle vueltas al predio, entonces 

se tomó la decisión y se vendió… (Entrevistada #8)  

 

      Ante el panorama anterior, y con la entrada en vigencia de la Ley 1448 de 2011 y con esta el 

inicio de los procesos de restitución de tierras, El Carmen de Bolívar se posiciona como uno de los 

municipios con mayor número de sentencias de restitución de tierras en Montes de María, y de los 

primeros municipios en Colombia en reconocer a segundos ocupantes en los fallos de los jueces de 

restitución de tierras.  
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      Al mes de junio del año 2019, en el municipio de El Carmen de Bolívar se dictaron 201 

sentencias de restitución de tierras, siendo innegable la diferencia entre este y otros municipios de 

Los Montes de María, como Córdoba (4), María La Baja (12), San Jacinto (23), San Juan 

Nepomuceno (12) y Zambrano (7), de los cuales no se dictaron más de 23 sentencias por cada 

municipio. Siendo evidente que El Carmen de Bolívar es uno de los municipios con mayor número 

de sentencias de restitución en el departamento de Bolívar, como se puede apreciar a continuación: 

Sentencias de Restitución de Tierras a Junio de 2019 

 

     Un gran número de las sentencias dictadas en el Municipio de El Carmen de Bolívar, han 

traído consigo órdenes de restitución de tierras y de entrega material de predios que pueden llegar 

a desatar tensiones entre los restituidos y las personas que se encuentran explotando los predios, 

en condiciones de vulnerabilidad. Estas tensiones serán exploradas en los próximos capítulos.  
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CAPITULO II: LA RESTITUCIÓN DE TIERRAS COMO COMPONENTE DE LA 

REPARACIÓN INTEGRAL EN EL MARCO DEL DERECHO INTERNACIONAL DE 

LOS DERECHOS HUMANOS, LA LEY DE VÍCTIMAS Y RESTITUCIÓN DE TIERRAS 

Y LA CONSTRUCCIÓN DE PAZ. 

 

     En 2011 el Congreso aprobó la Ley 1448, conocida como Ley de Víctimas y Restitución de 

Tierras, en la mentada Ley se adopta un marco normativo en el que se consagran principios, 

procedimientos e instituciones, uno de ellos es la acción de restitución de tierras. Al respecto, el 

artículo 25 señala que “Las víctimas tienen derecho a ser reparadas de manera adecuada, 

diferenciada, transformadora y efectiva por el daño que han sufrido como consecuencia de las 

violaciones de que trata el artículo 3o de la presente Ley. La reparación comprende las medidas 

de restitución, indemnización, rehabilitación, satisfacción y garantías de no repetición, en sus 

dimensiones individual, colectiva, material, moral y simbólica. Cada una de estas medidas será 

implementada a favor de la víctima dependiendo de la vulneración en sus derechos y las 

características del hecho victimizante”. 

 

     Con el objetivo de proporcionar una reparación integral a las víctimas del conflicto, esta 

reparación comprende cinco tipos de medidas: restitución, indemnización, rehabilitación, 

satisfacción y garantías de no repetición. Las víctimas accederán a una o varias de estas medidas 

dependiendo de los daños sufridos y el tipo de hecho victimizante; y pueden ser individuales, 
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colectivas, materiales, morales o simbólicas. Para el presente documento analizaremos la 

Restitución de Tierras. 

          La Restitución de tierras es una medida de reparación, para aquellas personas que individual 

o colectivamente hayan sufrido un daño por hechos ocurridos a partir del 1o de enero de 1985, 

como consecuencia de infracciones al Derecho Internacional Humanitario o de violaciones graves 

y manifiestas a las normas internacionales de Derechos Humanos, ocurridas con ocasión del 

conflicto armado interno. 

     Se entiende por restitución, la realización de medidas para el restablecimiento de la situación 

anterior a las violaciones mencionadas en líneas anteriores. La Ley establece que “El Estado 

colombiano adoptará las medidas requeridas para la restitución jurídica y material de las tierras 

a los despojados y desplazados”.  Y que las acciones de reparación de los despojados son: “la 

restitución jurídica y material del inmueble despojado. En subsidio, procederá, en su orden, la 

restitución por equivalente o el reconocimiento de una compensación”. 

      Dentro de las medidas jurídicas para la restitución jurídica y material de los predios despojados 

y abandonados forzosamente se expide la Ley 1448 de 2011 y con esta la creación de la Unidad 

Administrativa Especial de Gestión de Restitución de Tierras Despojadas por el término de diez 

(10) años, entidad que tiene como objetivo fundamental servir de órgano administrativo del 

Gobierno Nacional para la restitución de tierras de los despojados. 

     A su vez se crea el Registro de Tierras Despojadas y Abandonadas Forzosamente- RTDAF, 

como instrumento para la restitución de tierras, en el cual se inscribirán las personas que fueron 

despojadas de sus tierras u obligadas a abandonarlas y su relación jurídica con estas, determinando 

con precisión los predios objeto de despojo, en forma preferente mediante georreferenciación, así 
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como el período durante el cual se ejerció influencia armada en relación con el predio. La 

inscripción en el registro procederá de oficio, o por solicitud del interesado. En el registro se 

determinará el predio objeto del despojo o abandono forzado, la persona y el núcleo familiar del 

despojado o de quien abandonó el predio11. 

      El proceso de restitución de tierras consta de dos etapas, una administrativa que es competencia 

de la Unidad de Restitución de Tierras; y una etapa Judicial, adelantada por los Jueces y/ o 

Magistrados de Restitución de Tierras. 

      La Unidad de Restitución de Tierras inicialmente analiza las solicitudes de restitución de 

Tierras e identifica física y jurídicamente los predios, identifica a la víctima y su núcleo familiar, 

y determina los hechos de despojo o abandono forzoso, decidiendo finalmente si incluye o no al 

solicitante en el Registro de Tierras Despojadas y Abandonadas Forzosamente- RTDAF. 

     Este procedimiento administrativo garantiza el debido proceso, ya que permite la comunicación 

del acto que determina el inicio del estudio de la solicitud de restitución de tierras, al propietario, 

poseedor u ocupante que se encuentre en el predio objeto de Registro, por el medio más eficaz, 

pudiendo la persona interesada en el predio, aportar la información y documentos que quieran hacer 

valer dentro del proceso de restitución de tierras. 

      La Unidad de Restitución de Tierras debe analizar toda la información que le permita tomar 

una decisión de fondo. 

      El Articulo 76 de la Ley 1448 de 2011 establece que la inscripción de un predio en el registro 

de tierras despojadas será requisito de procedibilidad para iniciar la acción de restitución ante los 

Jueces de Restitución de Tierras. 

                                                        
11 Ley 1448 de 2011, articulo 76 
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      Una vez ingresada una solicitud en el RTDAF se continúa con la Etapa Judicial, la cual es 

competencia de los Jueces y/o Magistrados de Restitución de Tierras, los cuales analizaran si 

conceden o niegan las pretensiones de las partes. 

      La solicitud de restitución o formalización deberá contener: 

a) La identificación del predio que deberá contener como mínimo los siguientes datos: la ubicación, 

el departamento, municipio, corregimiento o vereda, la identificación registral, número de la 

matrícula inmobiliaria e identificación catastral, número de la cédula catastral. 

b) La constancia de inscripción del predio en el registro de tierras despojadas. 

c) Los fundamentos de hecho y de derecho de la solicitud. 

d) Nombre, edad, identificación y domicilio del despojado y de su núcleo familiar, o del grupo de 

personas solicitantes, según el caso. 

e) El certificado de tradición y libertad de matrícula inmobiliaria que identifique registralmente el 

predio. 

f) La certificación del valor del avalúo catastral del predio. 

 

      Una vez admitida la demanda, el Juez de Restitución de Tierras ordena el traslado de la solicitud 

a quienes figuren como titulares inscritos de derechos en el certificado de tradición y libertad de 

matrícula inmobiliaria donde esté comprendido el predio sobre el cual se solicite la restitución. Y 

a su vez ordena la publicación de la admisión de la solicitud, en un diario de amplia circulación 

nacional, para cumplir con el principio de publicidad, para que las personas que se consideren 

afectados por el proceso de restitución comparezcan al proceso y hagan valer sus derechos. El Juez 

decretara las pruebas que crea necesarias para tomar una decisión.  
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      Los jueces conocerán y decidirán las solicitudes en aquellos casos en que no se reconozca 

personería jurídica a opositores, y en los eventos en que se reconociera tal oposición, el Juez 

únicamente tramitará la solicitud hasta antes de proferir fallo, es decir, agotada la etapa probatoria. 

     Por su parte, los Magistrados dictarán la sentencia de las solicitudes que tramitaron los Jueces 

del Circuito.  

     La restitución de tierras debe acompañarse con medidas transformadoras y efectivas, que 

garanticen la sostenibilidad de los restituidos. Por tal razón, se ordenan medidas reparadoras como 

proyectos productivos, alivio de pasivos y subsidios de vivienda rural, entre otros, de tal manera 

que favorezca el retorno de estas familias y su reactivación económica. 

       

    Frente al derecho de los opositores sobre la tierra, si el predio es restituido al solicitante, su 

relación con la tierra finaliza y el juez ordena la entrega de dicho predio. En algunos casos hay 

reconocimiento económico cuando se demuestra la buena fe exenta de culpa.  En los casos en que 

el opositor no puede probar la buena fe exenta de culpa, no tendrá derecho a reconocimientos 

económicos. La ley de víctimas es rigurosa con quien detenta la calidad de opositor, ya que el 

principio de la carga de la prueba establece que: “bastará con la prueba sumaria de la propiedad, 

posesión u ocupación y el reconocimiento como desplazado en el proceso judicial, o en su defecto, 

la prueba sumaria del despojo, para trasladar la carga de la prueba al demandado o a quienes se 

opongan a la pretensión de la víctima en el curso del proceso de restitución, salvo que estos 

también hayan sido reconocidos como desplazados o despojados del mismo predio”. 

      Esta rigurosidad de la Ley con quien se opone a las pretensiones de los solicitantes ha 

traído muchas discusiones que han permitido recurrir a criterios de equidad y ponderación de 
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derechos, que, ante el enfrentamiento de intereses similares constitucionales, como es el caso de 

los segundos ocupantes. 

  

1.1 Los Segundos Ocupantes en el Proceso de Restitución de Tierras 

 

Los segundos ocupantes son una población existente en procesos de justicia transicional, 

especialmente en el marco de los procesos de restitución de tierras. La ocupación secundaria de 

predios es conocida en el ámbito internacional en los países en conflicto armado, y ocurre 

generalmente poco tiempo después de la salida de los refugiados o de las personas desplazadas de 

sus viviendas, siendo una ocupación no autorizada en la vivienda del refugiado o la persona 

internamente desplazada. 

En el Este Europeo este fenómeno se hizo visible con la llegada de regímenes comunistas, 

con la caída del bloque y los nuevos gobiernos democráticos, a partir de la generación de conflictos 

por la tierra y con la expedición de leyes de restitución, compensación y reparaciones12, trayendo 

como consecuencia un sinnúmero de víctimas, refugiados y desplazados internos de estos procesos 

políticos. 

Desde principios de los años noventa, millones de refugiados y desplazados internos han 

podido recuperar sus antiguos hogares y su patrimonio, a través de procesos de restitución de 

tierras. Las agencias gubernamentales, las Naciones Unidas y ONGs, han cumplido un papel 

fundamental al realizar esfuerzos encaminados en encontrar soluciones sobre la base de los 

                                                        
12 Los orígenes de las reclamaciones antagonistas de tierra en el Este de Europa Central. La restitución en especie como 

un problema de división equitativa, en el que efectúa un estudio comparado de esta superposición en los estados de 

Polonia, Hungría y Checoslovaquia. Cfr, especialmente, 4.2. Factores internacionales en la superposición histórica de 

las reclamaciones. Monika Nalepa, en Justicia distributiva en sociedades en transición. Morten Bergsmo y otros 

(editores). Torkel Opsahl Academic Epublisher, Oslo, 2012.  
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derechos humanos para el retorno de los desplazados y refugiados internos. Sin embargo, la 

situación de los segundos ocupantes ha dificultado el retorno en los procesos de restitución de 

tierras en países como Albania, Bosnia y Herzegovina, Croacia, Kosovo, Georgia, Latvia, 

Rumania, Azerbaiján, Armenia, Ruanda, Bután, Sri Lanka, Palestina, Guatemala y otros lugares, 

pues una atención incorrecta de esta población puede generar inestabilidad en la transición de los 

países hacia la paz, y amenazar la seguridad jurídica para las víctimas restituidas,  como afirma 

Leckie (2003) “la segunda ocupación es una justificación que se escucha comúnmente para impedir 

el ejercicio del derecho de los refugiados a regresar a sus antiguas viviendas”(p. 133). 

En agosto de 2005 la Sub-Comisión de Protección y Promoción de los Derechos Humanos 

de las Naciones Unidas, aprobó los Principios sobre la restitución de las viviendas y el patrimonio 

de los refugiados y las personas desplazadas, también conocidos como “Principios Pinheiro”, con 

el objeto de “prestar asistencia a todos los actores competentes, tanto nacionales como 

internacionales, en el tratamiento de las cuestiones jurídicas y técnicas relativas a la restitución 

de viviendas, tierras y patrimonio en situaciones de desplazamiento en que las personas afectadas 

se hayan visto privadas de forma arbitraria o ilegal de sus anteriores hogares, tierras, bienes o 

lugares de residencia habitual”. 

No obstante, en los procesos de restitución de viviendas, tierras y patrimonio la posesión 

no autorizada de viviendas y predios es frecuente, razón por la que se incluyó en los mentados 

principios el tema de la ocupación secundaria, estableciendo que “Los Estados deben velar por que 

los ocupantes secundarios estén protegidos contra el desalojo forzoso arbitrario o ilegal. En los 

casos en que su desplazamiento se considere justificable e inevitable a los efectos de la restitución 

de las viviendas, las tierras y el patrimonio, los Estados garantizaron que el desalojo se lleve a cabo 



 

60 
 
 

de una manera compatible con los instrumentos y las normas internacionales de derechos humanos, 

proporcionando a los ocupantes secundarios las debidas garantías procesales, incluida la 

posibilidad de efectuar consultas auténticas, el derecho a recibir una notificación previa adecuada 

y razonable, y el acceso a recursos jurídicos, como la posibilidad de obtener una reparación13”. 

En el Manual de aplicación de los Principios Pinheiro, publicado por la Oficina del Alto 

Comisionado de las Naciones Unidas para los Refugiados, se consideran ocupantes secundarios a 

“todas aquellas personas que hubieran establecido su residencia en viviendas o tierras 

abandonadas por sus propietarios legítimos a consecuencia de, entre otras cosas, el 

desplazamiento o el desalojamiento forzosos, la violencia o amenazas, o las catástrofes naturales 

así como las causadas por el hombre”( Naciones Unidas – Consejo Económico y Social- Comisión 

de Derechos Humanos, 2007, P.78). 

Con base en estas disposiciones, en Colombia a partir de la expedición de la Ley 1448 del 

2011, también conocida como Ley de Victimas y de Restitución de Tierras, se inicia un gran 

esfuerzo estatal por tratar de garantizar a las víctimas de despojo y abandono forzado de tierras, la 

defensa de sus derechos, entre estos, el derecho fundamental a la restitución. Sin embargo, como 

cualquier ley de justicia transicional, ésta no estuvo exenta de fallos y problemas, uno de estos, está 

relacionado con el surgimiento de los segundos ocupantes, definidos por la jurisprudencia 

colombiana como aquellas “personas que habitan en los predios objetos de restitución o derivan de 

ellos su mínimo vital, que se encuentran en condición de vulnerabilidad y que no tuvieron ninguna 

relación (ni directa, ni indirecta) con el despojo o el abandono forzado del predio” (Sentencia C-

330/16, 2016). 

                                                        
13 Artículo 17. Principios sobre la Restitución de las Viviendas y el Patrimonio de los Refugiados y las Personas 

Desplazadas. Naciones Unidas – Consejo Económico y Social- Comisión de Derechos Humanos. (2005). 
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Uno de los funcionarios entrevistados para esta esta investigación coincide con dicho 

diagnóstico: 

…Mira, cuando se consolidó la ley 1448 del 2011, Ley de Victimas, se pensó por un 

momento que se iba a encontrar el panorama de guerrilla, paramilitares y Bacrim, vs o frente 

a personas que tenían las mismas calidades, en este caso se pensó que se iba a encontrar allí 

al frente a guerrilleros o paramilitares, o personas que pertenecían a Bacrim, resulta que el 

Estado no previó que se iba a encontrar con personas vulnerables, que estaban quizás en 

peores condiciones que los mismos solicitantes, de tal manera que tuvo que generar una 

serie de normatividades (Entrevistado #5)  

      Hasta la expedición de la normativa, en Colombia no había sido contemplada la figura del 

segundo ocupante dentro del procedimiento administrativo y judicial de restitución de tierras, lo 

cual generó, por una parte, un vacío jurídico frente a derechos en tensión, y, por otra, el nacimiento 

de un nuevo conflicto por la tierra entre los segundos ocupantes que hoy explotan los predios objeto 

de procesos de restitución y los beneficiarios de las sentencias.  

 
Fuente: http://www.verdadabierta.com/lucha-por-la-tierra/5774-por-restitucion-son-desalojados-campesinos-sin-

tierra-en-carmen-de-bolivar 

http://www.verdadabierta.com/lucha-por-la-tierra/5774-por-restitucion-son-desalojados-campesinos-sin-tierra-en-carmen-de-bolivar
http://www.verdadabierta.com/lucha-por-la-tierra/5774-por-restitucion-son-desalojados-campesinos-sin-tierra-en-carmen-de-bolivar
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Para Abondano Alejandro, Peña Rocío del Pilar, y Ruiz Luis Enrique (2019) esta discusión 

en la Corte sobre el contenido del concepto de segundos ocupantes se dio en el 2016, es decir, cinco 

años después de que empezara a implementarse la ley de víctimas. Esto no significa que hasta 

entonces no se hubieran presentado casos de segundos ocupantes en los procesos de restitución.              

Más bien, podría alertarnos acerca del funcionamiento de determinadas capacidades estatales en el 

momento del diseño y en el momento de la implementación de la política. 

 

1.2 Respuesta institucional a la problemática de los segundos ocupantes. 

 
Frente a esta problemática de los segundos ocupantes la Ley 1448 de 2011 no aportaba 

ninguna solución, razón por la que los magistrados de restitución de tierras tuvieron que recurrir a 

criterios de equidad y ponderación de derechos, ante el enfrentamiento de intereses similares 

constitucionales que optaban por brindar la garantía de derechos para ambas partes. 

 

     Al respecto Hobeth Martínez (2019) sostiene que:  

Cuando se hizo evidente la problemática de los segundos ocupantes, las personas involucradas en 

la implementación de la política se enfrentaron a la dificultad de proceder sin unos lineamientos 

normativos claros. Hubo quienes se decantaron por diseñar soluciones efectivas para estos, que 

implicaran contrarrestar los perjuicios que se pudieran causar a estas personas con la restitución, 

apelando a los principios de reconciliación, acción sin daño y prelación de los derechos humanos. 

En contraposición, otra postura sostuvo que no era posible sobrecargar la política de restitución con 

todas las problemáticas que en temas de tierra y ruralidad afronta el país, además de que atender a 

los segundos ocupantes implicaría una destinación presupuestal distinta a aquella que constituye la 
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finalidad de la política de restitución, esto es, la de reparar a las víctimas. (Martínez, Hoberth, 2019, 

pág. 35)  

     El Tribunal Superior del Distrito Judicial de Cartagena argumenta en uno de sus fallos que los 

criterios de equidad y ponderación de principios proponen que ante el enfrentamiento de intereses 

constitucionales similares se opte por escoger la posibilidad que constitucionalmente garantice más 

ampliamente los derechos de las victimas enfrentadas, buscando al interior de la misma ley las 

herramientas que ayuden a lograr la reparación integral de las víctimas, el ejercicio del derecho 

fundamental a la restitución o alternativamente la compensación, en el marco de una justicia 

transicional. (Tribunal Superior del Distrito Judicial de Cartagena, Rad. 132443121002201300020-

00, 2015, pág.43) 

    Por ejemplo, en el año 2013, cuando apenas se hacía visible la existencia de posibles segundos 

ocupantes en los procesos de restitución de tierras, la Magistrada Laura Elena Cantillo Araujo, en 

el proceso con radicado No. 132443121002201300007-00 no reconoce la buena fe exenta de culpa 

de los opositores en el proceso, pero ordena medidas que pudieran proteger su derecho a la 

vivienda, como se aprecia a continuación: 

 

(…) “6.4 Declarar no probados los fundamentos de la oposición planteada por el señor 

MANUEL ENRIQUE PEREZ CARO. (…) 

6.5 Declarar no acreditada la buena fe exenta de culpa alegada por el señor MANUEL 

ENRIQUE PEREZ CARO, en consecuencia, se niega el pago de compensación. (…) 

6.6 Ordenar a la Unidad de Atención a Víctimas presente la atención prioritaria que requiere 

la situación del señor Manuel Pérez, agilice el trámite administrativo iniciado por él y le 

conceda de ser posible la reparación administrativa a que tuviere derecho si cumple las 
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exigencias de ley para tal fin, y en asocio con la Unidad Administrativa de Gestión de 

Restitución de Tierras se logren acuerdos en los plazos de entrega del inmueble haciendo 

posible su reubicación y evitando dejarlo en la calle, al arbitrio de las circunstancias, plazo 

que no deberá exceder el termino de seis (6) meses”. (Tribunal Superior del Distrito Judicial 

de Cartagena, Rad. 132443121002201300007-00, 2013, pág.34) 

 

     Por otra parte, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Cartagena Sala Civil Especializada 

en Restitución de Tierras, afirmó que la Ley 1448 de 2011 no vislumbró la posibilidad de que el 

opositor pudiera ser víctima de desplazamiento de otro predio, y se hizo unos interrogantes respecto 

a la aplicación de la política de restitución de tierras cuando el opositor es desplazado, como se 

plantea a continuación:  

No vislumbró siquiera la posibilidad de que el opositor pudiera ser víctima de desplazamiento de 

otro predio, como en este caso, o un campesino que vio en el negocio que realizó una solución a su 

problema de tierra y de vivienda y una manera de subsistir con su familia.  De todo lo anterior, surge 

el interrogante: ¿se puede, con justificación en la ley, tratar a esta persona de acuerdo a sus 

parámetros, de la misma forma que a un real despojador o aprovechador? ¿Se le puede hacer la 

exigencia de una buena fe exenta de culpa de igual forma, sin tener en cuenta sus inferiores 

condiciones sociales y económicas, así como su condición de víctima de desplazamiento forzado 

ocasionado por la violencia generada por el conflicto interno? ¿Se puede resolver una injusticia con 

otra injusticia? La ley 1448 de 2011, la cual fue creada para restituir la tierra a aquellas personas 

que han sido víctimas del desplazamiento ocasionado por la violencia que se vive en nuestro país, 

y que tiene como fines la justicia, la verdad  y la reparación, no se puede volver a su vez un 

instrumento de despojo o una causante de nuevo desplazamiento, revictimizando de esta manera a 
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quien teniendo la calidad de víctima de desplazamiento, se presentó como opositor (Tribunal 

Superior del Distrito Judicial de Cartagena, Rad. 132443121002201300020-00, 2015, pág.44-45) 

 

Todas estas medidas reparadoras tienen su fundamento en los principios Pinheiro los cuales 

establecen que los Estados deben velar por que los ocupantes secundarios estén protegidos contra 

el desalojo forzoso arbitrario y que se les brinde a estos las garantías procesales sin que vulneren 

sus derechos, adicional a esto los estados deben disponer de medidas para que los segundos 

ocupantes que no dispongan de una vivienda, puedan acceder a ella (OHCHR, 2007). 

Bajo este contexto los fallos de restitución de tierras tuvieron un giro en procura de la 

protección de los derechos de los opositores cuando estos fueran víctimas de desplazamiento como 

consecuencia del conflicto armado, ordenando en sus sentencias medidas reparadoras de manera 

que la Ley no sea una nueva causante de despojos, y que por el contario deba propender por la 

reconciliación y la paz en el territorio. 

 

Por lo anterior en muchos casos donde los opositores víctimas no pudieron probar la buena fe 

exenta de culpa, los magistrados decretaron medidas como:  

 El reconocimiento de las mejoras hechas a los predios con cargo al Fondo de la Unidad de 

Restitución de Tierras.  

 Brindar acompañamiento y asesoría a los opositores por parte de la Unidad de Atención y 

Reparación Integral a las Victimas.  
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 Inclusión de los opositores como beneficiarios de un predio rural y en programas de 

subsidio familiar de vivienda rural, así como en los programas de subsidio integral de 

tierras.   

 Ordenar que se garantice y disponga de una vivienda adecuada temporal bajo la aplicación 

estricta de todos los estándares en materia de desalojos forzosos a dichos opositores. Entre 

otras medidas.  

 

      Sobre la posición de los Magistrados de decretar medidas en sus sentencias a favor de estos 

opositores cuando estos fueran víctimas de desplazamiento como consecuencia del conflicto 

armado, vale la pena preguntarse ¿por qué los Magistrados no decretaron en su momento la buena 

fe exenta de culpa a su favor, a sabiendas de que esos opositores no participaron en los hechos que 

dieron lugar al despojo y que ademas eran personas vulnerables? Ley de víctimas y restitución de 

tierras propende la defensa de los derechos fundamentales de las víctimas dentro de un escenario 

de transición, por tal razón se establece la carga de la prueba para los opositores en el proceso, 

conociendo las dificultades que las víctimas tienen para demostrar los hechos que dan fundamento 

a sus pretensiones. 

     El artículo 91 de la ley 1448 de 2011 señala que: La sentencia se pronunciará de manera 

definitiva sobre la propiedad, posesión del bien u ocupación del baldío objeto de la demanda y 

decretará las compensaciones a que hubiera lugar, a favor de los opositores que probaron buena fe 

exenta de culpa dentro del proceso. En otras palabras, la Ley de víctimas y restitución de tierras 

exige a todos los opositores por igual demostrar la buena fe exenta de culpa para acceder a una 
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compensación, estableciendo así la carga de la prueba para los opositores la cual consiste en 

demostrar el hecho que alegan o que fundamenta sus intereses jurídicos.  

      La Corte Constitucional mediante Sentencia C-330/2016, realiza un análisis entre el concepto 

de  buena fe exenta de culpa y la buena fe simple, en la cual señaló lo siguiente:  

De lo anterior pueden extraerse algunas diferencias precisas entre la buena fe simple y la buena 

fe exenta de culpa. Si bien es cierto que en los dos eventos se parte del supuesto de que la persona 

obró con lealtad, rectitud y honestidad, la buena fe simple se presume de todas las actuaciones o 

gestiones que los particulares realizan ante el Estado, de ahí que sea éste quien deba desvirtuarla. 

Por su parte, la buena fe exenta de culpa exige ser probada por quien requiere consolidar 

jurídicamente una situación determinada. Así, la buena fe exenta de culpa exige dos elementos: de 

un lado, uno subjetivo, que consiste en obrar con lealtad y, de otro lado, uno objetivo, que exige 

tener la seguridad en el actuar, la cual solo puede ser resultado de la realización actuaciones positivas 

encaminadas a consolidar dicha certeza. 

 

      En ese orden de ideas, la buena fe exenta de culpa exige no solo obrar con lealtad, sino que 

además exige tener la seguridad en el actuar. Sin embargo, algunos opositores por su situación de 

vulnerabilidad no están en condiciones de demostrar la buena fe exenta de culpa, imponiendo para 

estas personas vulnerables una carga probatoria o procesal desproporcionada.  

      Ante esta situación la Corte Constitucional se pronunció manifestando que “en lo que tiene que 

ver con la carga de la prueba para personas vulnerables en términos procesales, la Sala estima que 

esta debe ser asumida directamente por los jueces, en virtud de los principios de igualdad 

(compensación de cargas), prevalencia del derecho sustancial (eliminación de obstáculos para 
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llegar a una decisión justa) y dirección judicial del proceso”.  Por consiguiente, no se debe dar un 

trato igual a personas en situación distinta. 

      Comoquiera que la Ley 1448 de 2011 exige a los opositores demostrar la buena fe exenta de 

culpa para acceder a las compensaciones, y en muchos de los fallos los opositores no pudieron 

demostrar la buena fe exenta de culpa, pero si su situación de vulnerabilidad, los magistrados en 

muchos de los casos no reconocieron la buena fe exenta de culpa apegándose a lo establecido por 

la ley.  

 

En este mismo sentido, en aras de brindar solución a esta problemática, El Consejo Directivo 

de la Unidad Administrativa de Gestión de Restitución de Tierras Despojadas expidió el Acuerdo 

018 de 2014 por el cual se adoptan y se definen los lineamientos para la ejecución del programa de 

medidas de Atención a los Segundos Ocupantes en la Acción de Restitución.  Posteriormente 

expide el Acuerdo 021 de 2015 “Por el cual se establece el reglamento para el cumplimiento de 

las providencias y medidas que ordenen la atención a los segundos ocupantes dentro de marco de 

la acción de restitución”, en este reconoció a los segundos ocupantes como:    

Aquellas personas naturales reconocidas como tal mediante providencia judicial, que pese a no 

haber participado de los hechos que dieron lugar al despojo o al abandono forzado, no fueron 

declaradas de buena fe exenta de culpa en la sentencia de restitución y que, con ocasión a la 

sentencia, se vieron abocadas a perder su relación con el predio solicitado en restitución (Unidad de 

Restitución de Tierras, Acuerdo 021 de 2015). 
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        En este acuerdo se determinó que la Unidad de Restitución de Tierras debía caracterizar a los 

segundos ocupantes y remitir esa información a la Defensoría del Pueblo para que esta última, a su 

vez, informe lo correspondiente a los Jueces y/o Magistrados de restitución. 

Ante dicho acuerdo, encontramos sentencias de restitución de tierras en la que se conmina 

a la Unidad Administrativa Especial de Gestión de Restitución de Tierras Despojadas a estudiar la 

inclusión de los opositores en el programa de Segundos Ocupantes previa verificación del 

cumplimiento de los requisitos legales para ello.  

 

Este Acuerdo caracterizaba a los segundos ocupantes y trajo consigo 4 medidas a favor de 

estos de acuerdo con las características descritas así:  

1) Ocupantes secundarios sin tierra que habitan o derivan del predio restituido sus medios de 

subsistencia.  

2) Ocupantes secundarios propietarios de tierras distintas al predio restituido que habitan o derivan 

del predio restituido sus medios de subsistencia.  

3) ocupantes secundarios poseedores u ocupantes de tierras distintas al predio restituido, que 

habitan o derivan del predio restituido sus medios de subsistencia.  

4) ocupantes secundarios que no habitan ni derivan del predio restituido sus medios de subsistencia.     

 

La caracterización elaborada por la unidad se realiza “siguiendo los parámetros establecidos 

por el Departamento Administrativo de Planeación Nacional – DNP- para determinar el nivel de 

pobreza, en conjunto con la Unidad de Reparación para las Victima y con la participación de la 

Defensoría del Pueblo” (Artículo 15, Acuerdo 021 de 2015). 
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     Pese a ser una solución a la problemática de los segundos ocupantes, la ejecución de esas 

órdenes en muchos de los casos no fueron claras, pues se dejaba en cabeza de la Unidad de 

Restitución de tierras la tarea de definir si estos cumplían con las exigencias para hacer parte del 

acuerdo de segundos ocupantes, en otros casos los jueces no ordenaban las medidas establecidas 

en el Acuerdo 21, ya que por ser un acuerdo no era una norma de obligatorio cumplimiento para 

los jueces, y por lo tanto estos tenían la opción de acatarlas o no.  

 

Fuente: http://www.eluniversal.com.co/regional/bolivar/urt-fortalece-atencion-segundos-

ocupantes-194252 

 

Comoquiera que una de las medidas de atención a los segundos ocupantes es la entrega de 

un predio equivalente al restituido, la Unidad Administrativa Especial de Gestión de Restitución 

http://www.eluniversal.com.co/regional/bolivar/urt-fortalece-atencion-segundos-ocupantes-194252
http://www.eluniversal.com.co/regional/bolivar/urt-fortalece-atencion-segundos-ocupantes-194252
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de Tierras Despojadas dispondrá de predios que adquiera a través de compra según el 

procedimiento aprobado por el Consejo Directivo. Pero este procedimiento de compra de predios 

retrasa un poco el acceso a estas medidas por parte de los segundos ocupantes, y de paso afecta la 

entrega de los predios restituidos a los solicitantes que ya cuentan con una sentencia judicial 

ejecutoriada. 

 

Posteriormente, el Gobierno Nacional expidió el Decreto 440 de 11 de marzo de 2016, en 

el cual reconoce la problemática de los segundos ocupantes y considera que resulta imprescindible 

que la Unidad de Restitución de Tierras establezca mecanismos para dar cumplimiento efectivo a 

las decisiones judiciales, así: 

Si existieren providencias judiciales ejecutoriadas que reconocen medidas y mecanismos de 

atención a segundos ocupantes en la acción de restitución de tierras, la Unidad Administrativa 

Especial de Gestión de Restitución de Tierras emprenderá las acciones correspondientes a dar 

cumplimiento efectivo a dichos fallos. (Artículo 2.15.1.1.15 Decreto 440 de 2016, 2016) 

 

Quedando entonces en cabeza de la Unidad de Restitución de Tierras la responsabilidad de 

atender a los segundos ocupantes que los magistrados o jueces reconocieran con tal calidad. 

 

Así las cosas, el Consejo Directivo de la Unidad Administrativa Especial de Gestión de 

Restitución de Tierras Despojadas por medio de un nuevo acuerdo, denominado Acuerdo 029 de 

15 de abril de 2016, derogó el acuerdo 021 de 2015 considerando que solo se atenderían a los 

segundos ocupantes que en virtud de providencia judicial fueran reconocidos por los Jueces o 

Magistrados de Restitución. 
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Acuerdos Estado Criterios para definir las medidas Medidas a favor de los segundos ocupantes

Ocupantes secundarios sin tierra que habitan o 

derivan del predio restituido sus medios de 

subsistencia. 

Un predio equivalente al restituido, acompañado de la 

implementación de un proyecto productivo

Ocupantes secundarios propietarios de tierras 

distintas al predio restituido que habitan o 

derivan del predio restituido sus medios de 

subsistencia 

Implementación de un proyecto productivo

Ocupantes secundarios poseedores u 

ocupantes de tierras distintas al predio 

restituido, que habitan o derivan del predio 

restituido sus medios de subsistencia

Implementación de un proyecto productivo

Ocupantes secundarios que no habitan ni 

derivan del predio restituido sus medios de 

subsistencia.

Valor en dinero equivalente al 50 % del avalúo comercial 

del bien restituido

Ocupantes secundarios sin tierra que habitan o 

derivan del predio restituido sus medios de 

subsistencia. 

Un predio equivalente al restituido, acompañado de la 

implementación de un proyecto productivo

Ocupantes secundarios poseedores u 

ocupantes de tierras distintas al predio 

restituido, que habitan o derivan del predio 

restituido sus medios de subsistencia

Implementación de un proyecto productivo a cargo de la 

Unidad o quien haga sus veces

Ocupantes secundarios propietarios de tierras 

distintas al predio restituido que habitan o 

derivan del predio restituido sus medios de 

subsistencia 

Implementación de un proyecto productivo a cargo de la 

Unidad o quien haga sus veces

Ocupantes secundarios que no habitan ni 

derivan del predio restituido sus medios de 

subsistencia.

Valor en dinero equivalente al 50 % del avalúo comercial 

del bien restituido

Ocupantes secundarios sin tierra que habitan o 

derivan del predio restituido sus medios de 

subsistencia. 

Un inmueble equivalente al restituido, acompañado de 

la implementación de un proyecto productivo.                                                               

Gestiones para su priorización al programa de vivienda 

de interés social.

Ocupantes secundarios poseedores u 

ocupantes de tierras distintas al predio 

restituido, que habitan o derivan del predio 

restituido sus medios de subsistencia

Implementación de un proyecto productivo a cargo de la 

Unidad o quien haga sus veces

Ocupantes secundarios propietarios de tierras 

distintas al predio restituido que habitan o 

derivan del predio restituido sus medios de 

subsistencia 

Implementación de un proyecto productivo

Acuerdo No. 033 de 2016 Vigente

Acuerdo No. 021 de 2015 Derogado por el acuerdo No. 029 de 2016

Actuaciones de la URT para atender casos de Ocupación Secundaria

Acuerdo No. 029 de 2016 Derogado por el acuerdo No. 033 de 2016

 

     En este nuevo acuerdo se mantuvieron las cuatro medidas de reparación que establecía el 

acuerdo 021 para los segundos ocupantes, pero cambia significativamente el procedimiento, ya que 

en este nuevo acuerdo es la unidad de restitución de tierras la encargada de determinar mediante 

acto administrativo las mediadas de atención a los segundos ocupantes, una vez estos hayan sido 

reconocidos en providencia judicial por los Jueces o Magistrados de Restitución de tierras. 

 

Si de la caracterización efectuada por la unidad en cumplimiento de la orden judicial, se 

determina que el beneficiario no es sujeto de medida alguna se deberá poner en conocimiento al 

Despacho respectivo para que tome las medidas que correspondan. 

 

 

Acuerdos Estado Criterios para definir las medidas Medidas a favor de los segundos ocupantes

Ocupantes secundarios sin tierra que habitan o 

derivan del predio restituido sus medios de 

subsistencia. 

Un predio equivalente al restituido, acompañado de la 

implementación de un proyecto productivo

Ocupantes secundarios propietarios de tierras 

distintas al predio restituido que habitan o 

derivan del predio restituido sus medios de 

subsistencia 

Implementación de un proyecto productivo

Ocupantes secundarios poseedores u 

ocupantes de tierras distintas al predio 

restituido, que habitan o derivan del predio 

restituido sus medios de subsistencia

Implementación de un proyecto productivo

Ocupantes secundarios que no habitan ni 

derivan del predio restituido sus medios de 

subsistencia.

Valor en dinero equivalente al 50 % del avalúo comercial 

del bien restituido

Ocupantes secundarios sin tierra que habitan o 

derivan del predio restituido sus medios de 

subsistencia. 

Un predio equivalente al restituido, acompañado de la 

implementación de un proyecto productivo

Ocupantes secundarios poseedores u 

ocupantes de tierras distintas al predio 

restituido, que habitan o derivan del predio 

restituido sus medios de subsistencia

Implementación de un proyecto productivo a cargo de la 

Unidad o quien haga sus veces

Ocupantes secundarios propietarios de tierras 

distintas al predio restituido que habitan o 

derivan del predio restituido sus medios de 

subsistencia 

Implementación de un proyecto productivo a cargo de la 

Unidad o quien haga sus veces

Ocupantes secundarios que no habitan ni 

derivan del predio restituido sus medios de 

subsistencia.

Valor en dinero equivalente al 50 % del avalúo comercial 

del bien restituido

Ocupantes secundarios sin tierra que habitan o 

derivan del predio restituido sus medios de 

subsistencia. 

Un inmueble equivalente al restituido, acompañado de 

la implementación de un proyecto productivo.                                                               

Gestiones para su priorización al programa de vivienda 

de interés social.

Ocupantes secundarios poseedores u 

ocupantes de tierras distintas al predio 

restituido, que habitan o derivan del predio 

restituido sus medios de subsistencia

Implementación de un proyecto productivo a cargo de la 

Unidad o quien haga sus veces

Ocupantes secundarios propietarios de tierras 

distintas al predio restituido que habitan o 

derivan del predio restituido sus medios de 

subsistencia 

Implementación de un proyecto productivo

Acuerdo No. 033 de 2016 Vigente

Acuerdo No. 021 de 2015 Derogado por el acuerdo No. 029 de 2016

Actuaciones de la URT para atender casos de Ocupación Secundaria

Acuerdo No. 029 de 2016 Derogado por el acuerdo No. 033 de 2016
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Fuente: Elaboración propia, con base en los Acuerdos No. 021 de 2015, Acuerdo No. 029 de 2016 y Acuerdo No. 033 de 2016      

 

Finalmente, la Corte Constitucional se pronunció en cuanto a la problemática de los 

segundos ocupantes, en sentencia C- 330 de 23 de junio de 2016, en razón a una demanda de 

inconstitucionalidad presentada por el presidente de la Asociación Nacional de Usuarios 

Campesinos (ANUC) contra la expresión exenta de culpa contenida en los artículos 88,91, 98, y 

105 de la Ley 1448 de 2011, ya que el demandante considera que dicha expresión genera una 

omisión legislativa, por déficit de protección a un conjunto de personas. Subsidiariamente, propone 

que se declare la constitucionalidad condicionada del enunciado, en el entendido que:  

los opositores que no hayan tenido relación con los hechos victimizantes que causaron el despojo o 

abandono forzado del predio objeto de restitución, se hayan asentado a él con anterioridad a la 

focalización de predios efectuada por la Unidad Administrativa Especial para la Gestión de 

Restitución de Tierras y que no cuenten con los medios para acceder a una vivienda y/o se haga 

manifiesta su situación de desfavorabilidad, o tengan condición de niños, niñas, mujeres, personas 

de la tercera edad o sufran de alguna discapacidad, puedan acceder a la compensación respectiva o 

se adopten las medidas de atención adecuadas y necesarias por parte de los jueces y Magistrados de 

restitución previo reconocimiento de su condición. (Sentencia C-330 de 2016) 

 

Acuerdos Estado Criterios para definir las medidas Medidas a favor de los segundos ocupantes

Ocupantes secundarios sin tierra que habitan o 

derivan del predio restituido sus medios de 

subsistencia. 

Un predio equivalente al restituido, acompañado de la 

implementación de un proyecto productivo

Ocupantes secundarios propietarios de tierras 

distintas al predio restituido que habitan o 

derivan del predio restituido sus medios de 

subsistencia 

Implementación de un proyecto productivo

Ocupantes secundarios poseedores u 

ocupantes de tierras distintas al predio 

restituido, que habitan o derivan del predio 

restituido sus medios de subsistencia

Implementación de un proyecto productivo

Ocupantes secundarios que no habitan ni 

derivan del predio restituido sus medios de 

subsistencia.

Valor en dinero equivalente al 50 % del avalúo comercial 

del bien restituido

Ocupantes secundarios sin tierra que habitan o 

derivan del predio restituido sus medios de 

subsistencia. 

Un predio equivalente al restituido, acompañado de la 

implementación de un proyecto productivo

Ocupantes secundarios poseedores u 

ocupantes de tierras distintas al predio 

restituido, que habitan o derivan del predio 

restituido sus medios de subsistencia

Implementación de un proyecto productivo a cargo de la 

Unidad o quien haga sus veces

Ocupantes secundarios propietarios de tierras 

distintas al predio restituido que habitan o 

derivan del predio restituido sus medios de 

subsistencia 

Implementación de un proyecto productivo a cargo de la 

Unidad o quien haga sus veces

Ocupantes secundarios que no habitan ni 

derivan del predio restituido sus medios de 

subsistencia.

Valor en dinero equivalente al 50 % del avalúo comercial 

del bien restituido

Ocupantes secundarios sin tierra que habitan o 

derivan del predio restituido sus medios de 

subsistencia. 

Un inmueble equivalente al restituido, acompañado de 

la implementación de un proyecto productivo.                                                               

Gestiones para su priorización al programa de vivienda 

de interés social.

Ocupantes secundarios poseedores u 

ocupantes de tierras distintas al predio 

restituido, que habitan o derivan del predio 

restituido sus medios de subsistencia

Implementación de un proyecto productivo a cargo de la 

Unidad o quien haga sus veces

Ocupantes secundarios propietarios de tierras 

distintas al predio restituido que habitan o 

derivan del predio restituido sus medios de 

subsistencia 

Implementación de un proyecto productivo

Acuerdo No. 033 de 2016 Vigente

Acuerdo No. 021 de 2015 Derogado por el acuerdo No. 029 de 2016

Actuaciones de la URT para atender casos de Ocupación Secundaria

Acuerdo No. 029 de 2016 Derogado por el acuerdo No. 033 de 2016
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En sus consideraciones la Corte Constitucional señala que “dentro del extenso articulado de la 

Ley de víctimas y restitución de tierras ninguna disposición hace referencia a los segundos 

ocupantes, estas personas sí son mencionadas en los Principios Pinheiro, cuyo principio 17 

comprende cuatro grandes directrices acerca de su situación”, y hace una distinción necesaria 

entre quienes son los opositores en el proceso de restitución y quienes son los segundos ocupantes, 

al respecto la Corte señaló que los opositores hace referencia a una categoría procesal incorporada 

a la ley de víctimas y de restitución de tierras, en otras palabras, son las personas que  presentan 

“oposición” dentro del trámite de restitución de tierras.  

 

     Los segundos ocupantes como refiere la Corte Constitucional “son entonces quienes, por 

distintos motivos, ejercen su derecho a la vivienda en los predios que fueron abandonados o 

despojados en el marco del conflicto armado interno”. En otras palabras, los segundos ocupantes 

son:  

Una población que debe ser tenida en cuenta al momento de establecer políticas, normas y 

programas de restitución de tierra en escenarios de transición, como presupuesto para el éxito y la 

estabilidad de las medidas, y para la seguridad en los derechos de las víctimas restituidas, 

especialmente, en lo que tiene que ver con la tenencia de la tierra, la vivienda y el patrimonio. 

(Sentencia C-330 de 2016). 

 

Comoquiera que existen opositores que se encuentran en condiciones de vulnerabilidad, la 

ley para estos casos no establece ninguna diferencia de criterios, la Corte considera que en lo que 

tiene que ver con la carga de la prueba para personas vulnerables en términos procesal, esta debe 
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ser asumida directamente por los Jueces, en virtud de los principios de igualdad, prevalencia del 

derecho sustancial y dirección judicial: 

La forma de proteger a las personas vulnerables que actúan como opositores dentro del proceso 

judicial de restitución de tierras, sin imponer nuevas cargas a las víctimas, consiste en procurarle 

asistencia de la Defensoría Pública cuando lo requiera y decretar las pruebas de oficio que considere 

necesarias, siempre que cuente con elementos de juicio para considerar que el ejercicio de esta 

facultad es necesario para acercar la verdad real a la verdad procesal. (Sentencia C-330 de 2016). 

 

En cuanto a las medidas decretadas por la Unidad en sus acuerdos la Corte Constitucional 

considera que la respuesta a la omisión del tema de los segundos ocupantes no puede ser a través 

de un acto administrativo. 

La respuesta al vacío descrito no puede quedar reducida al ámbito de la expedición de actos 

administrativos por parte de una Unidad administrativa especial, pues estos enfrentan un déficit de 

estabilidad y legitimidad política que debe ser superado de forma urgente e integral. Las medidas 

de atención a los segundos ocupantes, distintas de la compensación a la que se refiere la Ley de 

víctimas y restitución de tierras, deben ser parte de una política comprensiva, adecuada y suficiente, 

discutida en el foro democrático representativo y, posteriormente, desarrollada por los órganos 

gubernamentales, siempre, con base en los principios constitucionales, la jurisprudencia 

constitucional relevante y los estándares que otorgan los principios 17.1 a 17.4 de los principios 

Pinheiro. (Sentencia C-330 de 2016). 

Dada la complejidad de los casos de restitución de tierras, en fácticos y normativos, 

la Sala considera que corresponde a los jueces de tierras estudiar estas situaciones de manera 

diferencial, tomando en consideración el conjunto de principios constitucionales que 

pueden hallarse en tensión, entre los que se cuentan los derechos de las víctimas y la 
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obligación de revelar las distintas estrategias del despojo, en el marco del derecho civil y 

agrario; el principio de igualdad material; la equidad en la distribución, acceso y uso de la 

tierra; el derecho a la vivienda digna, el debido proceso, el trabajo y el mínimo vital de 

quienes concurren al trámite. Igualmente, la Corte deja claro que personas que no enfrentan 

ninguna condición de vulnerabilidad no deben ser eximidos del requisito. 

 

1.3 En que Consiste la Compensación 

 

      Cuando la restitución jurídica y material del inmueble despojado es imposible, por razones de 

riesgo para la vida e integridad personal del despojado, se le ofrecerán alternativas de restitución 

para acceder a terrenos que tengan similares características al predio despojado, previa consulta 

con el afectado.  

       La Ley 1448 de 2018 en su artículo 97 señala que “Como pretensión subsidiaria, el solicitante 

podrá pedir al Juez o Magistrado que como compensación y con cargo a los recursos del Fondo de 

la Unidad Administrativa Especial de Gestión de Tierras Despojadas, le entregue un bien inmueble 

de similares características al despojado, en aquellos casos en que la restitución material del bien 

sea imposible por alguna de las siguientes razones: 

a. Por tratarse de un inmueble ubicado en una zona de alto riesgo o amenaza de 

inundación, derrumbe, u otro desastre natural, conforme lo establecido por las 

autoridades estatales en la materia; 

b. Por tratarse de un inmueble sobre el cual se presentaron despojos sucesivos, y 

este hubiese sido restituido a otra víctima despojada de ese mismo bien; 
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c. Cuando dentro del proceso repose prueba que acredite que la restitución jurídica 

y/o material del bien implicaría un riesgo para la vida o la integridad personal del despojado 

o restituido, o de su familia. 

d. Cuando se trate de un bien inmueble que haya sido destruido parcial o totalmente 

y sea imposible su reconstrucción en condiciones similares a las que tenía antes del 

despojo”. 

     En los casos que menciona la Ley, el solicitante podrá solicitar que se le entregue un bien 

inmueble de iguales características al despojado. Y la compensación en dinero sólo procederá en 

el evento en que no sea posible ninguna de las formas de restitución. 

 

      Así mismo, la mentada Ley en su artículo 98 señala que “El valor de las compensaciones que 

decrete la sentencia a favor de los opositores que probaron la buena fe exenta de culpa dentro del 

proceso, será pagado por el Fondo de la Unidad Administrativa Especial de Gestión de Restitución 

de Tierras Despojadas. En ningún caso el valor de la compensación o compensaciones excederá el 

valor del predio acreditado en el proceso”. 

    Por tal la razón, la ley faculta a los jueces a decretar compensaciones en favor de los opositores 

que puedan probar la buena fe exenta de culpa en los procesos de restitución de tierras. Sin 

embargo, la jurisprudencia ha ido más allá en los casos en los que los opositores son reconocidos 

como segundos ocupantes y no pudieron probar la buena fe exenta de culpa, al señalar que los 

Jueces podrán establecer la procedencia de medidas de atención distintas a la compensación de la 

que trata el artículo 98 de la Ley 1448 de 2011 para los opositores que tengan la condición de 

segundos ocupante. 
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1.4.Modulación de fallos  

 
     La Ley de Víctimas y de Restitución de Tierras fue expedida bajo una lógica adversarial entre 

despojados y un presunto victimario o despojador. Por tal razón en los procesos de restitución de 

tierras a la víctima o solicitante le fueron otorgados numerosos beneficios probatorios, mientras 

que al opositor se le asignó una fuerte carga probatoria, como es la de demostrar su buena fe exenta 

de culpa al momento de adquirir el predio. 

     Con los primeros fallos de restitución de tierras en el año 2012, se fueron revelando situaciones 

de personas que también reclamaban tener derechos sobre el predio solicitado en restitución, pero 

que no podían cumplir con la carga probatoria que impuso el legislador de acreditar la buena fe 

exenta de culpa. Vislumbrándose así un fenómeno social, como es la aparición de los segundos 

ocupantes, situación que trajo consigo órdenes a favor de segundos ocupantes, pese a no probarse 

su buena fe exenta de culpa. 

 

      El artículo 102 de la Ley 1448 de 2011 sostiene que “Después de dictar sentencia, el Juez o 

Magistrado mantendrá su competencia sobre el proceso para dictar todas aquellas medidas que, 

según fuere el caso, garanticen el uso, goce y disposición de los bienes por parte de los despojados 

a quienes les hayan sido restituidos o formalizados predios, y la seguridad para sus vidas, su 

integridad personal, y la de sus familias”. Lo que implica que el Juez podrá tomar decisiones 

posteriores al fallo de restitución de tierras. 

 

       Sobre el tema la Corte Constitucional se pronunció considerando que “la competencia del juez 

de restitución puede ir más allá. En efecto, el artículo 102 de la Ley 1448 de 2011, permite al 
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funcionario judicial conservar su competencia después de la sentencia “(…) para dictar todas 

aquellas medidas que, según fuere el caso, garanticen el uso, goce y disposición de los bienes por 

parte de los despojados a quienes les hayan sido restituidos o formalizados predios, y la seguridad 

para sus vidas, su integridad personal, y la de sus familias. Lo anterior implica que aun cuando en 

la sentencia no se haya dado una orden precisa, el juez pueda emitir nuevas y posteriores órdenes 

con el propósito de proteger los derechos fundamentales de los reclamantes, particularmente, los 

vinculados a la restitución, posibilidad que está en consonancia con los principios de estabilización 

y seguridad jurídica contemplados por el artículo 73 de la misma Ley”. 

    

   Así mismo, la Corte sostiene que “la competencia ius fundamental extendida de los jueces de 

restitución, permite no sólo la búsqueda de la ejecución de la sentencia sino, además, la emisión de 

nuevas órdenes encaminadas a garantizar la estabilización y la seguridad jurídica de la restitución.       

Lo que implica que el juez tome en consideración los distintos intereses constitucionales que 

concurren a un proceso de esta naturaleza, justamente con el objetivo de llegar a arreglos estables y 

no reproducir la conflictividad social por la tierra”. (Sentencia T-315 de 2016). 

 

     En ese mismo sentido, la Corte Constitucional en la Sentencia T-367 de 2016,  señala que frente 

a los casos ya fallados por los tribunales de restitución de tierras donde no se abordó la problemática 

de los segundos ocupantes, los jueces y magistrados preservan competencia para decretar ciertas 

medidas con miras a amparar a esta calidad de opositores. En caso de que el juez no ordene la 

atención ni se pronuncie frente al reconocimiento de la calidad del segundo ocupante, la Unidad 

podrá solicitar al juez o magistrado la modulación de la sentencia, adjuntando el informe de 



 

80 
 
 

caracterización del ocupante secundario. En estos casos, los jueces y magistrados podrán, con 

posterioridad a la adopción de un fallo de restitución de tierras, preservar su competencia para 

decretar ciertas medidas con el fin de amparar sus derechos. Al respecto, señala la Corte: 

  

La referida interpretación de la normatividad interna a la luz de los Principios de Pinheiro, no atenta 

contra el principio de la cosa juzgada, en cuanto no se trata de revertir un fallo válido de restitución 

de tierras; tampoco se afectan los derechos de los reclamantes ni de quienes son declarados opositores 

de buena fe exenta de culpa. Se trata, simplemente, de adoptar unas medidas asistenciales 

adicionales, con el fin de proteger a quienes, sin haber participado en los hechos que dieron lugar al 

despojo o al abandono forzado, no fueron declaradas de buena fe exenta de culpa en la sentencia de 

restitución y que, con ocasión del fallo, se vieron abocadas a perder su relación con el predio 

solicitado en restitución” (Sentencia T-367 de 2016) 

 

      Por lo anterior, bajo los principios de la justicia transicional la sentencia de restitución de tierras 

es susceptible de modulación siempre que constituya una solución jurídica para asegurar que el 

proceso de restitución de tierras cumpla sus propósitos constitucionales. La Magistrada del Tribunal 

Superior del Distrito Judicial de Cartagena amplia más tal posición al mencionar que:  

 

Lo anterior conlleva a colegir que, la sentencia que disponga restituir y /o formalizar un predio 

abandonado forzosamente y /o despojado se mantiene incólume, así como también la forma en que 

haya sido resuelta la oposición planteada, ya que tal decisión resulta inmutable; lo único entonces 

que puede ser objeto de pronunciamiento con posterioridad a la ejecutoria del fallo, son aquellas 

cuestiones que evidencian razones constitucionalmente validas encaminadas a asegurar, no solo la 

materialización del derecho amparado, sino también el fin perseguido con el proceso de restitución 
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de tierras en el marco transicional que se atraviesa para la consecución de una paz duradera y estable. 

Así, respecto de la víctima, se podrán adoptar las estrategias, mecanismos, caminos o alternativas, 

que conlleven a garantizar el alcance de la protección efectiva de sus derecho; así como intervenir, 

en virtud de la naturaleza constitucional del juez de restitución de tierras, cuando tal protección 

apareje la lesión de derechos fundamentales de personas vulnerables que no se encuentren 

vinculadas a los hechos que fundamentan el restablecimiento; ello en aras de “contribuir a la paz y 

a la equidad social y propiciar la democratización del acceso a la tierra, elementos cardinales del 

orden constitucional de 1991”. (Tribunal Superior del Distrito Judicial de Cartagena, Rad. 

132443121001201400157, 2019, pág.8) 

 

    Luego de la expedición de los acuerdos expedidos por la Unidad de Restitución de Tierras, 

mencionados el capítulo anterior, y ante los pronunciamientos de la Corte Constitucional, los Jueces 

de restitución de tierras adquieren herramientas normativas y jurisprudenciales para analizar y 

pronunciarse sobre la situación de los segundos ocupantes que hacen parte de los procesos de 

restitución de tierras, dictando en sus providencias medidas para la protección de sus derechos 

fundamentales. 

 

     Sin embargo, anterior a la expedición de los mentados Acuerdos y de los pronunciamientos por 

parte de la Corte Constitucional, se habían dictado sentencias que no tuvieron en cuenta la condición 

de vulnerabilidad de los segundos ocupantes que explotaban los predios. Por tal razón en varios de 

los casos analizados, los jueces modularon sus sentencias en aras de dar una respuesta adecuada a 

la problemática y evitar daños injustificados a personas que se encuentran en estado de 
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vulnerabilidad. Tal situación se puede apreciar en los fallos del Tribunal Superior del Distrito 

Judicial de Cartagena, cuando señala:  

 

…No obstante lo anterior, frente a los pronunciamientos recientes que ha expedido la H. Corte 

Constitucional y amparado en esas especiales circunstancias de vulnerabilidad que se habían 

identificado en la sentencia, el despacho consideró pertinente ordenarle a la Unidad de Restitución 

de Tierras la caracterización del señor Francisco Abel Fernández Julio, informe que habiéndose 

allegado en días pasados impone verificar si se cumplen los presupuestos necesarios para 

considerarlos ocupante secundario y otorgarle especiales medidas de atención que hagan menos 

gravoso el desalojo forzoso que conlleva la entrega material del predio restituido y amparar sus 

derechos fundamentales a la vivienda, el acceso a la tierra y a la subsistencia. El tema de ocupación 

secundaria no ha sido reglamentado por el legislador, por ellos se hace necesario echar mano de los 

instrumentos internacionales ratificados por Colombia que tratan esta problemática particular para 

identificar quienes pueden ser considerados como segundos ocupantes”. (Tribunal Superior del 

Distrito Judicial de Cartagena, Rad. 132443121001201200021-00, 2017, pág.2) 

 

      La modulación de estos fallos en algunos de los casos se presenta porque los opositores en 

condición de vulnerabilidad que no fueron reconocidos como segundos ocupantes dentro de los 

procesos de restitución de tierras, y posteriormente presentaron acción de tutela contra los fallos 

proferidos, tal como como se observa a continuación:  

…Ya en esta Corporación se procedió a proferir la correspondiente sentencia; sin embargo, 

dicha providencia fue dejada sin efecto por parte de la Corte Suprema de Justicia, Sala de 

Casación Civil, en el trámite de acción de tutela instaurada por el señor López Arrieta, 

abriéndose paso este nuevo pronunciamiento, una vez allegado al proceso avalúo comercial 
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del predio objeto del mismo (Tribunal Superior del Distrito Judicial de Cartagena, Rad. 

132443121002201300021-00, 2016, pág.3) 

 

      Esta modulación de fallos con medidas a favor de segundos ocupantes busca hacer menos 

gravoso el desalojo forzoso de los predios que deben padecer los segundos ocupantes en los 

procesos de restitución de tierras, y reconocer derechos fundamentales a esta población.  

 

     Hasta junio de 2019, en el municipio de El Carmen de Bolívar se profirieron 201 sentencias, de 

las cuales analizamos 54 sentencias, entre las que se encuentran 26 con reconocimiento de 

segundos ocupantes, 28 sentencias que podrían tener reconocimiento posterior de segundos 

ocupantes por haber detectado la condición de vulnerabilidad del opositor, y ordenaron medidas de 

acceso de los opositores a los programas de atención para la población desplazada, o porque se 

ordena al INCODER que previa verificación de los requisitos de elegibilidad y prohibiciones 

señalados en el artículo 4 y 5 del Acuerdo 324 de 2013 expedido por el Consejo Directivo del 

Instituto Colombiano de Desarrollo Rural, vincule de manera directa y sin necesidad de 

convocatoria al opositor en los programas de acceso a tierras y proyectos productivos de desarrollo 

rural; o porque se conmina a la Unidad de Restitución de Tierras a estudiar la situación 

socioeconómica de los opositores, y de hallarse su condición de vulnerabilidad se le brinde la 

atención correspondiente como ocupantes secundarios (Ver matriz de Segundos Ocupantes en El 

Carmen de Bolívar). 

      De estas 54 sentencias analizadas, se identificaron 5 fallos que fueron modulados por las 

siguientes razones: 
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 La providencia de fecha 17 de septiembre de 2013 fue dejada sin efecto por parte de la 

Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Civil, en el trámite de acción de tutela 

instaurada por el opositor en el proceso de restitución de tierras, abriendo paso para un 

nuevo pronunciamiento por parte del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Cartagena, 

ordenando la restitución del predio a favor de la solicitante y pudiéndose acreditar la buena 

fe a favor del opositor y en consecuencia se ordenó una compensación en dinero a favor 

del opositor en el proceso. (Tribunal Superior del Distrito Judicial de Cartagena, Rad. 

132443121002201300021, 2016). 

 

 Al momento de dictarse la sentencia de fecha 31 de julio de 2015 se estableció que el 

opositor en el proceso había sido desplazado forzosamente del predio restituido como 

consecuencia del conflicto armado interno que tuvo incidencia en el área rural del 

municipio de El Carmen de Bolívar. En otro de los apartes de la sentencia la Sala sostuvo 

que el opositor era de estirpe campesina y dada su calidad de víctima de desplazamiento 

forzado se consideraba un sujeto en estado manifiesto de vulnerabilidad, circunstancia que 

requiere la adopción de medidas para contrarrestar la vulneración de sus derechos.  Sin 

embargo, la Sala negó una compensación al opositor por no acreditar la buena fe en la 

adquisición del predio. 

Frente a los pronunciamientos de la Corte Constitucional, y amparada en circunstancias de 

vulnerabilidad que se identificaron, el Despacho ordeno a la Unidad de Restitución de 

Tierras la caracterización del opositor, para determinar si cumplía con los presupuestos 

necesarios para ser reconocido como ocupante secundario. Siendo demostrado en el 
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informe de caracterización que el opositor no posee otro predio donde continuar 

desarrollando su trabajo y obtener recursos para solventar sus necesidades básicas. Por tal 

razón, la Sala modula la sentencia y se pronuncia y reconociendo al opositor como segundo 

ocupante y ordena a su favor la entrega de un predio equivalente al restituido, acompañado 

de la implementación de un proyecto productivo, y su priorización en el programa de 

Vivienda de Interés Social Rural- VISR. (Tribunal Superior del Distrito Judicial de 

Cartagena, Rad. 132443121001201200021, 2017). 

 

 La Unidad de Restitución de Tierras- Dirección Territorial Bolívar,  presenta memorial 

ante el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Cartagena, por medio del cual aporta la 

caracterización de la opositora, solicitando que sea reconocida como ocupante secundaria, 

razón por la cual la Sala se pronuncia acatando los pronunciamientos de la Corte 

Constitucional, y amparada en circunstancias de vulnerabilidad que se identificaron, 

manifestando que queda en evidencia la edad avanzada de la opositora, y que la 

subsistencia del hogar se deriva del inmueble que debe ser entregado al solicitante. Por tal 

razón la Sala decide modular la sentencia de fecha 12 de mayo de 2016 y reconoce a la 

opositora como segundo ocupante en condición de vulnerabilidad, teniendo en cuenta los 

criterios establecidos en el Acuerdo 029 de 2016. (Tribunal Superior del Distrito Judicial 

de Cartagena, Rad. 132443121001201300056, 2017). 
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 La Sala de Casación Civil de la Honorable Corte Suprema de Justicia, a través de sentencia 

de fecha 14 de enero de 2019, al interior de la acción de tutela promovida por el solicitante 

del predio, ordeno al Tribunal Superior del Distrito Judicial de Cartagena que:  

…en el término de dos (2) meses, contado a partir de la notificación de este proveído, realice 

la entrega del predio “Parcela No. 4- Los Chorros”, decretada en la sentencia emitida el 9 

de diciembre de 2016, dentro del proceso materia de esta acción. Si vencido ese plazo no se 

logra dicho cometido por la imposibilidad de reubicar la familiar que al parecer ocupa el 

inmueble, deberá la corporación accionada en un lapso similar inmediatamente posterior a 

aquel, dictar las determinaciones necesarias para hacer efectivos los derechos reconocidos 

al aquí quejoso, verificando la materialización de tales decisiones. 

 

       De conformidad con el acervo probatorio allegado al expediente,  con fundamento en 

las facultades establecidas en el artículo 102 de la ley 1448 de 2011, y de conformidad con 

la orden impartida en Honorable Corte Suprema de Justicia, la Sala procedió a modular la 

sentencia, argumentando que se encuentran en contraposición algunos derechos 

fundamentales entre el solicitante y la opositora, y una vez reconocida la opositora como 

segundo ocupante en ocasión a su estado de vulnerabilidad, reconociendo la afectación que 

puede ocasionársele a la opositora al desalojarla del predio objeto de restitución. 

         Ante la necesidad de garantizar el derecho a la reparación del restituido, sin mayores 

dilaciones, y a su vez proteger derechos fundamentales de la ocupante secundaria, la Sala 

del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Cartagena decide modular la sentencia, y en 

consecuencia ordena compensar con la entrega de un predio de igual o mejores 

características que el restituido a favor del solicitante, y la transferencia del predio a favor 
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de la opositora y su derecho a seguir explotando el predio. (Tribunal Superior del Distrito 

Judicial de Cartagena, Rad. 132443121001201400157, 2019). 

 

 En la sentencia de 28 de enero de 2016, se ordenó la compensación económica del predio 

al beneficiario de la sentencia en atención a la imposibilidad de restitución que había 

certificado YUMA CONCESIONARIA S.A., derivada del proyecto de interés Nacional 

denominado Ruta del Sol Sector 3. Posteriormente, en el proceso se demostró la 

desarrollabilidad del predio a pesar de la afectación por el Proyecto Ruta del Sol, por tal 

razón la Sala tomo medidas al respecto y ordeno la restitución jurídica y material a favor 

del beneficiario de la sentencia, la actualización de las bases de datos del Instituto 

Geográfico Agustín Codazzi- IGAC, comisión para la diligencia de entrega del predio al 

solicitante, implementación del sistema de alivios, entrega de subsidios, y diseño de un 

plan de retorno y apoyo general, entre otros. (Tribunal Superior del Distrito Judicial de 

Cartagena, Rad. 132443121002201400034, 2019). 

 

En este orden de ideas, la opinión de los segundos ocupantes en El Carmen de Bolívar es muy 

variada. Para algunos, pese a que reconocen la importancia de algunas de las medidas, consideran 

que lo importante era que no los sacaran del predio. Al respecto uno de los entrevistados manifestó: 

  

…yo lo único que digo que deben cambiar, es que al que este en la tierra es al que deben dejar, 

porque es un nuevo desplazado porque uno viene y sale para otra parte. (Entrevistado #10) 

 

En este mismo sentido, otra de las entrevistadas expresó:  
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…Que dejen a las personas que están en este momento en los predios, que no son ni traquetos, ni 

guerrilleros, ni paracos, que los dejen trabajar en sus predios, y al que está reclamando que lo 

indemnicen o lo lleven para otro lado. Que no muevan a la persona que ya tiene 8, 10, 12 años 

trabajando ahí, que no la muevan. El que tiene 8 años de estar por fuera no se afecta si lo ponen en 

otro lado, pero el que está trabajando y lo mueven si se afecta. (Entrevista #1) 

     

       Todas estas modulaciones de fallos fueron posteriores a los pronunciamientos de la Corte 

Constitucional en el tema de segundos ocupantes y sus pronunciamientos frente a la competencia 

del juez de restitución de restitución de tierras en el proceso. Ya vimos en los anteriores párrafos 

algunas primeras impresiones sobre dichas medidas por parte de los segundos ocupantes, pero, 

cómo han sido percibidas a profundidad estas medidas emitidas por los Jueces en las modulaciones 

no solo por segundos ocupantes, sino por otros actores del proceso. Eso se explorará en el siguiente 

capítulo.  
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CAPITULO III: MEDIDAS PROFERIDAS PARA LOS SEGUNDOS OCUPANTES EN 

LOS DIFERENTES FALLOS DE RESTITUCIÓN DE TIERRAS DEL MUNICIPIO DE 

EL CARMEN DE BOLÍVAR. 

       

     El presente capitulo pretende avanzar en el desarrollo del objetivo tercero Analizar el alcance 

de las medidas proferidas para los segundos ocupantes en los diferentes fallos de Restitución de 

Tierras del municipio de El Carmen de Bolívar, y a su vez reconstruir las percepciones de los 

despojados. 

 

     En un primero momento presentaremos las medidas proferidas para los segundos ocupantes en 

los fallos de restitución de tierras del municipio de El Carmen de Bolívar. En un segundo momento 

presentaremos a los protagonistas del capítulo; y en un tercer momento se abordarán las visiones 

sobre los diferentes temas que resultaron de los relatos de los entrevistados. 

 

1.1 Medidas proferidas para los segundos ocupantes en los fallos de restitución de tierras 

del municipio de El Carmen de Bolívar 

 
     Dentro de las medidas ordenadas por los Magistrados de restitución de tierras a favor de los 

segundos ocupantes, encontramos las siguientes: 

 

 Declarar acreditada la buena fe y condición de segundo ocupante. 
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 Ordenar al Fondo de la Unidad Administrativa Especial de Gestión de 

Restitución de Tierras Despojadas, como medida de atención la entrega de un 

predio equivalente al restituido, que en ningún caso tendrá una extensión 

superior a la Unidad Agrícola Familiar (UAF) calculada a nivel predial, 

acompañado de la implementación de un proyecto productivo, donde el valor 

de dicho proyecto productivo no superará el valor equivalente a veinticinco -

25- smmlv. No obstante, la medida de atención que se concede al opositor en 

este proceso se hará efectiva por parte del Fondo de la Unidad Administrativa 

Especial de Gestión de Restitución de Tierras, una vez se verifique por parte 

de la Unidad Administrativa Especial de Gestión de Restitución de Tierras con 

la Superintendencia de Notariado y Registro Delegada para la Protección, 

Restitución y Formalización que el señor no tenga predio alguno registrado a 

su nombre.  

 

 

 Se ordena a la Unidad Administrativa Especial para la Atención y Reparación 

Integral a las Víctimas- Dirección Territorial Bolívar, que con el objeto de 

evitar la afectación desproporcionada de los derechos del opositor, garantice- 

junto a su grupo familiar- si aún no lo ha hecho; o en su defecto continúe 

garantizándoles, el acceso a los programas de atención para la población 

desplazada especialmente en lo que respecta a los servicios de salud y 

educación para sus hijos menores; de igual forma se les garantice el acceso a 
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los programas de estabilización económica y se les incluya en los esquemas de 

acompañamiento para la población desplazada de conformidad como lo 

dispone el Decreto 4800 de 2011.  

 

 Se ordena al INCODER que previa verificación de los requisitos de 

elegibilidad y prohibiciones señalados en el artículo 4 y 5 del Acuerdo 324 de 

2013 expedido por el Consejo Directivo del Instituto Colombiano de 

Desarrollo Rural, vincule de manera directa y sin necesidad de convocatoria al 

opositor en los programas de acceso a tierras y proyectos productivos de 

desarrollo rural que abandera dicha institución; a fin de facilitarle no solo su 

acceso a la propiedad rural que, sino también la oportunidad de poseer un factor 

de producción que les facilite la generación de ingresos. 

 

 

 Reconocer la calidad de Ocupante Secundario al opositor, a efectos de que 

reciba la atención correspondiente por parte de las entidades del Estado. 

 

 Ordénese a la Unidad Administrativa Especial de Gestión en Restitución de 

Tierras Despojadas o Abandonadas Forzosamente- Dirección Territorial 

Bolívar, que garantice los derechos que le asisten al opositor en razón de su 

condición de ocupante secundario, a través de los programas que desarrolle 

para tales efectos y siempre que su condición supere el examen de carácter 

administrativo que se estime para su procedencia. 
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 Ordenar a la Unidad Administrativa Especial de Gestión de Restitución de 

Tierras Despojadas, que implemente la medida de protección para el ocupante 

secundario y su familia, que le permitan acceder a la tierra y a los proyectos 

que contribuyan a su estabilización socioeconómica, en el proyecto pertinente 

de conformidad con lo establecido en los principios y valores constitucionales, 

el Principio Pinheiro 17.2, el Decreto 440 de 2016 y la normatividad expedida 

por el Concejo Directivo de la Unidad para regular la ejecución de los 

programas que adelanta, acorde con lo expuesto en la parte motiva de este 

proveído. 

 

 Conminar a la Unidad de Restitución de Tierras a estudiar la situación 

socioeconómica de los opositores, y de hallarse su condición de vulnerabilidad 

se le brinde la atención correspondiente como ocupantes secundarios. 

 

 

 Ordenar a las entidades de carácter Nacional y en especial al Ministerio de 

Agricultura, y la Unidad de Restitución de Tierras la atención del opositor y su 

núcleo familiar en su condición de ocupante secundario, conforme lo 

establecen los Principios Phineiros, previa verificación del cumplimiento de 

los requisitos exigibles para ello. 
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 Se reconoce al opositor, la condición de segundo ocupante, y en consecuencia 

se ordena su atención. 

 

 

 Ordenar a la Unidad de Restitución de Tierras realizar al opositor y su núcleo 

familiar, dada su condición de ocupantes secundarios, una caracterización 

socioeconómica con el fin de precisar mediante auto con posterioridad a esta 

sentencia, las medidas de protección a tomar a favor de este último a la luz de 

lo dispuesto en la Constitución Política, los Principios Pinheiro y el Acuerdo 

No. 29 de 15 de abril de 2016. 

 

 ORDENESE  a la Unidad de Restitución de Tierras- UAEGRTD, adelantar un 

nuevo proceso de caracterización el cual implica un proceso de trabajo 

comunitario en terreno, que incluye la participación de expertos que recolecten 

la información relativa a la identificación de núcleo familiar, investigación en 

bases oficiales de datos que reporten la condición socioeconómica o 

patrimonial, y todo lo adicional que se requiera para emitir ordenes que 

respondan a la realidad, condición socioeconómica y forma en que se está 

vinculado al  inmueble objeto de entrega. El informe que de ello resulte, deberá 

arrimarse al expediente sin exceder el plazo de treinta (30) días calendarios, 

situación que será objeto de verificación en la etapa de pos-fallo; así como la 

consecuente determinación y adopción de medidas particulares y concretas que 
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se estimen necesarias para contrarrestar el efecto adverso que con la orden de 

restitución se le produce a la opositora. 

 

 Ordenar a la UAEGRTD brindar a dichos señores y sus núcleos familiares las 

respectivas medidas de protección previstas en el Acuerdo No. 29 de 15 de 

abril de 2016 y conforme a la Constitución Política y los Principios Pinheiro. 

 

 Ordenar a la Unidad Administrativa Especial de Gestión de Restitución de 

Tierras Despojadas y Abandonadas Forzosamente- Territorial Bolívar que 

dentro del término de dos (2) meses efectúe nuevo proceso de caracterización 

a los opositores, tendiente a identificar condiciones de vulnerabilidad, núcleo 

familiar, fuente de ingresos, propiedades, vinculación al sistema general de 

salud, educación, vivienda, subsidios o beneficios otorgados por el Estado y 

demás aspectos socioeconómicos, allegando las pruebas correspondientes. En 

el mismo término deberá allegar la caracterización. 

 

 Se le reconoce como segunda ocupante del predio objeto de restitución, con el 

derecho a ser acceder a una medida afirmativa de asistencia y atención, la cual 

será determinada en pos-fallo, una vez se verifique a partir de un estudio de 

caracterización, la que resulte más adecuada y proporcional al nivel de 

insatisfacción de los derechos lesionados con la orden de restitución. - Ordenar 

a la Unidad Administrativa Especial de Gestión de Restitución de Tierras- 

UAEGRTD, que arrime al proceso en el menor tiempo posible, el cual no 
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excede de treinta (30) días calendarios siguientes a la notificación de la 

sentencia, una adición al estudio de caracterización que le viene realizando a 

la opositora, el cual implique un proceso de trabajo comunitario en terreno, que 

incluye la participación de expertos que recolecten la información social, 

económica y cultural, identificación del núcleo familiar, investigación en bases 

de datos nacionales que reporten su vinculación a otros predios en catastro y 

registro, así como el estado financiero de aquella a través de indagación en 

bancos, fosyga, y demás que resulten pertinentes para establecer la condición 

económica, especialmente el nivel de pobreza de aquella, debiéndose 

acompañar al informe el soporte respectivo de las consultas que para tal efecto 

se realicen. 

 

 Ordenase a la Agencia Nacional de Tierras- Regional Bolívar, adelante la 

revocatoria de la Resolución 008982 de diciembre 26 de 2014, para en su lugar, 

continuar de forma inmediata y prioritaria con el trámite de adjudicación a 

favor del opositor. 

 

 Se ordena a la Unidad Administrativa Especial de Restitución de Tierras 

Despojadas, darle aplicación a lo previsto en el Acuerdo 033 del 9 de diciembre 

del 2016 emitido por la misma entidad, para los eventos en que el ocupante 

secundario sin tierra, habite o derive del predio restituido sus medios de 

subsistencia (art. 8°), por consiguiente, deberá: i) OTORGARLE una medida 
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de atención correspondiente a la entrega de un inmueble con una extensión no 

mayor a una Unidad Agrícola Familiar (UAF) calculada a nivel predial, 

acompañado de la implementación de un proyecto productivo. ii) 

GESTIONAR la priorización del señor Opositor al programa de Vivienda de 

Interés Social Rural (VISR). 

 

 Para efectos de establecer la medida de atención que resulte procedente se 

ordena a la Unidad de restitución de tierras que, dentro del término de un mes, 

efectúe caracterización al antes citado que cumpla los parámetros del DNP y 

en la cual se evidencie su condición socioeconómica, bienes, ingresos y demás 

circunstancias de vulnerabilidad. 

 

 Ordenar a la Unidad Administrativa Especial de Gestión de Restitución de 

Tierras Despojadas Dirección Territorial Bolívar que en un término no a 

superior a treinta (30) días, realice un informe de caracterización del núcleo 

familiar del opositor, para determinar su situación socioeconómico actual, sus 

fuentes de ingresos, si explota un predio distinto a la vez. El informe en 

cuestión debe cumplir con los parámetros establecidos por el Departamento 

Nacional de Planeación y contar con la participación de la Defensoría Pública 

en el establecimiento de los criterios orientadores, así mismo debe estar 

debidamente soportada con certificados de entidades estatales como 

Superintendencia de Notariado y registro y agencia Nacional de Tierras a fin 

de verificar si el caracterizado o su núcleo familiar ostenta condición de 
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propietario, poseedor u ocupante de otro inmueble y si realiza alguna 

explotación económica sobre el mismo. Además, deberá indicarse con claridad 

el nivel de pobreza del opositor, si está inscrito como comerciante o propietario 

de algún establecimiento de comercio, si posee cuentas bancarias o créditos, 

relación de ingresos y egresos del núcleo familiar con sus respectivos soportes 

y determinar si el opositor cumple con los requisitos de postulación al 

programa de vivienda de interés social rural. Cumplida la anterior disposición 

la Unidad deberá remitir tal información a esta Sala, a efectos de imprimir las 

órdenes necesarias para la adecuada protección del opositor en el pos-fallo. 

 

 Ordenar al Ministerio de Vivienda, Ministerio de Agricultura, la Agencia 

Nacional de Tierras, a la Presidencia de la Republica, la Alcaldía de El Carmen 

de Bolívar y la Unidad Administrativa Especial de Gestión de Restitución de 

Tierras deberán, atendiendo a las directrices internas de la última, criterio 

auxiliar para la determinación de las medidas atención segundos ocupantes, 

incluir a los opositores mencionados para la entrega de predios equivalentes a 

una Unidad Agrícola Familiar- UAF, y propender porque sea acompañado de 

un proyecto productivo ello si no existiere impedimento legal para ello y se le 

ordenará a la Unidad Administrativa Especial de Gestión de Restitución de 

Tierras que realice las gestiones para su priorización al programa de vivienda 

de interés social rural (VISR) ante a entidad competente para tal tramite. 
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 Se ordena al FONDO de la Unidad Administrativa Especial de Gestión de 

Restitución de Tierras Despojadas, proceda a entregar un valor en dinero 

equivalente al cincuenta por ciento del avalúo comercial del bien restituido 

($29,714,950) sin superar en todo caso el valor de la Unidad Agrícola Familiar 

(UAF) calculada a nivel predial, conforme al artículo 27 de la Resolución 041 

de 1995, expedida por la Junta Directiva del INCORA. Para tales efectos se le 

concede el término de tres meses (3). 

 

      Como podemos observar, las medidas conferidas van encaminadas al otorgamiento de 

tierras, implementación de proyectos productivos, gestión de priorización para acceso al 

subsidio de vivienda, formalización de la tierra, compensación en dinero, acceso a salud, 

educación, entre otras, cuyo objetivo es hacer menos gravoso el desalojo forzoso que conlleva 

la entrega material del predio restituido y de esta manera poder acceder a otra tierra y/o a  

proyectos que contribuyan a su estabilización socioeconómica. 

 

      Ahora analizaremos el alcance de esas medidas proferidas en los diferentes fallos de 

Restitución de Tierras del municipio de El Carmen de Bolívar, para los segundos ocupantes. 

 

1.2 Percepciones de funcionarios e intervinientes que hicieron parte de los procesos de 

restitución de tierras en el municipio de El Carmen de Bolívar 

 
      Como se señaló en la metodología, para la realización de buena parte de este capítulo, se 

utilizarán los insumos provenientes de entrevistas semiestructuradas realizadas a 4 segundos 
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ocupantes reconocidos, 4 funcionarios y 2 beneficiarios de sentencias de restitución de tierras. 

Todos ellos hicieron parte de procesos de restitución de tierras del municipio de El Carmen de 

Bolívar. 

      Las preguntas orientadoras estuvieron enfocadas a describir cuales factores facilitan o 

dificultan la restitución de tierras en esta región, conocer si las medidas jurídicas y sociales 

implementadas para la protección de derechos de los segundos ocupantes son suficientes para 

finalizar los conflictos por la tierra entre restituidos y segundos ocupantes, y analizar si los 

restituidos y los opositores quedan satisfechos con las medidas a su favor.  

 

      Mencionado lo anterior, seguiremos con la presentación de cada uno de los protagonistas del 

capítulo y se abordarán las visiones sobre los diferentes temas, desde los relatos de cada uno de 

ellos. Esta información fue triangulada con los referentes conceptuales expuestos en el marco 

teórico, para aproximarnos a una interpretación adecuada del fenómeno en estudio.  

 

 

1.3 Los Hechos y los relatos 

 
 

       A continuación, se ahonda en los relatos frente a la experiencia de algunos funcionarios y 

de los intervinientes en los procesos de restitución de tierras, para lo cual se llevó a cabo un 

proceso de análisis y categorización de las entrevistas, tomando en consideración las categorías 

emergentes y patrones recurrentes en la información primaria. 

       Posteriormente, se codificó a través del método de comparación y cuestionamiento 

continuo, con el propósito de extraer las categorías y sub categorías emergentes.  
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      Los datos dan cuenta de las dificultades en los procesos de restitución de tierras en el 

municipio de El Carmen de Bolívar, e indagan si las medidas jurídicas y sociales 

implementadas para la protección de derechos de los segundos ocupantes han sido suficientes 

para finalizar los conflictos por la tierra entre restituidos y segundos ocupantes. 

      Seguidamente se presenta el análisis e interpretación para cada una de las entrevistas 

realizadas: 

Información primaria 

 
Perspectiva 

Funcionario 

Segundo ocupante 

Restituido 

 

     1.3.1.   Procesos de restitución de tierras en el Departamento de Bolívar. Realidades 

       Los datos primarios son muy dicientes, los funcionarios entrevistados coinciden en 

manifestar que, si existen dificultades en los procesos de restitución de tierras, entre las que se 

encuentran el incumplimiento de las órdenes impartidas en los fallos judiciales parte de algunas 

entidades, lo que a su vez genera inconvenientes con las entregas materiales de predios, y por 

consiguiente repercute en la aplicación de las órdenes impartidas por el Tribunal para la 

atención de segundos ocupantes. 

       Así mismo, manifiestan que existen dificultades con la notificación que se debe hacer en 

la etapa administrativa y judicial, debido a que muy difícilmente se puede ubicar a las personas 

a los cuales la Defensoría del Pueblo, e incluso la misma unidad de restitución de tierras le va 

a prestar un servicio. 

 Cumplimiento de ordenes 

Categorías Información insuficiente 
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 Insuficiencia de abogados 

 

Frente a esta situación, una de las funcionarios entrevistadas manifestó: 

El tema comienza cuando el Juez dicta la Sentencia, ósea, a partir de la sentencia comienzan las 

dificultades en la ejecución de las ordenes, eso es lo que yo podría sintetizar, problemas con las 

entregas materiales, problemas con, no digamos que la logística porque la logística siempre se 

brinda, pero si con la parte de la atención de las ordenes que da el Tribunal en materia de atención 

de segundos ocupantes. Tenemos muchas dificultades con respecto a eso, pienso que es uno de los 

atrasos grandes que tenemos para efectos de poder seguir adelante es ese … Podemos tener un 

proceso rápido, efectivo, y un reconocimiento de derechos con una   sentencia, pero si las ordenes 

que se dan en la sentencia no se pueden cumplir en su totalidad por falta de esa diligencia para poder 

suplir las necesidades de los segundos ocupantes que es el tema más delicado que estamos tratando 

aquí, entonces se hace inefectivo todo el esfuerzo que se hace. (Entrevistada #3) 

       

1.3.2. Mejoramiento del proceso de restitución de tierras a los campesinos despojados.  

Observaciones y/o recomendaciones 

Los entrevistados coinciden en manifestar que a futuro deben hacerse ajustes a la 

política pública de restitución de tierras, de hecho, del procesamiento y análisis 

encontramos desde una perspectiva macro que:  

 Los trámites son engorrosos. 

 Se presentan enfrentamientos de campesino con campesino.  

 Hay insuficiencia de abogados defensores y atrasos para la compra de predios.  
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 Que el Gobierno Nacional debería disponer de los recursos económicos 

suficientes para que el proceso de restitución de tierras fluya de la mejor 

manera.  

Así mismo, se requiere agilizar los procesos de la Unidad de restitución de tierras 

ya que los trámites burocráticos administrativos que tiene la Unidad de Restitución de 

tierras, atrasan el proceso, y desvaloriza la labor de los jueces.  La idea de un proceso de 

restitución de tierras es que culmine con una sentencia cuyos efectos puedan ser el disfrute 

y el goce de los derechos reconocidos a campesinos víctimas del conflicto armado, ya sean 

restituidos o segundos ocupantes. 

 Compra de predios 

Categorías Trámites engorrosos 

 Insuficiencia de abogados 

 

Sobre este punto uno de los funcionarios entrevistados expresó: 

 

…La recomendación que estoy efectuando es que se disponga de los recursos económicos 

suficientes por parte del Gobierno Nacional para que el proceso de restitución de tierras 

fluya de la mejor manera, en términos generales… (Entrevistado #5) 

 

Así mismo, sobre la defensa de los segundos ocupantes otra las funcionarias entrevistadas señaló: 

 

…yo pensaría que es necesario que tengan más de un abogado contratado con sede en El Carmen 

de Bolívar, para que pueda establecer la defensa de esas personas, incluso, en el pasado un poco 

más mediato los defensores tenían problemas para ubicar a los campesinos, para citarse con los 
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campesinos etcétera, dado a que no vivían en la zona, entonces tenían que desplazarse desde 

Cartagena hacia allá, los problemas de comunicación etcétera…(Entrevistada #4) 

 

1.3.3.  Factores facilitadores de los procesos de restitución de tierras en la región. 

Para los entrevistados entre los factores facilitadores de los procesos de restitución 

de tierras, está la disposición que tiene la Unidad de Restitución de Tierras de darle al juez 

todas las herramientas necesarias para poder dictar su fallo, así como también un buen 

reporte de seguridad y la cesación del conflicto armado, lo cual  permite que se adelanten 

procesos de restitución de tierras sin problemas con la seguridad, aunque no todo es perfecto 

porque hay zonas en las que aún quedan secuelas del conflicto armado como las minas 

antipersona, que conllevan a tener especial cuidado. 

No obstante, pese a esos factores facilitadores para la implementación de la política 

de restitución de tierras, coinciden en manifestar que, aunque sea un proceso rápido y 

efectivo, si las ordenes que se dan en la sentencia no se pueden cumplir en su totalidad por 

falta de diligencia de las entidades, entonces se hace inefectivo todo el esfuerzo que se hace.  

        Igualmente manifiestan que en muchas de las oficinas de las entidades que deben 

administrar los procesos de tierras a nivel nacional y regional, la información no está 

actualizada, por lo que, mientras no exista una sistematización o una actualización en los 

sistemas de información, será un inconveniente que afecta la celeridad en la 

implementación de la política pública de restitución de tierras. 

 Herramientas a los jueces para los fallos 

Categorías Reporte de seguridad en la zona 

 Cesación del conflicto armado 
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Al respecto uno de los funcionarios entrevistados manifestó:  

 

…se está trabajando como lo dije en coordinación con las entidades del Estado, con la fuerza 

pública, para efectos de poder llevar un proceso lo más transparente posible y que podamos 

resarcir los derechos vulnerados pues por el conflicto armado de aquellas familias que 

fueron obligadas a abandonar y que salieron despojadas (Entrevistado #5) 

 

 Pero de la misma forma una de las funcionarias fue más autocrítica al señalar que:  

 

…pero de nada vale tener fallos si no tenemos el cumplimiento de esos fallos… 

(Entrevistada #3) 

 

1.3.4 Avances en la restitución de tierras en el municipio de El Carmen de 

Bolívar 

Para los entrevistados El Carmen de Bolívar fue uno de los municipios más 

afectados por el conflicto armado a nivel nacional, y esto ha sido una motivación para que 

la ley sea aplicada de manera intensiva en el municipio, en el cual se ha ido aplicando la ley 

de manera gradual y progresiva de tal forma que a la fecha está casi totalizado la cobertura 

territorial de las solicitudes de restitución de tierras. Por consiguiente, se ha trabajado en 

coordinación con las entidades del Estado, con la fuerza pública para efectos de poder llevar 

un proceso lo más transparente posible, de tal manera que se pueda resarcir los derechos 

vulnerados de aquellas familias que fueron obligadas a abandonar y que salieron despojadas 

de sus predios como consecuencia del conflicto armado. 



 

105 
 
 

La implementación de esta ley es una verdadera reivindicación de los derechos de 

todas aquellas personas que resultaron victimas dentro del conflicto armado. 

Por otro lado, refieren que existe una cantidad de sentencias con fallos en que no 

han sido entregados los predios, que no han sido implementados los proyectos productivos, 

que no han sido titulados los predios por parte de la Agencia Nacional de Tierras, lo que 

indica que los jueces deben comenzar a hacer un barrido para el cumplimiento de órdenes 

que solo se puede hacer con la colaboración de las entidades. Con la procuraduría se han 

hecho algunas tareas muy beneficiosas, por ejemplo unas audiencias donde recopilan todos 

los fallos de una zona en especial y comienzan a indagar con las entidades por la falta de 

cumplimiento. 

 

Para un mayor avance en el cumplimiento de las ordenes por parte de las entidades, 

una de las funcionarias entrevistadas manifiesta que hace falta un poco de coerción, 

señalando que: 

  

falta un poquito de coerción de parte de nosotros los jueces, que ya llego el tiempo en que 

comencemos a compulsar copias por ejemplo, eso es lo que hemos querido evitar hasta el 

día de hoy, para que las entidades y los funcionarios encargados sepan que si no se apresuran 

a dar cumplimiento, no porque queremos dar resultados, sino porque queremos beneficiar a 

víctimas que están esperando por años el goce de sus derechos, ósea no se puede tener una 

sentencia y un reconocimiento de derechos en un papel para enmarcar si ellos no están 

disfrutando sus derechos (Entrevistada #3) 
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1.3.5 Medidas jurídicas y sociales implementadas para la protección de 

derechos. 

Los funcionarios entrevistados manifiestan que las medidas jurídicas y sociales 

implementadas para la protección de derechos de los segundos ocupantes son pertinentes, 

son idóneas, son equilibradas, que la ley tiene todos los mecanismos y las herramientas para 

poder brindarle a las víctimas el reconocimiento de sus derechos, pero se requiere que todas 

las entidades que conforman el SNARIV, dispongan de los recursos necesarios para el 

cumplimiento de las órdenes impartidas por los jueces. 

Por otra parte consideran que a pesar de que existen algunos elementos que permiten 

simplificar un impacto de la aplicación de la ley, hay elementos importantes que hasta el 

momento son construidos, pero que es necesario que se siga haciendo más apoyo judicial y 

formativo,  que permitan de alguna manera hacer menos lesivo el impacto que puede causar 

la política de restitución de tierras en la situación de las familias que no tuvieron nada que 

ver con los hechos de violencia, y que hoy ocupan los predios objeto de restitución. 

También se hace necesario el fortalecimiento de articulación institucional para hacer 

estos procesos más agiles, con el total cumplimiento de fallos, lo cual permitiría 

reivindicación de los derechos de todas aquellas personas que resultaron involucradas en 

un proceso de restitución de tierras. 

Igualmente manifiestan que hace falta fortalecer el proceso de acompañamiento 

psicosocial. 

Sobre este punto una de las funcionarias entrevistadas manifestó: 

…el fortalecimiento institucional y establecer medidas un poco más agiles, completas, en 

la entrega material de los predios, de las ayudas subsiguientes a la entrega material como 
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son la implementación de los proyectos productivos, que se haga de manera mucho más 

ágil, los programas, articular mejor el tema de vivienda rural a través del Banco Agrario de 

Colombia para que estos procesos sean mucho más rápidos, mucho más agiles y sea de una 

manera más expedita para que los tiempos se acorten y las personas puedan rehacer sus 

proyectos de vida de una manera más rápida. Hasta el momento lo que se ha visto es que 

hay algunas dificultades institucionales y como te digo se hace necesario el fortalecimiento 

de articulación institucional para hacer estos procesos más agiles y que pueda haber un 

verdadero arraigo en las tierras que fueron despojadas o que fueron abandonadas 

Entrevistada #4) 

 

Con respecto a este punto, es interesante recordar la metáfora de Lederach (2003) cuando 

nos señala que, para entender los conflictos de cualquier tipo, tenemos que poner unos “lentes”.    

Con los lentes no solo debemos observar lo que él denomina “la situación inmediata”, sino que 

además debemos observar “el contexto y los patrones subyacentes”. En este mismo sentido, 

Galtung (2009) en su triangulo de la violencia nos recuerda que, a toda “violencia física”, le 

subyacen unas “violencias culturales o estructurales” que la incentivan. 

  

Utilizando estas categorías de análisis del marco teórico, podemos clasificar los actos de 

abandono, despojo, desplazamientos, amenazas, compras a precios injustos, etc. en términos de 

Lederach como “situaciones inmediatas” o en términos de Galtung “violencia física”. Es decir, 

esos actos conflictivos violentos visibles y evidentes. Con respecto a estos, exploratoriamente se 

pude afirmar, que las sentencias de restitución de tierra y sus modulaciones han avanzado, puesto 
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que tratan en la medida de lo posible de reparar estos hechos victimizantes. Al respecto, una de las 

campesinas restituidas manifestó:  

 

…Yo estoy contenta, lo que si es que como las ayudas creo que ya se terminaron, yo de pronto lo 

que necesitaba era otra ayudita porque usted sabe que uno pobre. De todas maneras, uno allá en ese 

monte, este año no hicimos nada, pero ya yo le dije a los hijos míos ahora el otro año vamos a ver 

si sembramos allá otra vez porque de todas maneras sembrando uno cuenta con lo que siembra 

(Entrevistada #7) 

 

    Pero como evidenciamos en párrafos anteriores, no todos los solicitantes y segundos ocupantes 

tienen la misma percepción. Algunos solicitantes, pese a haber sido restituidos, manifiestan que 

debe haber “más celeridad” en los procesos, lo que coincide con las opiniones expresadas por 

funcionarios. Al respecto una de ellas señaló:  

 

Me gustaría que sean más rápidos, aunque nosotros tenemos claro que nos van a restituir esa tierra, 

pero que no nos van a dar un proyecto productivo porque ya nos fue dado un proyecto productivo, 

ni nos van a hacer una vivienda. Nosotros queremos es que nos restituyan ese pedazo de tierra rápido 

para ponerla a producir. (Entrevistada #8) 

 

     Este tipo de aspectos más profundos señalados en las entrevistas, que pueden ser identificados 

como categorías emergentes, como lo son la falta de recursos por parte del gobierno, falta de apoyo 

institucional, falta de coordinación interinstitucional y poca celeridad en los procesos, podemos 

identificarlos con “el contexto y los patrones subyacentes” en términos de Lederach, o, como 
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ejemplos de “situaciones de violencia estructural” en palabras de Galtung, es decir, ese conjunto 

de diseños institucionales y fallas estructurales, que si bien, no necesariamente ejercen violencia 

directa sobre los solicitantes o segundos ocupantes, como no sean transformadas, tienen el 

potencial de revictimizar a los participantes, generar nuestras frustraciones y/o provocar  nuevos 

conflictos.  

Conflictividad asociada a los casos de segundos ocupantes 

Categoría de Lederach Ejemplos 

Situaciones inmediatas  Situaciones victimizantes diversas, abandono, desplazamiento, asesinato, 

despojo, amenazas, presiones indebidas para comprar sus tierras, ventas a 

precios injustos 

Contexto y/o patrones y relaciones 

subyacentes  

Abandono estatal, errores iniciales en la Ley 1448, falta de apoyo y/o 

coordinación institucional, falta de recursos, poca celeridad en los procesos, 

desconfianzas   

Fuente: elaboración propia con base en las entrevistas y los conceptos de Lederach (2009) 

 

En ese orden de ideas, se necesita también que el Estado cuente con políticas de desarrollo 

rural y dotación de tierras a las cuales se pueda articular la política de restitución, ya que “en su 

diseño, la política de restitución de tierras tiene un gran potencial transformador, aunado a su 

propósito reparador. Sin embargo, su implementación no ha estado acompañada ni adecuadamente 

articulada a políticas sociales que potencien sus efectos y que contribuyan a la positiva 

transformación democrática que exige el país”. (Martínez, Hoberth, 2019, pág. 24) 

 

       Como señalan Lederach y Galtung, la construcción de paz es un proceso difícil, puesto que los 

actores tienen identidades, intereses y creencias fuertemente opuestas sobre lo que consideran 
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valioso. Al respecto es importante traer a colación la opinión manifestada por una de las segundas 

ocupantes entrevistadas, totalmente opuesta al proceso de restitución de tierras en El Carmen de 

Bolívar:  

 

Yo pienso que en los Montes de María, en el área de El Carmen de Bolívar no tiene por qué haber 

restitución de tierras, aquí nadie fue obligado, fue presionado para que vendiera, yo no creo estar 

loca, ni haber perdido la memoria, pero yo recuerdo que en la casa de Jairo Bayuelo se hacían filas 

hasta de 4 cuadras con gente con los papeles debajo del brazo ofreciendo su tierra, y esos son los 

predios que hoy la gran mayoría está reclamando. Y eso nadie lo recuerda. Yo no sé si tu recuerdas 

eso. Aquí no vinieron paracos a despojar porque aquí los paracos aquí llegaban hacían lo que tenían 

que hacer y se iban, aquí los paracos no llegaron a invertir. El que diga que aquí llegaron paracos a 

invertir dice mentiras. (Entrevistada #1) 

 

Esta opinión tiene dos aspectos que es necesario profundizar. El primero, tiene que ver con 

lo que se llamó en el marco teórico “cadena del despojo”. Según la CRNN (2010) los procesos de 

abandono y despojo de tierras en los Montes de María no deben ser entendidos como un momento, 

sino como un proceso complejo y dinámico, en el que participaron múltiples actores en distintos 

momentos, no necesariamente coordinados. En ese orden de ideas, podría expresarse, que si bien, 

los que realizaron compran masivas de tierras en El Carmen de Bolívar no eran “paracos” como 

señala la entrevistada, si fueron elites empresariales y/o intermediarios, que se pudieron haber 

aprovechado del estado de necesidad de muchos campesinos (estado de necesidad relacionado con 

ser víctimas del conflicto armado) para, en ocasiones, comprarles las tierras a precios injustos y/o 
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aprovecharse de argucias jurídicas, como lo señalan los estudios de la CRNN y de Alejandro Reyes 

(2016). 

 

El segundo punto se refiere a la percepción de la entrevistada. Su opinión del proceso de 

restitución de tierras- aunque fuerte y opuesta a el- es precisamente el reflejo de sociedades 

fuertemente divididas por procesos de violencia política, como lo fue los Montes de María en el 

contexto del conflicto armado. Este tipo de opiniones tan polarizadas sobre hechos políticos son 

esperables en cómo lo llama Lederach “sociedades profundamente divididas” (2007) 

 

Por tal motivo, no es de sorprender encontrar opiniones encontradas. Por ejemplo, otro de 

los segundos ocupantes expresó una opinión opuesta, abriendo la puerta al dialogo y a la 

construcción conjunta: 

 

…yo en mi concepto le he dicho a varios amigos míos (segundos ocupantes), que pelear, discutir y 

jalar machete no es bueno, mejor saber uno que lo van a incluir en otra parte, entonces yo le he 

dicho a ellos que mejor no tener enemistad ni enemigo en ninguna parte, así como yo salí que ni 

enemigo ni enemistad… (Entrevistado #9)  

 

El anterior comentario abre la posibilidad de entender la construcción de paz tal como la 

definió Galtung (1998) como la capacidad que tienen los grupos humanos de transformar los 

conflictos a través de la no violencia, la empatía y la creatividad. Entendiendo que, como se señaló 

en el marco teórico, los conflictos sociales por lo general son inevitables y casi siempre seguirán 

latentes. El ideal entonces no es que desaparezcan los conflictos, sino evitar que sean mediados a 
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través de la violencia. Precisamente lo que se espera es que sean tramitados a través de instituciones 

diseñadas para ello, en este caso, la Ley 1448 de 2011, las sentencias proferidas por los jueces y 

sus respectivas modulaciones. 

Esta posición es compartida por una de las funcionarias entrevistadas, quien expresó: 

 

…los conflictos no se van acabar Mayra, siempre va a haber una insatisfacción, esta tarea no trae 

100% conformismo en la comunidad, no, va a haber mucha decepción, mucha frustración, pero 

bueno, por lo menos se está intentando resarcir, se está intentando reconfortar el daño que se sufrió. 

Esa tarea social es bien importante… (Entrevistada #3)  

 

Vistos los anteriores puntos de vista de los entrevistados, es pertinente traer a colación lo 

señalado por Lederach (2007) quien sostiene que construir la paz en los conflictos actuales requiere 

un compromiso a largo plazo para establecer una infraestructura que abarque todos los niveles de 

la sociedad. Esto es todavía más crítico en contextos como el colombiano en general y el 

montemariano en particular, donde, pese que la magnitud del conflicto armado ha bajo 

considerablemente, los Montes de María pueden considerarse todavía como una zona en 

“posconflicto con violencia de baja intensidad” (Mercado, 2018). Al respecto uno de los 

funcionarios entrevistados anotó:  

 

…aquí tenemos una favorabilidad en esta región que sobre todo en el departamento es bastante 

complejo, pero una facilidad como tal esta la cesación del conflicto armado, hay algunas zonas 

todavía donde existían conflictos, o quedaron las secuelas del conflicto con el tema de minas 

antipersonales, con el tema de algunas organizaciones clandestinas que depronto antirestitución, que 
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podían afectar el proceso son como los elementos más preocupantes de este proceso (Entrevistado 

#6) 

 

Complementando esta percepción, otra de las funcionarias manifestó:  

 

…la situación de orden público del país tampoco está en las mejores condiciones, eso también nos 

trae cierto desasosiego para nuestro trabajo, ya no es con tanta libertad que nosotros nos movemos 

hacia la montaña como lo hacíamos hace como dos años atrás, ya encontramos un muerto en la 

mitad del camino, ya las autoridades no nos hablan con claridad sobre el tema de la presencia de 

grupos en la montaña. (Entrevistada #3) 

 

En ese orden de ideas, se hace necesario es compromiso por parte de las entidades que 

cumplen órdenes a favor de restituidos y segundos ocupantes, teniendo claro que del cumplimiento 

de estos fallos depende la protección de derechos fundamentales de víctimas del conflicto armado 

y de personas vulnerables. 

 

 

1.4 CONCLUSIONES 

 
      De la presente investigación se desprenden una serie de conclusiones relevantes que 

podrían aportar al mejoramiento de los procesos de restitución de tierras y el cumplimiento de 

órdenes por parte de las entidades. El análisis de los fallos de restitución de tierras en el 

municipio de El Carmen de Bolívar ha permitido concluir que pese a que la ley 1448 de 2011 

omitió regular concretamente la situación de los segundos ocupantes, se estructuró una 
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respuesta institucional a la problemática, en primer lugar por parte de la Unidad de Restitución 

de Tierras, la cual expidió conceptos jurídicos que recomendaban a los jueces y magistrados 

de restitución de tierras flexibilizar la exigencia de la buena fe exenta de culpa, cuando el 

opositor fuese víctima de conflicto armado o cuando se encontrara en condiciones de 

vulnerabilidad. 

      Posteriormente, la Corte Constitucional comenzó a pronunciarse sobre el tema en la 

Sentencia C-330 del 23 de junio de 2016, en virtud de los principios de colaboración armónica 

y supremacía de la Constitución, planteando que los Acuerdos proferidos por la URT no podían 

ser interpretadas como una respuesta adecuada a la problemática, pues carecen de la estabilidad 

y de la legitimidad democrática exigidas para la regulación de un problema como el de los 

segundos ocupantes. Por consiguiente, la Corte exhortó al Gobierno Nacional y al Congreso 

de la República, para que conjuntamente establezcan una normatividad y una política pública 

integral, comprensiva y suficiente para la situación de los segundos ocupantes. 

     Aunque la Corte Constitucional Exhortó a establecer una política pública integral para esta 

población en el año 2016, lamentablemente han pasado más 3 años sin que el Gobierno 

Nacional o el Congreso hayan acatado la orden de expedir una ley o decreto en favor de los 

segundos ocupantes. 

     Por lo tanto, los Jueces siguen acudiendo a los criterios de equidad y ponderación de 

derechos, ante el enfrentamiento de intereses similares constitucionales que optan por brindar 

la garantía de derechos para ambas partes. 
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      Pese a la respuesta institucional para dar solución a la problemática de los segundos 

ocupantes, existe un incumplimiento por parte de las entidades que tienen el deber de cumplir 

órdenes en favor de esta población, para las medidas de atención que garanticen los derechos 

de forma integral, esta situación es muy preocupante, porque de nada sirve tener una sentencia 

a favor, si no se materializa el goce efectivo de los derechos en condiciones de dignidad. Así 

lo afirma Andrea Lopera Lombana cuando señala: 

Existe incumplimiento en las medidas de atención que garanticen los derechos de forma integral 

desde el inicio de los procesos de restitución y esto es responsabilidad tanto del Gobierno 

nacional como de los funcionarios de las URT, jueces y magistrados con competencia en el 

tema, porque, en últimas, es en la caracterización de los casos, a cargo de los primeros; en los 

fallos judiciales y en el respectivo seguimiento al cumplimiento, a cargo de los segundos, en 

donde se materializa el goce efectivo de los derechos en condiciones de dignidad, seguridad y 

voluntariedad”. (Lopera, Andrea, 2016, pág. 25) 

 

     Este incumplimiento por parte de las entidades que tienen a su cargo órdenes a favor de 

estos segundos ocupantes deja un sinsabor en esta población especial, al tener que esperar más 

de 2 años por el cumplimiento de estas medidas, teniendo que ser expuestos a diligencias de 

desalojo que vulneran sus derechos a la vivienda digna, al debido proceso, al trabajo y al 

mínimo vital. Para estas personas el daño moral que se les ha causado no puede ser reparado y 

por dinero, y se sienten despojados por el Estado al no tener nada que ver con el conflicto 

armado y haber adquirido de buena fe los predios solicitados en restitución. 
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      Es importante señalar la debilidad en la articulación de la institucionalidad local, los jueces 

y procuradores de tierras no se sienten satisfechos con la gestión de las Alcaldías de los 

municipios en el cumplimiento de órdenes de restitución de tierras, ya que presentan serias 

deficiencias en la asignación de personal y de recursos para la atención de los segundos 

ocupantes, siendo entonces importante la capacitación de las administraciones locales en el 

tema.   

 

        Finalmente, pese a que la Ley 1448 de 2011 establece que se entiende por restitución la 

realización de medidas para el restablecimiento de la situación anterior a las violaciones 

contempladas en el artículo 3o de dicha ley, también es cierto que la misma ley en su artículo 

72 establece que “El Estado colombiano adoptará las medidas requeridas para la restitución 

jurídica y material de las tierras a los despojados y desplazados. De no ser posible la 

restitución, para determinar y reconocer la compensación correspondiente”. 
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No. Radicado Despacho Magistrado (a) Ponente Fecha de Sentencia Solicitante Genero Opositor Genero Predio Segundos Ocupantes Potenciales Segundos Ocupantes Reconocidos Modulacion

1 132443121002201300023-00 Tribunal Superior del Distrito Judicial de Cartagena Laura Elena Cantillo Araujo 11/02/2014 Alvaro Alfonso Alvarez Caro Masculino Orlean Yaneth Agamez Florez Femenino Santa Ines Si No N/A

Manuel Francisco Vergara Martínez Masculino Humberto David Torres Correa Masculino Si No N/A

Deisy Elena Tovar Figueroa Femenino Hugo Armando Torres Correa Masculino Si No N/A

3 132443121002201300007-00 Tribunal Superior del Distrito Judicial de Cartagena Laura Elena Cantillo Araujo 12/09/2013 Luis Roberto Sanabria Torres Masculino Manuel Enrique Perez Caro Masculino Parcela 26- Caño Negro Si No N/A

4 132443121002201300021-00 Tribunal Superior del Distrito Judicial de Cartagena Laura Elena Cantillo Araujo 17/09/2013 Delfina Isabel Luna Arrieta Femenino Antonio Jose Lopez Arrieta Masculino Los Girasoles Si No Si

5 132443121001201200026-00 Tribunal Superior del Distrito Judicial de Cartagena Ada Lallemand Abramuck 29/07/2014 Amalia Rosa Amaya Herazo Femenino Eduardo Enrique Medina Martinez Masculino Parcela 7- Caño Negro Si No N/A

Olga Zuñiga Puello Femenino

Guillermo Sierra Mendoza Masculino

Lia Patricia Henriquez Ortega Femenino

Nilsa Leonilda Cueto Rivera Femenino

Nacira del Carmen Ibañez Perez Femenino Benilda Sofia Perez de Leguia Femenino

Victor Enrique Meza Alvarez Masculino Sorelis Sofia Leguia Hernandez Femenino

Juan Francisco Jimenez Muñoz Masculino

Maria Mejia Teheran Femenino

10 132443121002201300020-00 Tribunal Superior del Distrito Judicial de Cartagena Martha Patricia Campo Valero 19/05/2015 Alejandrina Lopez de Ponce Femenino Eugenio Rafael Gonzalez Martinez Masculino El Balsamo No Si N/A

11 132443121002201300037-00 Tribunal Superior del Distrito Judicial de Cartagena Laura Elena Cantillo Araujo 23/06/2015 Rafael Francisco Cardenas Monterrosa Masculino Esualdo Yepez Hernandez Masculino La Lucha Si No N/A

Ubaldo Enrique Cohen Marquez Masculino

Fran Alberto Cohen Benavidez Masculino

Manuel del Cristo Cardenas Navarro Masculino

Alfredo Antonio Cardenas Zabala Masculino

Augusto Rafael Cardenas Rivero Masculino

Pedro Alejandrino Ortega Marquez Masculino

13 132443121002201300071-01 Tribunal Superior del Distrito Judicial de Cucuta Amanda Janneth Sanchez Tocora 22/07/2015 Pedro Jose Rivera Mendoza Masculino Victor Manuel Montes Tores Masculino Puerta Roja Si No N/A

Emma Ruperta Figueroa de Narvaez Femenino Jose de Jesus Salcedo Dominguez Masculino

Erasmo Francisco Narvaez Figueroa Masculino Lacides Peña Carey Masculino

Reginaldo Jose Narvaez Figueroa Masculino Candelaria Gonzalez Tovar Femenino

Pablo Alfonso Salcedo Masculino Carlos Eduardo Gonzalez Tovar Masculino

15 132443121001201200021-00 Tribunal Superior del Distrito Judicial de Cartagena Ada Lallemand Abramuck 31/07/2015 Cesar Augusto Meza Rivera Masculino Francisco Fernandez Julio Masculino Cotoprix No Si Si

16 132443121002201400015-00 Tribunal Superior del Distrito Judicial de Cartagena Laura Elena Cantillo Araujo 18/11/2015 Reynelda del Carmen Mercado de HernandezFemenino Expedito Acosta Pinzon Masculino Parcela No. 23 El Futuro Si No N/A

17 132443121002201400034-00 Tribunal Superior del Distrito Judicial de Cartagena Ada Lallemand Abramuck 28/01/2016 Ramiro Antonio Medina Contreras Masculino Carlos Andres Berrio Rodriguez Masculino La Belleza Si No Si

Sergio Antonio Torres Diaz Masculino

Hinaldo de Jesus Torres Diaz Masculino

19 132443121001201300056-01 Tribunal Superior del Distrito Judicial de Bogota Oscar Humberto Ramirez Cardona 12/05/2016 Benilda Sofia Perez de Leguia Femenino Luis Alfonso Ochoa Gutierrez Masculino Mandatú 1 No Si Si

20 132443121001201400096-00 Tribunal Superior del Distrito Judicial de Cartagena Laura Elena Cantillo Araujo 24/06/2016 Leticia Matilde Medina de Benitez Femenino Tomas Rafael Rivera Correa Masculino Parcela No. 7 "Si te Aguantas" No Si N/A

Aydee Emperatriz Ortega Fernandez Femenino

Ramon Sanchez Alvarez Masculino

David Manuel Luna de Oro Masculino

Francia Elena Prado Barrios Femenino

23 132443121001201300096-00 Tribunal Superior del Distrito Judicial de Cali Gloria del Socorro Victoria Giraldo 8/09/2016 Luis Carlos Leones Ruiz Masculino Luvin Enrique Petro Martinez Masculino La Parcela No. 4 No Si N/A

Willin Adrian Giraldo Henao Masculino

Ricaurte Giraldo Marin Masculino

25
132443121002201400014-00 Tribunal Superior del Distrito Judicial de Cartagena Laura Elena Cantillo Araujo

4/08/2016 Enadis Madel Valdez Mena Femenino
Dagoberto Mesa Hernandez

Masculino Dios me ayude
No Si

N/A

26 132443121001201300098-01 Tribunal Superior del Distrito Judicial de Cali Gloria del Socorro Victoria Giraldo 28/09/2016 Edelmira Teresa Muñoz Blanco Femenino Samuel Alejandro Torres Chamorro Masculino Guayacan No Si N/A

Pablo Antonio Gomez Diaz Masculino

Hortencia Sanabria Romero Femenino

28 132443121002201400064-00 Tribunal Superior del Distrito Judicial de Cartagena Laura Elena Cantillo Araujo 31/10/2016 Maritza Esther Blanco Vides Femenino Eduardo Rafael Sanchez Carey Masculino Parcela No. 22 No Si N/A

29 132443121001201500064-00 Tribunal Superior del Distrito Judicial de Cartagena Laura Elena Cantillo Araujo 29/11/2016 Margarita Isabel Fernandez Teran Femenino Pablo Antonio Romero Gamarra Masculino Parcela No. 10 Si No N/A

Abel Jose Contreras Salcedo Masculino

Regina Margoth Manjarrez Caro Femenino

31 132443121002201300010-00 Tribunal Superior del Distrito Judicial de Cartagena Ada Lallemand Abramuck 20/09/2016 Dionisia del Carmen arroyo Guete Femenino Elida Maria Herrera de Orozco Femenino Parcela No. 13 (El Trebol) No Si N/A

Maria Luisa Rojano de Gonzalez Femenino Francisco Manuel Tapia Castro Masculino Segregado de Palmito

Antonio Maria Dede Vasquez Masculino Tomas Fernández Gualdro Masculino La Mano de Dios 

Alvaro Enrique Sanjuanelo Sarmiento Masculino Roviro Antonio Herrera Ortiz Masculino El Palmito

Alfonso Villegas Barreto Masculino Jose Anibal Castro Anillo Masculino Region de Palmito

Pedro Rafael Pérez Flórez Masculino

Edilberto Manuel Castro Anillo Masculino

Juan Bautista Carmona Julio Masculino

Carlos David Lajud Señas Masculino

Orlando Rafael Mena Salazar Masculino

Amauri Fernández Gualdron Masculino

Julio Cesar Herrera Parra Masculino

David Barrios Parra Masculino

Adolfo Salazar Benavides Masculino

Deiner Galvan Dominguez Masculino

Hernan Antonio Teheran Alvarez Masculino

Enrique Rafael Teheran Alvarez Masculino

Oswaldo enrique Muñoz Torres Masculino

Manuel Antonio Perez Vega Masculino

Juan Daniel Montes Carmona Masculino

Jaider David Garcia Ospino Masculino

Eleazar Alfredo Arroyo Anillo Masculino

Walter Manuel Arrieta Urueta Masculino

Darlys Judith Bertel Vega Femenino

David Alfredo Yepes Vasquez Masculino

Nestor Perez Chamorro Masculino

Samuel Arrieta Martínez Masculino

Osvaldo Enrique Olivera Anillo Masculino

Pedro Jose Carvajal Martinez Masculino

Judith Maria Señas Bernal Femenino

34 132443121001201400114-00 Tribunal Superior del Distrito Judicial de Cartagena Laura Elena Cantillo Araujo 27/03/2017 Nicolas Felipe Oviedo Mogea Masculino Luis Cristobal Martinez Villegas Masculino El Limon Si No N/A

Alejandro Renulfo Cardenas Salazar Masculino Alvaro Jose Medina Torres Masculino Parcela No 1 "Cascajo"

Fernando Yepes Gonzalez Masculino

Alexi Alexander Ariza Gamarra Masculino

Juvenal Rincondes Cortina Masculino

Carmen Edith Salcedo de Assia Femenino

Eberto Enrique Tovar Romero Masculino

37 132443121001201400035-01 Tribuanal Superior del Distrito Judicial de Bogotá Jorge Hernán Vargas Rincón 28/09/2017 Eduardo Alfonso Parra Puerta Masculino Luis Miguel Garcia Pimienta Masculino Parcela 36 No Si N/A

Juan Carlos Gil Velasquez Masculino

Francisco Javier Gil Gil Masculino

Cesar Emilio Gil Gil Masculino

Jose Blas Rodriguez Gil Masculino

Ricardo Luis Rodriguez Gil Masculino

Isidro Segundo Gil Aviles Masculino

39 132443121001201500095-00 Tribunal Superior del Distrito Judicial de Cartagena Henry Calderon Raudales 18/12/2017 Carlos Enrique Nuñez Barbosa Masculino Manuel de Jesus Martinez Torres Masculino La Divisa No Si N/A

Manuel Jose Ruiz Feria Masculino Willinton Enrique Rodriguez Montes Masculino

Celio Humberto Ruiz Ortiz Masculino Armando Rafael Simanca Laguna Masculino

41 132443121002201400069-00 Tribunal Superior del Distrito Judicial de Cartagena Laura Elena Cantillo Araujo 27/03/2017 Manuel del Cristo Ortiz Beltran Masculino Miguel Angel Mariota Rematosa Masculino Roma 2 Si No N/A

Jairo de Jesus Herrera Arenas Masculino Manuel Agustin Marquez Torres Masculino Andaluz No Si N/A

Osvaldo Caro Diaz Masculino Julio Cesr Torres Marquez Masculino No Hay Como Dios No No N/A

43 200013121003201500104-00 Tribunal Superior del Distrito Judicial de Cartagena Luz Myriam Reyes Casas 31/07/2018 Nersi Rafael Argon Gualdron Masculino Elias Manuel Tobias Bustamante Masculino El Impulso Si No N/A

44 132443121003201600059-00 Tribunal Superior del Distrito Judicial de Cartagena Yaens Lorena Castellon Giraldo 29/10/2018 Pedro Nel Mangones Arteaga Masculino Nicanor Perez Villegas Masculino Sanmarcanda No Si N/A

Claudil Abad Solano Rodriguez Masculino Abel Laguna Salas Masculino

Euclides Manuel Julio Pérez Masculino Juan Pablo Mendez Vergara Masculino

Juana de Jesus Peluffo Arrieta Femenino Candelario de Jesus Gamarra Tovar Masculino

Rodrigo Manuel Perez Gamarra Masculino Gustavo Rafael Assia Salcedo Masculino

Oscar Segundo Perez Gamarra Masculino Wilson de Jesus Salcedo Dominguez Masculino

47 132443121001201500090-00 Tribunal Superior del Distrito Judicial de Cartagena Laura Elena Cantillo Araujo 24/04/2018 Germania Rosa Mejia Romero Femenino Juan Federico Escalante Tovar Masculino Parcela No. 24 Monterrey No Si N/A

Enrique Antonio Rivera Tapia Masculino Nicolas Antonio Rivera Tapia Masculino

Ornadys Margoth Quintana Perez Femenino Marbelys Cardenas Femenino

Dorila Isabel Lambraño Mena Femenino Carlos Rafael Diaz Tapia Masculino La Esperanza

Francisco Manuel Aguas Mejia Masculino

Juan Anibal Catalan Masculino

Wilfrido Jose Perez Sierra Masculino

50 132443121002201400053-00 Tribunal Superior del Distrito Judicial de Cartagena Laura Elena Cantillo Araujo 23/05/2018 Edelberto Enrique Sanchez Gonzalez Masculino Luis Alberto Ramirez Mercado Masculino La Victoria Si No N/A

51 132443121001201400001-00 Tribunal Superior del Distrito Judicial de Antioquia Vicente Landinez Lara 1/12/2015 Nicanor Lambraño Torres Masculino Carlos Diaz Tapia Masculino Los Tamarindos No Si N/A

52 132443121002201300089-00 Tribunal Superior del Distrito Judicial de Cucuta Amanda Janneth Sanchez Tocora 2/09/2015 Eduardo Rafael Feria Fuentes Masculino Deivis Mariota Suarez Masculino La Envidia Si No N/A

Nelson Berrio Peña Masculino

Pedro Ochoa Torres Masculino

Alejandro Fidel Novoa Villegas Masculino

Luis Carlos Novoa Villegas Masculino

SEGUNDOS OCUPANTES - EL CARMEN DE BOLÍVAR

N/A

N/A

N/A

N/A

N/A

N/A

N/A

Si

N/A

N/A

N/A

N/A

N/A

N/A

N/A

N/A

N/A

No Si

N/A

24/10/2018

32 132443121001201400037-00 Tribunal Superior del Distrito Judicial de Cartagena Laura Elena Cantillo Araujo

Si

Laura Elena Cantillo AraujoTribunal Superior del Distrito Judicial de Cartagena132443121001201400142-0046 Pativaca Grupo 9 de Agosto

Masculino

Masculino

El Palmar7/12/2017Jorge Eliecer Moya Vargas Tribuanal Superior del Distrito Judicial de Bogotá132443121001201300050-0138

No

Si

Si

NoSi

No

No Si

NoSi

No Si N/A

Guillermo Leon Gonzalez Mercado

Osman Jose Peña Salcedo

Jose de Jesus Caro Perez Masculino El Mamon

Parcela No. 5 Caño Negro

No

27 132443121002201400062-00 Tribunal Superior del Distrito Judicial de Cartagena Martha Patricia Campo Valero 21/09/2016 Victor Rafael Castilla Caro Masculino No Si

30 132443121001201400157-00 Tribunal Superior del Distrito Judicial de Cartagena Laura Elena Cantillo Araujo

12 Villa Amalia

9/12/2016 Agua DulceFemenino

FemeninoAide Esther Torres Fierro16/06/2015Martha Patricia Campo ValeroTribunal Superior del Distrito Judicial de Cartagena132443121001201300024-00

18

Pativaca Grupo Los Narvaez

6 132443121001201300073-01 Tribunal Superior del Distrito Judicial de Cucuta Amanda Janneth Sanchez Tocora 29/04/2015 Si

No
Carlos Julio Gonzalez Quessep

Masculino Parcela 4 Si

Ada Lallemand AbramuckTribunal Superior del Distrito Judicial de Cartagena132443121002201300025-008

132443121001201300019-007 Tribunal Superior del Distrito Judicial de Cartagena Ada Lallemand Abramuck

9

La Esperanza10/07/2014Martha Patricia Campo Valero2 13244312100220130000300 Tribunal Superior del Distrito Judicial de Cartagena

No18/02/2015 Maria Hermenegilda Soriano Ramirez Femenino El Porvenir

Si No16/12/2014 Nuevo Horizonte

Si

No

132443121001201300027-00 Tribunal Superior del Distrito Judicial de Cartagena Laura Elena Cantillo Araujo 27/05/2015

Laura Elena Cantillo Araujo 27/04/2016 Abel Antonio sierra Meza132443121001201400099-00

17/07/2015Laura Elena Cantillo AraujoTribunal Superior del Distrito Judicial de Cartagena132443121001201300034-0014

21 132443121001201400158-00 Tribunal Superior del Distrito Judicial de Cartagena Ada Lallemand Abramuck 3/08/2016

Si

Jairo Alarcon Gonzalez Masculino Parcela No. 26 "Bonito" No Si

Masculino Parcela No 16 "Las Tarullas"Tribunal Superior del Distrito Judicial de Cartagena

24
132443121001201400116-00 Tribunal Superior del Distrito Judicial de Cartagena Laura Elena Cantillo Araujo

Si NoArmando Cala Toloza Masculino Parcela Sin Pensar22 132443121002201400055-00 Tribunal Superior del Distrito Judicial de Cartagena Laura Elena Cantillo Araujo 24/06/2016

No
4/08/2016 Bertha Lucila Montes Figueroa Femenino Parcela No. 9

Ricardo Ruiz Medina Masculino Palmito

Blanco de Jesus Señas Torres Masculino La Primavera

Tomasa Elena Calonge Ortiz

22/02/2017

33 132443121001201400042-00 Tribunal Superior del Distrito Judicial de Cartagena Martha Patricia Campo Valero 29/03/2017

Parcela No 11 "Cascajo"MasculinoAugusto Rafael Torres Gualdron
No Si35

Pativaca No SiMasculinoLuis Alfonso Campo Marquez24/04/2017Ada Lallemand AbramuckTribunal Superior del Distrito Judicial de Cartagena132443121002201300117-0036

27/03/2017Ada Lallemand AbramuckTribunal Superior del Distrito Judicial de Cartagena132443121001201300041-00

29/11/2017 Si No40 132443121001201500074-00 Tribunal Superior del Distrito Judicial de Cartagena Ariana Ayala Pulgarin El Deseo

42 132443121002201600191-00 Tribunal Superior del Distrito Judicial de Cartagena

45 132443121002201500062-00 Tribunal Superior del Distrito Judicial de Cartagena Luz Myriam Reyes Casas No Si N/A

25/04/2018Ada Lallemand Abramuck

31/08/2018 Tierra Santa o El Pavo

48 132443121001201600015-00 Tribunal Superior del Distrito Judicial de Cartagena Martha Patricia Campo Valero 26/07/2018 La Reforma- Revellin

No

N/A

Si No N/A

Maria del Carmen Rodriguez de Mercado Femenino
25/04/2018 Si

Los Mangos
Ada Lallemand AbramuckTribunal Superior del Distrito Judicial de Cartagena132443121002201400038-0049

53 132443121002201400040-00 Tribunal Superior del Distrito Judicial de Cartagena Martha Patricia Campo Valero

54 Tribunal Superior del Distrito Judicial de Cartagena Ada Lallemand Abramuck 26/07/2017 Cesar Augusto Mendoza Perealta Masculino Nueva Esperanza

Si N/A

132443121002201400044-00 Si No N/A

27/0/2017 Fermin Antonio Rodriguez Arias Masculino Pato Caro No
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1 132443121002201300023-00 Tribunal Superior del Distrito Judicial de Cartagena Laura Elena Cantillo Araujo 11/02/2014 Alvaro Alfonso Alvarez Caro Masculino Orlean Yaneth Agamez Florez Femenino Santa Ines Si No N/A

Manuel Francisco Vergara Martínez Masculino Humberto David Torres Correa Masculino Si No N/A

Deisy Elena Tovar Figueroa Femenino Hugo Armando Torres Correa Masculino Si No N/A

3 132443121002201300007-00 Tribunal Superior del Distrito Judicial de Cartagena Laura Elena Cantillo Araujo 12/09/2013 Luis Roberto Sanabria Torres Masculino Manuel Enrique Perez Caro Masculino Parcela 26- Caño Negro Si No N/A

4 132443121002201300021-00 Tribunal Superior del Distrito Judicial de Cartagena Laura Elena Cantillo Araujo 17/09/2013 Delfina Isabel Luna Arrieta Femenino Antonio Jose Lopez Arrieta Masculino Los Girasoles Si No Si

5 132443121001201200026-00 Tribunal Superior del Distrito Judicial de Cartagena Ada Lallemand Abramuck 29/07/2014 Amalia Rosa Amaya Herazo Femenino Eduardo Enrique Medina Martinez Masculino Parcela 7- Caño Negro Si No N/A

Olga Zuñiga Puello Femenino

Guillermo Sierra Mendoza Masculino

Lia Patricia Henriquez Ortega Femenino

Nilsa Leonilda Cueto Rivera Femenino

Nacira del Carmen Ibañez Perez Femenino Benilda Sofia Perez de Leguia Femenino

Victor Enrique Meza Alvarez Masculino Sorelis Sofia Leguia Hernandez Femenino

Juan Francisco Jimenez Muñoz Masculino

Maria Mejia Teheran Femenino

10 132443121002201300020-00 Tribunal Superior del Distrito Judicial de Cartagena Martha Patricia Campo Valero 19/05/2015 Alejandrina Lopez de Ponce Femenino Eugenio Rafael Gonzalez Martinez Masculino El Balsamo No Si N/A

11 132443121002201300037-00 Tribunal Superior del Distrito Judicial de Cartagena Laura Elena Cantillo Araujo 23/06/2015 Rafael Francisco Cardenas Monterrosa Masculino Esualdo Yepez Hernandez Masculino La Lucha Si No N/A

Ubaldo Enrique Cohen Marquez Masculino

Fran Alberto Cohen Benavidez Masculino

Manuel del Cristo Cardenas Navarro Masculino

Alfredo Antonio Cardenas Zabala Masculino

Augusto Rafael Cardenas Rivero Masculino

Pedro Alejandrino Ortega Marquez Masculino

13 132443121002201300071-01 Tribunal Superior del Distrito Judicial de Cucuta Amanda Janneth Sanchez Tocora 22/07/2015 Pedro Jose Rivera Mendoza Masculino Victor Manuel Montes Tores Masculino Puerta Roja Si No N/A

Emma Ruperta Figueroa de Narvaez Femenino Jose de Jesus Salcedo Dominguez Masculino

Erasmo Francisco Narvaez Figueroa Masculino Lacides Peña Carey Masculino

Reginaldo Jose Narvaez Figueroa Masculino Candelaria Gonzalez Tovar Femenino

Pablo Alfonso Salcedo Masculino Carlos Eduardo Gonzalez Tovar Masculino

15 132443121001201200021-00 Tribunal Superior del Distrito Judicial de Cartagena Ada Lallemand Abramuck 31/07/2015 Cesar Augusto Meza Rivera Masculino Francisco Fernandez Julio Masculino Cotoprix No Si Si

16 132443121002201400015-00 Tribunal Superior del Distrito Judicial de Cartagena Laura Elena Cantillo Araujo 18/11/2015 Reynelda del Carmen Mercado de HernandezFemenino Expedito Acosta Pinzon Masculino Parcela No. 23 El Futuro Si No N/A

17 132443121002201400034-00 Tribunal Superior del Distrito Judicial de Cartagena Ada Lallemand Abramuck 28/01/2016 Ramiro Antonio Medina Contreras Masculino Carlos Andres Berrio Rodriguez Masculino La Belleza Si No Si

Sergio Antonio Torres Diaz Masculino

Hinaldo de Jesus Torres Diaz Masculino

19 132443121001201300056-01 Tribunal Superior del Distrito Judicial de Bogota Oscar Humberto Ramirez Cardona 12/05/2016 Benilda Sofia Perez de Leguia Femenino Luis Alfonso Ochoa Gutierrez Masculino Mandatú 1 No Si Si

20 132443121001201400096-00 Tribunal Superior del Distrito Judicial de Cartagena Laura Elena Cantillo Araujo 24/06/2016 Leticia Matilde Medina de Benitez Femenino Tomas Rafael Rivera Correa Masculino Parcela No. 7 "Si te Aguantas" No Si N/A

Aydee Emperatriz Ortega Fernandez Femenino

Ramon Sanchez Alvarez Masculino

David Manuel Luna de Oro Masculino

Francia Elena Prado Barrios Femenino

23 132443121001201300096-00 Tribunal Superior del Distrito Judicial de Cali Gloria del Socorro Victoria Giraldo 8/09/2016 Luis Carlos Leones Ruiz Masculino Luvin Enrique Petro Martinez Masculino La Parcela No. 4 No Si N/A

Willin Adrian Giraldo Henao Masculino

Ricaurte Giraldo Marin Masculino

25
132443121002201400014-00 Tribunal Superior del Distrito Judicial de Cartagena Laura Elena Cantillo Araujo

4/08/2016 Enadis Madel Valdez Mena Femenino
Dagoberto Mesa Hernandez

Masculino Dios me ayude
No Si

N/A

26 132443121001201300098-01 Tribunal Superior del Distrito Judicial de Cali Gloria del Socorro Victoria Giraldo 28/09/2016 Edelmira Teresa Muñoz Blanco Femenino Samuel Alejandro Torres Chamorro Masculino Guayacan No Si N/A

Pablo Antonio Gomez Diaz Masculino

Hortencia Sanabria Romero Femenino

28 132443121002201400064-00 Tribunal Superior del Distrito Judicial de Cartagena Laura Elena Cantillo Araujo 31/10/2016 Maritza Esther Blanco Vides Femenino Eduardo Rafael Sanchez Carey Masculino Parcela No. 22 No Si N/A

29 132443121001201500064-00 Tribunal Superior del Distrito Judicial de Cartagena Laura Elena Cantillo Araujo 29/11/2016 Margarita Isabel Fernandez Teran Femenino Pablo Antonio Romero Gamarra Masculino Parcela No. 10 Si No N/A

Abel Jose Contreras Salcedo Masculino

Regina Margoth Manjarrez Caro Femenino

31 132443121002201300010-00 Tribunal Superior del Distrito Judicial de Cartagena Ada Lallemand Abramuck 20/09/2016 Dionisia del Carmen arroyo Guete Femenino Elida Maria Herrera de Orozco Femenino Parcela No. 13 (El Trebol) No Si N/A

Maria Luisa Rojano de Gonzalez Femenino Francisco Manuel Tapia Castro Masculino Segregado de Palmito

Antonio Maria Dede Vasquez Masculino Tomas Fernández Gualdro Masculino La Mano de Dios 

Alvaro Enrique Sanjuanelo Sarmiento Masculino Roviro Antonio Herrera Ortiz Masculino El Palmito

Alfonso Villegas Barreto Masculino Jose Anibal Castro Anillo Masculino Region de Palmito

Pedro Rafael Pérez Flórez Masculino

Edilberto Manuel Castro Anillo Masculino

Juan Bautista Carmona Julio Masculino

Carlos David Lajud Señas Masculino

Orlando Rafael Mena Salazar Masculino

Amauri Fernández Gualdron Masculino

Julio Cesar Herrera Parra Masculino

David Barrios Parra Masculino

Adolfo Salazar Benavides Masculino

Deiner Galvan Dominguez Masculino

Hernan Antonio Teheran Alvarez Masculino

Enrique Rafael Teheran Alvarez Masculino

Oswaldo enrique Muñoz Torres Masculino

Manuel Antonio Perez Vega Masculino

Juan Daniel Montes Carmona Masculino

Jaider David Garcia Ospino Masculino

Eleazar Alfredo Arroyo Anillo Masculino

Walter Manuel Arrieta Urueta Masculino

Darlys Judith Bertel Vega Femenino

David Alfredo Yepes Vasquez Masculino

Nestor Perez Chamorro Masculino

Samuel Arrieta Martínez Masculino

Osvaldo Enrique Olivera Anillo Masculino

Pedro Jose Carvajal Martinez Masculino

Judith Maria Señas Bernal Femenino

34 132443121001201400114-00 Tribunal Superior del Distrito Judicial de Cartagena Laura Elena Cantillo Araujo 27/03/2017 Nicolas Felipe Oviedo Mogea Masculino Luis Cristobal Martinez Villegas Masculino El Limon Si No N/A

Alejandro Renulfo Cardenas Salazar Masculino Alvaro Jose Medina Torres Masculino Parcela No 1 "Cascajo"

Fernando Yepes Gonzalez Masculino

Alexi Alexander Ariza Gamarra Masculino

Juvenal Rincondes Cortina Masculino

Carmen Edith Salcedo de Assia Femenino

Eberto Enrique Tovar Romero Masculino

37 132443121001201400035-01 Tribuanal Superior del Distrito Judicial de Bogotá Jorge Hernán Vargas Rincón 28/09/2017 Eduardo Alfonso Parra Puerta Masculino Luis Miguel Garcia Pimienta Masculino Parcela 36 No Si N/A

Juan Carlos Gil Velasquez Masculino

Francisco Javier Gil Gil Masculino

Cesar Emilio Gil Gil Masculino

Jose Blas Rodriguez Gil Masculino

Ricardo Luis Rodriguez Gil Masculino

Isidro Segundo Gil Aviles Masculino

39 132443121001201500095-00 Tribunal Superior del Distrito Judicial de Cartagena Henry Calderon Raudales 18/12/2017 Carlos Enrique Nuñez Barbosa Masculino Manuel de Jesus Martinez Torres Masculino La Divisa No Si N/A

Manuel Jose Ruiz Feria Masculino Willinton Enrique Rodriguez Montes Masculino

Celio Humberto Ruiz Ortiz Masculino Armando Rafael Simanca Laguna Masculino

41 132443121002201400069-00 Tribunal Superior del Distrito Judicial de Cartagena Laura Elena Cantillo Araujo 27/03/2017 Manuel del Cristo Ortiz Beltran Masculino Miguel Angel Mariota Rematosa Masculino Roma 2 Si No N/A

Jairo de Jesus Herrera Arenas Masculino Manuel Agustin Marquez Torres Masculino Andaluz No Si N/A

Osvaldo Caro Diaz Masculino Julio Cesr Torres Marquez Masculino No Hay Como Dios No No N/A

43 200013121003201500104-00 Tribunal Superior del Distrito Judicial de Cartagena Luz Myriam Reyes Casas 31/07/2018 Nersi Rafael Argon Gualdron Masculino Elias Manuel Tobias Bustamante Masculino El Impulso Si No N/A

44 132443121003201600059-00 Tribunal Superior del Distrito Judicial de Cartagena Yaens Lorena Castellon Giraldo 29/10/2018 Pedro Nel Mangones Arteaga Masculino Nicanor Perez Villegas Masculino Sanmarcanda No Si N/A

Claudil Abad Solano Rodriguez Masculino Abel Laguna Salas Masculino

Euclides Manuel Julio Pérez Masculino Juan Pablo Mendez Vergara Masculino

Juana de Jesus Peluffo Arrieta Femenino Candelario de Jesus Gamarra Tovar Masculino

Rodrigo Manuel Perez Gamarra Masculino Gustavo Rafael Assia Salcedo Masculino

Oscar Segundo Perez Gamarra Masculino Wilson de Jesus Salcedo Dominguez Masculino

47 132443121001201500090-00 Tribunal Superior del Distrito Judicial de Cartagena Laura Elena Cantillo Araujo 24/04/2018 Germania Rosa Mejia Romero Femenino Juan Federico Escalante Tovar Masculino Parcela No. 24 Monterrey No Si N/A

Enrique Antonio Rivera Tapia Masculino Nicolas Antonio Rivera Tapia Masculino

Ornadys Margoth Quintana Perez Femenino Marbelys Cardenas Femenino

Dorila Isabel Lambraño Mena Femenino Carlos Rafael Diaz Tapia Masculino La Esperanza

Francisco Manuel Aguas Mejia Masculino

Juan Anibal Catalan Masculino

Wilfrido Jose Perez Sierra Masculino

50 132443121002201400053-00 Tribunal Superior del Distrito Judicial de Cartagena Laura Elena Cantillo Araujo 23/05/2018 Edelberto Enrique Sanchez Gonzalez Masculino Luis Alberto Ramirez Mercado Masculino La Victoria Si No N/A

51 132443121001201400001-00 Tribunal Superior del Distrito Judicial de Antioquia Vicente Landinez Lara 1/12/2015 Nicanor Lambraño Torres Masculino Carlos Diaz Tapia Masculino Los Tamarindos No Si N/A

52 132443121002201300089-00 Tribunal Superior del Distrito Judicial de Cucuta Amanda Janneth Sanchez Tocora 2/09/2015 Eduardo Rafael Feria Fuentes Masculino Deivis Mariota Suarez Masculino La Envidia Si No N/A

Nelson Berrio Peña Masculino

Pedro Ochoa Torres Masculino

Alejandro Fidel Novoa Villegas Masculino

Luis Carlos Novoa Villegas Masculino

SEGUNDOS OCUPANTES - EL CARMEN DE BOLÍVAR

N/A

N/A

N/A

N/A

N/A

N/A

N/A

Si

N/A

N/A

N/A

N/A

N/A

N/A

N/A

N/A

N/A

No Si

N/A

24/10/2018

32 132443121001201400037-00 Tribunal Superior del Distrito Judicial de Cartagena Laura Elena Cantillo Araujo

Si

Laura Elena Cantillo AraujoTribunal Superior del Distrito Judicial de Cartagena132443121001201400142-0046 Pativaca Grupo 9 de Agosto

Masculino

Masculino

El Palmar7/12/2017Jorge Eliecer Moya Vargas Tribuanal Superior del Distrito Judicial de Bogotá132443121001201300050-0138

No

Si

Si

NoSi

No

No Si

NoSi

No Si N/A

Guillermo Leon Gonzalez Mercado

Osman Jose Peña Salcedo

Jose de Jesus Caro Perez Masculino El Mamon

Parcela No. 5 Caño Negro

No

27 132443121002201400062-00 Tribunal Superior del Distrito Judicial de Cartagena Martha Patricia Campo Valero 21/09/2016 Victor Rafael Castilla Caro Masculino No Si

30 132443121001201400157-00 Tribunal Superior del Distrito Judicial de Cartagena Laura Elena Cantillo Araujo

12 Villa Amalia

9/12/2016 Agua DulceFemenino

FemeninoAide Esther Torres Fierro16/06/2015Martha Patricia Campo ValeroTribunal Superior del Distrito Judicial de Cartagena132443121001201300024-00

18

Pativaca Grupo Los Narvaez

6 132443121001201300073-01 Tribunal Superior del Distrito Judicial de Cucuta Amanda Janneth Sanchez Tocora 29/04/2015 Si

No
Carlos Julio Gonzalez Quessep

Masculino Parcela 4 Si

Ada Lallemand AbramuckTribunal Superior del Distrito Judicial de Cartagena132443121002201300025-008

132443121001201300019-007 Tribunal Superior del Distrito Judicial de Cartagena Ada Lallemand Abramuck

9

La Esperanza10/07/2014Martha Patricia Campo Valero2 13244312100220130000300 Tribunal Superior del Distrito Judicial de Cartagena

No18/02/2015 Maria Hermenegilda Soriano Ramirez Femenino El Porvenir

Si No16/12/2014 Nuevo Horizonte

Si

No

132443121001201300027-00 Tribunal Superior del Distrito Judicial de Cartagena Laura Elena Cantillo Araujo 27/05/2015

Laura Elena Cantillo Araujo 27/04/2016 Abel Antonio sierra Meza132443121001201400099-00

17/07/2015Laura Elena Cantillo AraujoTribunal Superior del Distrito Judicial de Cartagena132443121001201300034-0014

21 132443121001201400158-00 Tribunal Superior del Distrito Judicial de Cartagena Ada Lallemand Abramuck 3/08/2016

Si

Jairo Alarcon Gonzalez Masculino Parcela No. 26 "Bonito" No Si

Masculino Parcela No 16 "Las Tarullas"Tribunal Superior del Distrito Judicial de Cartagena

24
132443121001201400116-00 Tribunal Superior del Distrito Judicial de Cartagena Laura Elena Cantillo Araujo

Si NoArmando Cala Toloza Masculino Parcela Sin Pensar22 132443121002201400055-00 Tribunal Superior del Distrito Judicial de Cartagena Laura Elena Cantillo Araujo 24/06/2016

No
4/08/2016 Bertha Lucila Montes Figueroa Femenino Parcela No. 9

Ricardo Ruiz Medina Masculino Palmito

Blanco de Jesus Señas Torres Masculino La Primavera

Tomasa Elena Calonge Ortiz

22/02/2017

33 132443121001201400042-00 Tribunal Superior del Distrito Judicial de Cartagena Martha Patricia Campo Valero 29/03/2017

Parcela No 11 "Cascajo"MasculinoAugusto Rafael Torres Gualdron
No Si35

Pativaca No SiMasculinoLuis Alfonso Campo Marquez24/04/2017Ada Lallemand AbramuckTribunal Superior del Distrito Judicial de Cartagena132443121002201300117-0036

27/03/2017Ada Lallemand AbramuckTribunal Superior del Distrito Judicial de Cartagena132443121001201300041-00

29/11/2017 Si No40 132443121001201500074-00 Tribunal Superior del Distrito Judicial de Cartagena Ariana Ayala Pulgarin El Deseo

42 132443121002201600191-00 Tribunal Superior del Distrito Judicial de Cartagena

45 132443121002201500062-00 Tribunal Superior del Distrito Judicial de Cartagena Luz Myriam Reyes Casas No Si N/A

25/04/2018Ada Lallemand Abramuck

31/08/2018 Tierra Santa o El Pavo

48 132443121001201600015-00 Tribunal Superior del Distrito Judicial de Cartagena Martha Patricia Campo Valero 26/07/2018 La Reforma- Revellin

No

N/A

Si No N/A

Maria del Carmen Rodriguez de Mercado Femenino
25/04/2018 Si

Los Mangos
Ada Lallemand AbramuckTribunal Superior del Distrito Judicial de Cartagena132443121002201400038-0049

53 132443121002201400040-00 Tribunal Superior del Distrito Judicial de Cartagena Martha Patricia Campo Valero

54 Tribunal Superior del Distrito Judicial de Cartagena Ada Lallemand Abramuck 26/07/2017 Cesar Augusto Mendoza Perealta Masculino Nueva Esperanza

Si N/A

132443121002201400044-00 Si No N/A

27/0/2017 Fermin Antonio Rodriguez Arias Masculino Pato Caro No



 

 
 
 

 

 

 

 

 

 
 
 
 
 

 

No. Radicado Despacho Magistrado (a) Ponente Fecha de Sentencia Solicitante Genero Opositor Genero Predio Segundos Ocupantes Potenciales Segundos Ocupantes Reconocidos Modulacion

1 132443121002201300023-00 Tribunal Superior del Distrito Judicial de Cartagena Laura Elena Cantillo Araujo 11/02/2014 Alvaro Alfonso Alvarez Caro Masculino Orlean Yaneth Agamez Florez Femenino Santa Ines Si No N/A

Manuel Francisco Vergara Martínez Masculino Humberto David Torres Correa Masculino Si No N/A

Deisy Elena Tovar Figueroa Femenino Hugo Armando Torres Correa Masculino Si No N/A

3 132443121002201300007-00 Tribunal Superior del Distrito Judicial de Cartagena Laura Elena Cantillo Araujo 12/09/2013 Luis Roberto Sanabria Torres Masculino Manuel Enrique Perez Caro Masculino Parcela 26- Caño Negro Si No N/A

4 132443121002201300021-00 Tribunal Superior del Distrito Judicial de Cartagena Laura Elena Cantillo Araujo 17/09/2013 Delfina Isabel Luna Arrieta Femenino Antonio Jose Lopez Arrieta Masculino Los Girasoles Si No Si

5 132443121001201200026-00 Tribunal Superior del Distrito Judicial de Cartagena Ada Lallemand Abramuck 29/07/2014 Amalia Rosa Amaya Herazo Femenino Eduardo Enrique Medina Martinez Masculino Parcela 7- Caño Negro Si No N/A

Olga Zuñiga Puello Femenino

Guillermo Sierra Mendoza Masculino

Lia Patricia Henriquez Ortega Femenino

Nilsa Leonilda Cueto Rivera Femenino

Nacira del Carmen Ibañez Perez Femenino Benilda Sofia Perez de Leguia Femenino

Victor Enrique Meza Alvarez Masculino Sorelis Sofia Leguia Hernandez Femenino

Juan Francisco Jimenez Muñoz Masculino

Maria Mejia Teheran Femenino

10 132443121002201300020-00 Tribunal Superior del Distrito Judicial de Cartagena Martha Patricia Campo Valero 19/05/2015 Alejandrina Lopez de Ponce Femenino Eugenio Rafael Gonzalez Martinez Masculino El Balsamo No Si N/A

11 132443121002201300037-00 Tribunal Superior del Distrito Judicial de Cartagena Laura Elena Cantillo Araujo 23/06/2015 Rafael Francisco Cardenas Monterrosa Masculino Esualdo Yepez Hernandez Masculino La Lucha Si No N/A

Ubaldo Enrique Cohen Marquez Masculino

Fran Alberto Cohen Benavidez Masculino

Manuel del Cristo Cardenas Navarro Masculino

Alfredo Antonio Cardenas Zabala Masculino

Augusto Rafael Cardenas Rivero Masculino

Pedro Alejandrino Ortega Marquez Masculino

13 132443121002201300071-01 Tribunal Superior del Distrito Judicial de Cucuta Amanda Janneth Sanchez Tocora 22/07/2015 Pedro Jose Rivera Mendoza Masculino Victor Manuel Montes Tores Masculino Puerta Roja Si No N/A

Emma Ruperta Figueroa de Narvaez Femenino Jose de Jesus Salcedo Dominguez Masculino

Erasmo Francisco Narvaez Figueroa Masculino Lacides Peña Carey Masculino

Reginaldo Jose Narvaez Figueroa Masculino Candelaria Gonzalez Tovar Femenino

Pablo Alfonso Salcedo Masculino Carlos Eduardo Gonzalez Tovar Masculino

15 132443121001201200021-00 Tribunal Superior del Distrito Judicial de Cartagena Ada Lallemand Abramuck 31/07/2015 Cesar Augusto Meza Rivera Masculino Francisco Fernandez Julio Masculino Cotoprix No Si Si

16 132443121002201400015-00 Tribunal Superior del Distrito Judicial de Cartagena Laura Elena Cantillo Araujo 18/11/2015 Reynelda del Carmen Mercado de HernandezFemenino Expedito Acosta Pinzon Masculino Parcela No. 23 El Futuro Si No N/A

17 132443121002201400034-00 Tribunal Superior del Distrito Judicial de Cartagena Ada Lallemand Abramuck 28/01/2016 Ramiro Antonio Medina Contreras Masculino Carlos Andres Berrio Rodriguez Masculino La Belleza Si No Si

Sergio Antonio Torres Diaz Masculino

Hinaldo de Jesus Torres Diaz Masculino

19 132443121001201300056-01 Tribunal Superior del Distrito Judicial de Bogota Oscar Humberto Ramirez Cardona 12/05/2016 Benilda Sofia Perez de Leguia Femenino Luis Alfonso Ochoa Gutierrez Masculino Mandatú 1 No Si Si

20 132443121001201400096-00 Tribunal Superior del Distrito Judicial de Cartagena Laura Elena Cantillo Araujo 24/06/2016 Leticia Matilde Medina de Benitez Femenino Tomas Rafael Rivera Correa Masculino Parcela No. 7 "Si te Aguantas" No Si N/A

Aydee Emperatriz Ortega Fernandez Femenino

Ramon Sanchez Alvarez Masculino

David Manuel Luna de Oro Masculino

Francia Elena Prado Barrios Femenino

23 132443121001201300096-00 Tribunal Superior del Distrito Judicial de Cali Gloria del Socorro Victoria Giraldo 8/09/2016 Luis Carlos Leones Ruiz Masculino Luvin Enrique Petro Martinez Masculino La Parcela No. 4 No Si N/A

Willin Adrian Giraldo Henao Masculino

Ricaurte Giraldo Marin Masculino

25
132443121002201400014-00 Tribunal Superior del Distrito Judicial de Cartagena Laura Elena Cantillo Araujo

4/08/2016 Enadis Madel Valdez Mena Femenino
Dagoberto Mesa Hernandez

Masculino Dios me ayude
No Si

N/A

26 132443121001201300098-01 Tribunal Superior del Distrito Judicial de Cali Gloria del Socorro Victoria Giraldo 28/09/2016 Edelmira Teresa Muñoz Blanco Femenino Samuel Alejandro Torres Chamorro Masculino Guayacan No Si N/A

Pablo Antonio Gomez Diaz Masculino

Hortencia Sanabria Romero Femenino

28 132443121002201400064-00 Tribunal Superior del Distrito Judicial de Cartagena Laura Elena Cantillo Araujo 31/10/2016 Maritza Esther Blanco Vides Femenino Eduardo Rafael Sanchez Carey Masculino Parcela No. 22 No Si N/A

29 132443121001201500064-00 Tribunal Superior del Distrito Judicial de Cartagena Laura Elena Cantillo Araujo 29/11/2016 Margarita Isabel Fernandez Teran Femenino Pablo Antonio Romero Gamarra Masculino Parcela No. 10 Si No N/A

Abel Jose Contreras Salcedo Masculino

Regina Margoth Manjarrez Caro Femenino

31 132443121002201300010-00 Tribunal Superior del Distrito Judicial de Cartagena Ada Lallemand Abramuck 20/09/2016 Dionisia del Carmen arroyo Guete Femenino Elida Maria Herrera de Orozco Femenino Parcela No. 13 (El Trebol) No Si N/A

Maria Luisa Rojano de Gonzalez Femenino Francisco Manuel Tapia Castro Masculino Segregado de Palmito

Antonio Maria Dede Vasquez Masculino Tomas Fernández Gualdro Masculino La Mano de Dios 

Alvaro Enrique Sanjuanelo Sarmiento Masculino Roviro Antonio Herrera Ortiz Masculino El Palmito

Alfonso Villegas Barreto Masculino Jose Anibal Castro Anillo Masculino Region de Palmito

Pedro Rafael Pérez Flórez Masculino

Edilberto Manuel Castro Anillo Masculino

Juan Bautista Carmona Julio Masculino

Carlos David Lajud Señas Masculino

Orlando Rafael Mena Salazar Masculino

Amauri Fernández Gualdron Masculino

Julio Cesar Herrera Parra Masculino

David Barrios Parra Masculino

Adolfo Salazar Benavides Masculino

Deiner Galvan Dominguez Masculino

Hernan Antonio Teheran Alvarez Masculino

Enrique Rafael Teheran Alvarez Masculino

Oswaldo enrique Muñoz Torres Masculino

Manuel Antonio Perez Vega Masculino

Juan Daniel Montes Carmona Masculino

Jaider David Garcia Ospino Masculino

Eleazar Alfredo Arroyo Anillo Masculino

Walter Manuel Arrieta Urueta Masculino

Darlys Judith Bertel Vega Femenino

David Alfredo Yepes Vasquez Masculino

Nestor Perez Chamorro Masculino

Samuel Arrieta Martínez Masculino

Osvaldo Enrique Olivera Anillo Masculino

Pedro Jose Carvajal Martinez Masculino

Judith Maria Señas Bernal Femenino

34 132443121001201400114-00 Tribunal Superior del Distrito Judicial de Cartagena Laura Elena Cantillo Araujo 27/03/2017 Nicolas Felipe Oviedo Mogea Masculino Luis Cristobal Martinez Villegas Masculino El Limon Si No N/A

Alejandro Renulfo Cardenas Salazar Masculino Alvaro Jose Medina Torres Masculino Parcela No 1 "Cascajo"

Fernando Yepes Gonzalez Masculino

Alexi Alexander Ariza Gamarra Masculino

Juvenal Rincondes Cortina Masculino

Carmen Edith Salcedo de Assia Femenino

Eberto Enrique Tovar Romero Masculino

37 132443121001201400035-01 Tribuanal Superior del Distrito Judicial de Bogotá Jorge Hernán Vargas Rincón 28/09/2017 Eduardo Alfonso Parra Puerta Masculino Luis Miguel Garcia Pimienta Masculino Parcela 36 No Si N/A

Juan Carlos Gil Velasquez Masculino

Francisco Javier Gil Gil Masculino

Cesar Emilio Gil Gil Masculino

Jose Blas Rodriguez Gil Masculino

Ricardo Luis Rodriguez Gil Masculino

Isidro Segundo Gil Aviles Masculino

39 132443121001201500095-00 Tribunal Superior del Distrito Judicial de Cartagena Henry Calderon Raudales 18/12/2017 Carlos Enrique Nuñez Barbosa Masculino Manuel de Jesus Martinez Torres Masculino La Divisa No Si N/A

Manuel Jose Ruiz Feria Masculino Willinton Enrique Rodriguez Montes Masculino

Celio Humberto Ruiz Ortiz Masculino Armando Rafael Simanca Laguna Masculino

41 132443121002201400069-00 Tribunal Superior del Distrito Judicial de Cartagena Laura Elena Cantillo Araujo 27/03/2017 Manuel del Cristo Ortiz Beltran Masculino Miguel Angel Mariota Rematosa Masculino Roma 2 Si No N/A

Jairo de Jesus Herrera Arenas Masculino Manuel Agustin Marquez Torres Masculino Andaluz No Si N/A

Osvaldo Caro Diaz Masculino Julio Cesr Torres Marquez Masculino No Hay Como Dios No No N/A

43 200013121003201500104-00 Tribunal Superior del Distrito Judicial de Cartagena Luz Myriam Reyes Casas 31/07/2018 Nersi Rafael Argon Gualdron Masculino Elias Manuel Tobias Bustamante Masculino El Impulso Si No N/A

44 132443121003201600059-00 Tribunal Superior del Distrito Judicial de Cartagena Yaens Lorena Castellon Giraldo 29/10/2018 Pedro Nel Mangones Arteaga Masculino Nicanor Perez Villegas Masculino Sanmarcanda No Si N/A

Claudil Abad Solano Rodriguez Masculino Abel Laguna Salas Masculino

Euclides Manuel Julio Pérez Masculino Juan Pablo Mendez Vergara Masculino

Juana de Jesus Peluffo Arrieta Femenino Candelario de Jesus Gamarra Tovar Masculino

Rodrigo Manuel Perez Gamarra Masculino Gustavo Rafael Assia Salcedo Masculino

Oscar Segundo Perez Gamarra Masculino Wilson de Jesus Salcedo Dominguez Masculino

47 132443121001201500090-00 Tribunal Superior del Distrito Judicial de Cartagena Laura Elena Cantillo Araujo 24/04/2018 Germania Rosa Mejia Romero Femenino Juan Federico Escalante Tovar Masculino Parcela No. 24 Monterrey No Si N/A

Enrique Antonio Rivera Tapia Masculino Nicolas Antonio Rivera Tapia Masculino

Ornadys Margoth Quintana Perez Femenino Marbelys Cardenas Femenino

Dorila Isabel Lambraño Mena Femenino Carlos Rafael Diaz Tapia Masculino La Esperanza

Francisco Manuel Aguas Mejia Masculino

Juan Anibal Catalan Masculino

Wilfrido Jose Perez Sierra Masculino

50 132443121002201400053-00 Tribunal Superior del Distrito Judicial de Cartagena Laura Elena Cantillo Araujo 23/05/2018 Edelberto Enrique Sanchez Gonzalez Masculino Luis Alberto Ramirez Mercado Masculino La Victoria Si No N/A

51 132443121001201400001-00 Tribunal Superior del Distrito Judicial de Antioquia Vicente Landinez Lara 1/12/2015 Nicanor Lambraño Torres Masculino Carlos Diaz Tapia Masculino Los Tamarindos No Si N/A

52 132443121002201300089-00 Tribunal Superior del Distrito Judicial de Cucuta Amanda Janneth Sanchez Tocora 2/09/2015 Eduardo Rafael Feria Fuentes Masculino Deivis Mariota Suarez Masculino La Envidia Si No N/A

Nelson Berrio Peña Masculino

Pedro Ochoa Torres Masculino

Alejandro Fidel Novoa Villegas Masculino

Luis Carlos Novoa Villegas Masculino

SEGUNDOS OCUPANTES - EL CARMEN DE BOLÍVAR

N/A

N/A

N/A

N/A

N/A

N/A

N/A

Si

N/A

N/A

N/A

N/A

N/A

N/A

N/A

N/A

N/A

No Si

N/A

24/10/2018

32 132443121001201400037-00 Tribunal Superior del Distrito Judicial de Cartagena Laura Elena Cantillo Araujo

Si

Laura Elena Cantillo AraujoTribunal Superior del Distrito Judicial de Cartagena132443121001201400142-0046 Pativaca Grupo 9 de Agosto

Masculino

Masculino

El Palmar7/12/2017Jorge Eliecer Moya Vargas Tribuanal Superior del Distrito Judicial de Bogotá132443121001201300050-0138

No

Si

Si

NoSi

No

No Si

NoSi

No Si N/A

Guillermo Leon Gonzalez Mercado

Osman Jose Peña Salcedo

Jose de Jesus Caro Perez Masculino El Mamon

Parcela No. 5 Caño Negro

No

27 132443121002201400062-00 Tribunal Superior del Distrito Judicial de Cartagena Martha Patricia Campo Valero 21/09/2016 Victor Rafael Castilla Caro Masculino No Si

30 132443121001201400157-00 Tribunal Superior del Distrito Judicial de Cartagena Laura Elena Cantillo Araujo

12 Villa Amalia

9/12/2016 Agua DulceFemenino

FemeninoAide Esther Torres Fierro16/06/2015Martha Patricia Campo ValeroTribunal Superior del Distrito Judicial de Cartagena132443121001201300024-00

18

Pativaca Grupo Los Narvaez

6 132443121001201300073-01 Tribunal Superior del Distrito Judicial de Cucuta Amanda Janneth Sanchez Tocora 29/04/2015 Si

No
Carlos Julio Gonzalez Quessep

Masculino Parcela 4 Si

Ada Lallemand AbramuckTribunal Superior del Distrito Judicial de Cartagena132443121002201300025-008

132443121001201300019-007 Tribunal Superior del Distrito Judicial de Cartagena Ada Lallemand Abramuck

9

La Esperanza10/07/2014Martha Patricia Campo Valero2 13244312100220130000300 Tribunal Superior del Distrito Judicial de Cartagena

No18/02/2015 Maria Hermenegilda Soriano Ramirez Femenino El Porvenir

Si No16/12/2014 Nuevo Horizonte

Si

No

132443121001201300027-00 Tribunal Superior del Distrito Judicial de Cartagena Laura Elena Cantillo Araujo 27/05/2015

Laura Elena Cantillo Araujo 27/04/2016 Abel Antonio sierra Meza132443121001201400099-00

17/07/2015Laura Elena Cantillo AraujoTribunal Superior del Distrito Judicial de Cartagena132443121001201300034-0014

21 132443121001201400158-00 Tribunal Superior del Distrito Judicial de Cartagena Ada Lallemand Abramuck 3/08/2016

Si

Jairo Alarcon Gonzalez Masculino Parcela No. 26 "Bonito" No Si

Masculino Parcela No 16 "Las Tarullas"Tribunal Superior del Distrito Judicial de Cartagena

24
132443121001201400116-00 Tribunal Superior del Distrito Judicial de Cartagena Laura Elena Cantillo Araujo

Si NoArmando Cala Toloza Masculino Parcela Sin Pensar22 132443121002201400055-00 Tribunal Superior del Distrito Judicial de Cartagena Laura Elena Cantillo Araujo 24/06/2016

No
4/08/2016 Bertha Lucila Montes Figueroa Femenino Parcela No. 9

Ricardo Ruiz Medina Masculino Palmito

Blanco de Jesus Señas Torres Masculino La Primavera

Tomasa Elena Calonge Ortiz

22/02/2017

33 132443121001201400042-00 Tribunal Superior del Distrito Judicial de Cartagena Martha Patricia Campo Valero 29/03/2017

Parcela No 11 "Cascajo"MasculinoAugusto Rafael Torres Gualdron
No Si35

Pativaca No SiMasculinoLuis Alfonso Campo Marquez24/04/2017Ada Lallemand AbramuckTribunal Superior del Distrito Judicial de Cartagena132443121002201300117-0036

27/03/2017Ada Lallemand AbramuckTribunal Superior del Distrito Judicial de Cartagena132443121001201300041-00

29/11/2017 Si No40 132443121001201500074-00 Tribunal Superior del Distrito Judicial de Cartagena Ariana Ayala Pulgarin El Deseo

42 132443121002201600191-00 Tribunal Superior del Distrito Judicial de Cartagena

45 132443121002201500062-00 Tribunal Superior del Distrito Judicial de Cartagena Luz Myriam Reyes Casas No Si N/A

25/04/2018Ada Lallemand Abramuck

31/08/2018 Tierra Santa o El Pavo

48 132443121001201600015-00 Tribunal Superior del Distrito Judicial de Cartagena Martha Patricia Campo Valero 26/07/2018 La Reforma- Revellin

No

N/A

Si No N/A

Maria del Carmen Rodriguez de Mercado Femenino
25/04/2018 Si

Los Mangos
Ada Lallemand AbramuckTribunal Superior del Distrito Judicial de Cartagena132443121002201400038-0049

53 132443121002201400040-00 Tribunal Superior del Distrito Judicial de Cartagena Martha Patricia Campo Valero

54 Tribunal Superior del Distrito Judicial de Cartagena Ada Lallemand Abramuck 26/07/2017 Cesar Augusto Mendoza Perealta Masculino Nueva Esperanza

Si N/A

132443121002201400044-00 Si No N/A

27/0/2017 Fermin Antonio Rodriguez Arias Masculino Pato Caro No


